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INTRODUCCION 

 

 

El siguiente trabajo de jurisprudencia tiene como objetivo analizar las constantes fuentes de estudio de 8 

sentencias del Consejo de Estado de la información tributaria. En donde se analizan desde el punto de vista 

diferentes sectores buscando identificar el problema jurídico de cada caso, quienes intervienen un 

demandante y un demandado, en esta posición se observa que la entidad más demanda es la Dian.  
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No. (17972) Fecha: 10 de Enero de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Si la declaración de retención en la fuente solo fue presentada sin pago, al momento de 

realizar el pago, la Empresa demandante puede acceder a solicitar los TIDIS emitidos?  

TESÌS 

No, ya que al momento de realizar la solicitud de desmaterialización de los TIDIS, esta 

lleva un proceso en la que no se efectúa de manera inmediata, si no que lleva cierto 

tiempo en la que el contribuyente ha debido prever esas circunstancias con el fin de que 

el pago ingresara oportunamente. 

Ubicación 

Pàg(s): 

11            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Analítico Juridico 

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Ley 1066 de 2006 

art. 11 

Decreto 1571 de 1991 Decreto 

reglamentario 4583 

Art. 580 E.T 

literal E 

Art. 

85,127,134,134A, D 

literal B 

Art. 137 cod 

contencioso 

Art. 806 y 862 del E.T Art. 588 de E.T Art. 804 del 

E.T 

Art. 634 y 635 del 

E.T 

Art 350 del Cod de 

procedimiento civil 

Resolución Nª 

310632007000010 

Resolución Nª 

3106320070000202 

  

 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

5 4 8  2 12 13 1 3     

 

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 1 EXPEDIENTE  Nº 17972                                                                      

RECURSO DE APELACION – Objeto / SENTENCIA Y RECURSO DE APELACION – Límites para 

la decisión de segunda instancia / DECLARACION DE RENTENCION EN LA FUENTE – Debe 

presentarse con pago so pena de darse por no presentada / AGENTE RETENEDOR – Es un 

intermediario / TIDIS – Forma de pago de los tributos  

 De acuerdo con el artículo 350 del Código de Procedimiento Civil, la finalidad del recurso de 

apelación es que la providencia de primera instancia sea revisada por el superior jerárquico del 

funcionario judicial que la profirió, para que en el análisis de su legalidad la confirme, revoque o 

modifique.  Por tanto, resulta necesaria la sustentación del recurso, ya que ésta es la oportunidad 

para manifestar los motivos de inconformidad con dicha decisión, pero en los aspectos que 

fundamentaron su posición, como demandante o como demandada, en el debate judicial, y sobre los 

cuales el a quo se pronunció de manera adversa o simplemente no se pronunció. De ahí que el 

marco conformado por la sentencia y el recurso de apelación es el parámetro que limita la decisión 

judicial de segunda instancia. Es por esta razón que el superior no tiene la libertad de suponer otros 

motivos que a su juicio debieron ser invocados en contra de la decisión,  como tampoco la de 

atender los planteamientos expuestos en etapas posteriores a la de sustentación del recurso de 

alzada, porque esta actitud implicaría no sólo el desconocimiento del principio de lealtad procesal, 

sino que redundaría en la vulneración del derecho fundamental a la defensa y contradicción de la 

contraparte. Conforme con el articulo 580 del Estatuto Tributario, el agente retenedor debe presentar 

su declaración con pago, ésto con el objeto de que ponga a disposición del Estado los dineros 

retenidos, dentro de los plazos previstos para el efecto; debe destacarse que en este evento el 

agente retenedor sustituye al Estado como recaudador de los impuestos, como una forma anticipada 

para que aquel cuente con esos recursos, necesarios para cumplir con los fines que le son propios, 

por lo que resulta inadmisible la morosidad en el pago de unos valores que fueron recaudados de 

otros contribuyentes a través de la retención, figura en la cual el agente retenedor cumple una 

función de simple intermediario: recauda y consigna. De acuerdo con las pruebas relacionadas se 

observa que la sociedad utilizó, como medio de pago de la declaración de retención en la fuente, los 

TIDIS, forma  legalmente autorizada para el pago de los tributos de acuerdo con lo estipulado en 

artículo 806 de Estatuto Tributario. Los TIDIS son títulos valores emitidos por la Nación a través del 

Ministerio de Hacienda y Crédito Público, mediante los cuales la Dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales efectúa la devolución de los saldos a favor resultantes en las declaraciones tributarias de 

los contribuyentes. 

FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 580 / ESTATUTO TRIBUTARIO – 

ARTICULO 806  

DECLARACION DE RETENCION EN LA FUENTE – Debe presentarse con pago total. No se 

aceptan pagos parciales / PAGO – Concepto / FIRMEZA DE LA DECLARACION – Se da cuando 

no se notifica dentro de los dos años el acto que la de por no presentada / DECLARACION 

POR NO PRESENTADA – Debe expedirse un acto previo que así lo declare / PAGO 

POSTERIOR DE LA DECLARACION DE RETENCION EN LA FUENTE – No es un requisito 
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subsanable / PRINCIPIO DE LA PRIMACIA DE LA REALIDAD SOBRE LAS FORMAS – No tiene 

aplicación tratándose del requisito de pago de la declaración de retención en la fuente  

La exigencia consagrada en el literal e) del artículo 580 del Estatuto Tributario supone que la 

declaración se presente con pago, lo que implica que éste debe hacerse en el momento del 

vencimiento del plazo para declarar, con la presentación de la declaración, oportunidad en la que se 

debe poner a disposición del Estado la totalidad de los recursos recaudados. El término “pago” 

usado en el literal e), a que se alude, debe interpretarse atendiendo su sentido natural y obvio y la 

finalidad de la norma que dio origen a su creación y adición en el Estatuto Tributario; por tanto, 

entender que permite un pago parcial de la declaración de retención en la fuente, sería una 

interpretación que no da cumplimiento a los cometidos del legislador, pues conllevaría el que 

persistiera la existencia de saldos en la sumas recaudadas. Así las cosas, el incumplimiento de la 

obligación tributaria de cancelar las retenciones en la fecha de presentación de la declaración 

tributaria, en que incurrió la sociedad actora, implica que para el momento de su presentación ésta 

se tuviera como no presentada, de conformidad con el literal e) del artículo 580 del Estatuto 

Tributario. Es importante precisar que la decisión de dar por no presentada la declaración es la 

consecuencia de incurrir en alguno de los eventos previstos en el artículo 580 del Estatuto Tributario; 

por el contrario, la declaración privada queda en firme, si dentro de los dos años siguientes al 

vencimiento del término para declarar, no se ha notificado acto administrativo que la declare como no 

presentada, perdiendo con ello la administración la facultad para aforar y sancionar. No obstante lo 

anterior, no basta con que se configure algunas de las causales previstas en el artículo 580 del 

Estatuto Tributario para tenerse como no presentada una declaración; es necesaria la expedición de 

una auto declarativo que así lo ordene, el cual deberá estar motivado y sujeto a los principios de 

contradicción y defensa. En tanto no se profiera el mencionado auto, las declaraciones se 

consideraran válidamente presentadas, como lo han manifestado tanto la Corte Constitucional como 

el Consejo de Estado. Lo anterior, porque permitir que el pago posterior le diera plenos efectos a la 

declaración presentada sin pago, conllevaría que los agentes retenedores desconocieran el mandato 

legal previsto en la norma, pues en cualquier tiempo podrían subsanar el incumplimiento de la 

obligación tributaria, eludiendo así el deber de ingresar oportunamente a las arcas del Estado los 

dineros retenidos. Siendo deber del juez conducir la aplicación del derecho según los fines 

predeterminados por el legislador, en aras de la eficiencia de las mismas no resulta procedente darle 

a la norma un alcance diferente que obstaculice su logro; tampoco puede, en el presente caso, darse 

aplicación al principio de la primacía de la realidad sobre las formas por tratarse de una disposición 

de aplicación  preferente para lograr la finalidad establecida en la ley, principio que no puede 

conllevar al incumplimiento de las obligaciones tributarias del contribuyente. 

 

FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 580 LITERAL E  

 

 



 

7 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

SECCION CUARTA 

 

Consejero ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

 

Bogotá, D. C., diecinueve (19) de enero de dos mil doce (2012) 

 

Radicación número: 25000-23-27-000-2008-00171-(17972) 

 

Actor: PROYECTOS MONTAJES Y CONSTRUCCIONES S.A. PROMOCON S.A.  

 

Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 

 

FALLO 

 

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la demandada contra la sentencia proferida el 

9 de septiembre de 20091 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en el proceso que se 

tramitó en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos que 

declararon como no presentada la declaración inicial de retención en la fuente del mes de marzo de 

2007,de la sociedad PROYECTOS MONTAJES Y CONSTRUCCIONES S.A.  PROMOCON. 

La sentencia recurrida dispuso:  
 

“DECLÀRASE no probada la excepción de inepta demanda propuesta por el apoderado 

judicial de la parte demandada. 

 
1 Folio 119 cuaderno principal 
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“ANÚLANSE el Auto Declarativo No. 310632007000087 del 22 de noviembre de 2007, y 

las  Resoluciones Nºs 310632007000010 de 24 de diciembre de 2007 y 6126-900-008 de 

15 de enero de 2008, proferidos por  la División de Fiscalización Tributaria y el 

Administrador Especial de Impuestos de los Grandes Contribuyentes de Bogotá, mediante 

los cuales declara como no presentada la declaración inicial de retención en la fuente del 

mes de marzo de 2007, presentada por la sociedad PROYECTOS MONTAJES Y 

CONSTRUCCIONES S.A. Nit. 800.095.750. 

 

“TÉNGASE como presentada la declaración de retención en la fuente por el tercer mes de 

2007, presentada por la sociedad PROYECTOS MONTAJES Y CONSTRUCCIONES S.A. 

Nit. 800.095.750-5, el 20 de abril de 2007. 

 

“DECLÁRASE inhibido respecto a la solicitud de devolución de los valores pagados por la 

sociedad por concepto de sanción e intereses. 

 

……” 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

Mediante la Resolución N° 310632007000202 del 26 de marzo de 2007, el Grupo de Control a 
Devoluciones de la División de Fiscalización de la Administración de Impuestos de los Grandes 
Contribuyentes de Bogotá, autorizó a la sociedad actora la devolución en títulos de devolución de 
impuestos TIDIS, del saldo a favor resultante en la declaración del impuesto sobre la renta y 
complementarios del año gravable 2005 por valor de $319.650.000. 
  
Con fundamento en lo anterior la actora solicitó a Deceval, el 18 de abril de 2007, la 
desmaterialización de los títulos por valor de $108.540.000, lo que fue efectuado el día 23 de abril de 
2007 con el Certificado Nº T-71508. 
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La sociedad demandante presentó, por medio electrónico, la declaración de retención en la fuente 
correspondiente al mes de marzo de 2007 el 20 de abril del mismo año2, con un total de retenciones 
más sanciones por $490.868.000.  
 
El 23 de abril, la sociedad efectuó pagos por la suma de $382.328.000, los que sumados al valor de 
los TIDIS por $108.540.000, totalizaban el valor de la declaración mencionada.  
 
Teniendo en cuenta lo anterior, mediante Auto Declarativo N° 310632007000087 del 22 de 
noviembre de 2007, la División de Fiscalización declaró como no presentada la declaración de 
retención en la fuente por el mes de marzo de 2007; contra dicho auto la sociedad actora presentó 
recurso de reposición y en subsidio de apelación, los cuales confirmaron la decisión del auto 
declarativo. 
 
 
 

LA  DEMANDA 

 

La sociedad actora, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, demanda la 
nulidad del Auto Declarativo N° 310632007000087 del 22 de noviembre de 2007 y de las 
Resoluciones Nºs 310632007000010 del 24 de diciembre de 2007 y 6126-900.008 de 15 de enero 
de 2008, actos por medio de los cuales se declaró como no presentada la declaración de retención 
en la fuente correspondiente al mes de marzo de 2007, y se confirmó esa decisión, respectivamente. 
 
A título de restablecimiento del derecho solicita se declare como presentada en tiempo la declaración 
y se devuelvan los dineros adicionales pagados a título de sanción e intereses.  
 
Normas violadas y concepto de la violación. 
 

Fundamenta la demanda en los artículos 85, 127, 134, 134A, 134D literal b), 134E numeral 2, 137 A, 

139, 149, 169 y siguientes del Código Contencioso Administrativo. 

 

Aduce que la ley establece que los TIDIS son el mecanismo para la devolución de saldos originados 

en el pago de impuestos, los cuales son emitidos por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y 

constituyen deuda interna de la Nación; que se trata de títulos valores libremente negociables, con la 

característica que la ley comercial les ha dado de cambio y circulación, y que la diferencia entre 

éstos y los títulos ordinarios, radica en que sólo pueden ser utilizados por su titular para la 

cancelación de impuestos o derechos administrados por la DIAN, dentro del año calendario siguiente 

a la fecha de su expedición. 

 

 
2 Folio 4 del cuaderno de antecedentes 
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Expresa que la sociedad solicitó, a través de apoderado, la apertura del depósito de los títulos con la 

empresa DECEVAL S.A.  de acuerdo con lo instruido por el Decreto 1571 de 1991, siendo éste el 

único medio que se autoriza para la efectividad de dichos títulos con el objeto de imputarlos a 

obligaciones tributarias. 

 

Reclama que la DIAN, en el auto declarativo demandado, debió hacer un análisis objetivo de la 
declaración pues resulta erróneo que haya desconocido un argumento, una diligencia y omitido una 
revisión objetiva de los hechos, como en el presente caso, en el que las evidencias demuestran que 
se cumplió con los tres requisitos exigidos por la ley, a saber: declaración, presentación oportuna y 
pago completo de la retención.  
 
Menciona, en relación con los papeles utilizados para el pago, que además la DIAN desconoce el 
carácter crediticio de los TIDIS, pues éstos son títulos valores; que, además, erradamente, acusa a 
la sociedad de ser la culpable en la demora en la desmaterialización de los papeles. Al respecto 
señala que la Administración omitió aplicar el Concepto Nº 018511 de 1988, en el que la Oficina 
Jurídica de la DIAN, con claridad, expresa que la ley no ha señalado un término dentro del cual el 
beneficiario puede solicitar la expedición de los títulos, de lo que concluye que puede hacerlo en 
cualquier tiempo. 

 

Concluye que la culpa en el retraso no fue de la sociedad actora, pues esta realizó la solicitud con la 

antelación sugerida en la ley (24 horas), utilizando los mecanismos ordenados en la misma y de 

manera completa. 

 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

 

La DIAN3 solicitó denegar las súplicas de la demanda, con los siguientes argumentos: 

 

- La demandante no indica en concreto las normas violadas por la Administración y tampoco el 
concepto de la violación; luego, la demanda adolece de un defecto tal que no permite entrabar la 
relación procesal. Con fundamento en el artículo 137 del Código Contencioso Administrativo, 
propone entonces la excepción de inepta demanda. 
 

 
3 Folio 56 cuaderno principal 
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- Manifiesta, en relación con el fondo del asunto, que la Ley 1066 de 2006, en su artículo 11, 
adicionó el literal e) del artículo 580 del Estatuto Tributario que hace referencia a las declaraciones 
que se tienen como no presentadas, señalando que las declaraciones de retención en la fuente que 
se presentan sin pago tienen esta condición. Indica que dicha norma fue publicada en el Diario 
Oficial Nº 456.544 del 29 de julio de 2006, disponiendo que rige a partir de su publicación, lo que 
permite establecer que la conducta está contemplada en una norma preexistente a los hechos objeto 
de esta demanda. 

 

- Indica que el 20 de abril de 2007 fue presentada la declaración sin pago, por lo que era 
aplicable lo establecido el artículo 11 de la Ley 1066 de 2006. Señala, que  para no hacerse acreedor 
a la sanción, correspondía al contribuyente haber efectuado ese mismo día el pago de las 
retenciones declaradas y como los pagos respectivos se hicieron hasta el 23 de abril de 2007, se 
dan los presupuestos contemplados en la norma para proferir auto declarativo.   

 

- Expresa que la norma tiene plena vigencia, y dispone que es presupuesto el que la 
declaración se haya presentado sin pago, respecto de lo cual éste es el género y por tanto no puede 
afirmarse que con los pagos posteriores, aunque completos, se cumple lo perseguido por la 
disposición, como es el recaudo, en tiempo, del valor de las respectivas retenciones. En tal sentido, 
no habiendo distinguido el legislador no es dable hacerlo, interpretando, como lo hace el 
demandante, que el haber efectuado el pago completo de la obligación sea un eximente.  

 

- Menciona que corresponde al beneficiario realizar solicitud de los TIDIS, personalmente, o por 
medio de apoderado, ante la entidad autorizada.4  

 

- Aduce que el contribuyente pagó, el 23 de abril de 20075, de manera extemporánea, teniendo  

en cuenta que canceló mediante 4 recibos de pago, 3 de los cuales corresponden a pagos en 
efectivo (cheque de gerencia), por las sumas de $32.097.000, $260.671.000 y $90.406.000 y un 
cuarto recibo oficial de pago en bancos por valor de $108.540.000, que es la suma proveniente de 
los TIDIS.  

 

Destaca que este último no constituye la compensación de un saldo a favor anterior a la obligación, 

sino que se trata de la aplicación de un título obtenido, previa solicitud de un saldo a favor.  

 

Por último, señala que en el caso hipotético de que se considerara el valor representado en TIDIS 

como un saldo a favor, éste representa tan solo una parte del valor total de la obligación a cancelar, 

por lo que el saldo restante sería claramente extemporáneo.      

 

 
4 Artículo 24 del Decreto 1000 de 1997, 
5 Folio 2 cuaderno de antecedentes 



 

12 
 

 

SENTENCIA APELADA 
 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, mediante sentencia 

del 9 de septiembre de 2009 anuló la actuación administrativa demandada y declaró en firme la 

declaración privada presentada por la actora. 

 

En primer lugar, avocó la solicitud de excepción de “Inepta demanda” hecha por la entidad 

demandada. La acusación fue desestimada pues apreció que solo la ausencia absoluta de las 

disposiciones violadas y el concepto de violación, o explicación de las normas presuntamente 

vulneradas, es impedimento para que el juez deje de emitir un pronunciamiento de fondo, lo cual a 

su juicio no se da en el presente caso ya que en la demanda se observa un acápite de fundamentos 

legales y se efectuó una interpretación de los mismos. Por tal motivo, no dio prosperidad a la 

excepción. 

 

Con relación al fondo del asunto y a los cargos precedentemente expuestos, el a quo manifestó que 
las declaraciones tributarias que se dan como no presentadas requieren estar incursas en alguna de 
las causales que determina el artículo 580 del Estatuto Tributario; que del literal e)6 de la norma en 
comento se desprende que cuando se presenta la declaración de retención en la fuente sin pago, se 
tendrá por no presentada.  
 

Con relación al artículo 11 de la Ley 1066 de 2006, explicó que la DIAN a través de la Circular 0069 

del 11 de agosto y del Instructivo Nº 00009 de 29 de septiembre, ambos del año 2006, precisó que el 

hecho de darse por no presentada una declaración no opera de pleno derecho sino que debe 

hacerse a través de un acto administrativo “Auto Declarativo”, exponiendo los argumentos o razones 

de la autoridad competente y notificarse al interesado para que pueda ejercer su legitimo derecho a 

la defensa; indicó que la jurisprudencia ha reiterado este criterio7  

 
Indicó que en la Circular 066 del 24 de julio de 2008, la DIAN determinó la forma en que los 
contribuyentes pueden subsanar las declaraciones de retención en la fuente presentadas sin pago o 
con pago parcial y en ella señala que antes de la expedición del auto declarativo, la DIAN enviará al 
contribuyente una comunicación en la cual le informe que debe subsanar el error mediante el pago 
del saldo total a pagar por concepto de retenciones. 

 
6 “ART. 580.- Declaraciones que se tienen por no presentadas… e) Agregado L. 1066/2006, ART. 11. Cuando la declaración de 
retención en la fuente se presente sin pago”.” 
7 Sentencias del 12 de junio de 1998, Exp. 8735, Consejero Ponente: Germán Ayala Mantilla, citada en la sentencia del 14 de agosto 

de 1998, Consejero Ponente: Delio Gómez Leyva, Exp. 8968 y la Sentencia C-844 de 1999 de la Corte Constitucional.   
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Que en la circular mencionada se precisó que cuando la declaración fue presentada oportunamente 
sin pago o con pago parcial, se puede subsanar este error mediante el pago del saldo del valor a 
pagar que corresponda al total de las retenciones practicadas. 
 
Observó el a quo que la actora presentó oportunamente, y sin pago, su declaración pero que el 23 
de abril de 2007 subsanó el error mediante el pago del saldo total a que hace referencia el literal e) 
del artículo 580 del Estatuto Tributario, por lo que no era procedente que la administración profiriera 
el auto declarativo pues la falencia del pago fue subsanada antes de que esto ocurriera. 
 
En cuanto a la pretensión de la sociedad demandante, de que se le devuelvan los dineros pagados 

como sanción e intereses, el Tribunal advirtió que en vía gubernativa la sociedad no solicitó ante la 

DIAN tal devolución, y por eso, ante el evidente no agotamiento de la vía gubernativa y en garantía 

del debido proceso, se declaró inhibida de pronunciarse sobre el punto.  

 

LA  APELACIÓN 
 
La parte demandada, insatisfecha con la decisión tomada, interpuso recurso de apelación8 
sustentándolo con los siguientes argumentos: 
 
Dijo, que como se aprecia objetivamente y la propia actora así lo confiesa, no pagó en tiempo la 
declaración de retención en la fuente del mes de marzo de 2007; en consecuencia, se configuró la 
situación prevista en el literal e) del artículo 580 del Estatuto Tributario que entiende la declaración 
de retención en la fuente como no presentada. 
 
Que el hecho de que la sociedad utilizara TIDIS para pagar parcialmente las retenciones y que la 
desmaterialización no se haya efectuado a tiempo para perfeccionar dicho pago, no es excusa para 
eximirla y que, por el contrario, la utilización de éstos como medio de pago implica una serie de 
cargas al beneficiario, que son diversas para el propósito de la devolución y del pago de los 
impuestos.   
 
Que, por consiguiente, la sociedad debió acogerse a las condiciones y término determinados por el 
Depósito Central de Valores, con el fin de dar cumplimiento oportuno a sus obligaciones tributarias, 
para lo cual debió llevar a cabo todas las diligencias para que dicho pago fuera oportuno. 
 
Por último, menciona que el Tribunal dio aplicación a la Circular Nº 00066 del 24 de julio de 2008, 
que se profirió un año y tres meses después de ocurridos los hechos, y que por tanto no era una 
disposición aplicable para aplicar o resolver el presente caso.  
 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN  
 

 
8 Folio 143 cuaderno principal 



 

14 
 

La demandante9 expresó su acuerdo con la decisión del Tribunal en cuanto anuló los actos 

demandados y solicitó al Consejo de Estado que “se pronuncie ordenando la devolución de los 

valores pagados por la sociedad por concepto de sanción e intereses, asunto respecto del cual el 

Tribunal se declaró inhibido.  

 

La demandada10 solicitó que se revocara la sentencia y en su lugar se declararan ajustados a 

derecho los actos administrativos demandados; expuso que se aparta de la decisión del Tribunal en 

cuanto afirmó que no era procedente que la  DIAN profiriera el auto declarativo porque la falencia del 

pago había sido subsanada, ya que la norma no prevé tal eventualidad sino que por el contrario 

asigna una consecuencia a la presentación de la declaración de retención en la fuente sin pago, 

como es el  considerarla como no presentada. 

 

El Ministerio público11, conceptuó que se debe confirmar la sentencia de primera instancia, fundado 

en los siguientes argumentos: 

 

Precisó que los artículos 806 y 862 del Estatuto Tributario12, autorizan el pago de los tributos con 

títulos de devolución de impuestos, dentro del año calendario siguiente a su autorización; que para la 

vigencia 2007 el Decreto Reglamentario  4583 de 200613 determinó la forma de pago de las 

obligaciones mediante documentos especiales como los son los títulos, bonos y certificados, así 

como los plazos para declarar y pagar. 

 

Aprecia que la demandante presentó su declaración de retención en la fuente el 20 de abril de 2007, 

dentro del término legal y que el 18 de abril del mismo año tramitó la solicitud de los TIDIS para el 

pago. 

 
9 Folio 166 cuaderno principal 
10 Folio 154 cuaderno principal 
11 Folio 172 cuaderno principal 
12 “ART. 806.- PAGO CON TÍTULOS Y CERTIFICADODevolución de impuestos sólo servirán para cancelar impuestos o derechos 

administrados por las Direcciones de Impuestos o de Aduanas…” 

“ART. 862. MECANISMOS PARA EFECTUAR LA DEVOLUCIÓN. La devolución de saldos a favor podrá efectuarse mediante 

cheque, título o giro. La Administración Tributaria podrá efectuar devoluciones de saldos a favor superiores a un millón de pesos 
($1.000.000), (Valor año base 1987), mediante títulos de devolución de impuestos, los cuales sólo servirán para cancelar impuestos o 

derechos, administrados por las Direcciones de Impuestos y de Aduanas, dentro del año calendario siguiente a la fecha de su 

expedición. 

El valor de los títulos emitidos en cada año, no podrá exceder del cinco por ciento (5%) del valor de los recaudos administrados por la 
Dirección General de Impuestos respecto al año anterior, se expedirán a nombre del beneficiario de la devolución y serán negociables” 
13 Por el cual se fijan los lugares y plazos para la presentación de las declaraciones tributarias y para el pago de los impuestos, 

anticipos y retenciones en la fuente y se dictan otras disposiciones por el año gravable 2007. 
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Resaltó que cuando la DIAN expidió el auto declarativo, no tuvo en cuenta que la demandante ya 

había subsanado lo relacionado con el pago de la declaración y que si bien la Circular Nº 66 fue 

expedida con posterioridad a los hechos ocurridos, dicha circular simplemente está dando aplicación 

a lo ordenado en la jurisprudencia.14  

 
 

CONSIDERACIONES  
 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la entidad demandada contra la 

sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, del 9 de 

septiembre de 2009. 

 

En primer lugar aprecia que, con ocasión de los alegatos de conclusión en esta instancia, la 

sociedad actora pide que esta Corporación se pronuncie sobre la  pretensión de que le sean 

devueltos los dineros pagados a título de sanción por extemporaneidad e intereses de mora. 

De acuerdo con el artículo 350 del Código de Procedimiento Civil, la finalidad del recurso de 

apelación es que la providencia de primera instancia sea revisada por el superior jerárquico del 

funcionario judicial que la profirió, para que en el  análisis de su legalidad la confirme, revoque o 

modifique15.  

 

Por tanto resulta necesaria la sustentación del recurso, ya que ésta es la oportunidad para 

manifestar los motivos de inconformidad con dicha decisión, pero en los aspectos que 

fundamentaron su posición, como demandante o como demandada, en el debate judicial, y sobre los 

cuales el a quo se pronunció de manera adversa o simplemente no se pronunció. 

De ahí que el marco conformado por la sentencia y el recurso de apelación es el parámetro que 

limita la decisión judicial de segunda instancia. Es por esta razón que el superior no tiene la libertad 

de suponer otros motivos que a su juicio debieron ser invocados en contra de la decisión,  como 

tampoco la de atender los planteamientos expuestos en etapas posteriores a la de sustentación del 

recurso de alzada, porque esta actitud implicaría no sólo el desconocimiento del principio de lealtad 

 
14 Sentencias C-844 de 1999 y del Consejo de Estado, sentencias 8968 y 8735 de 1998 y 12407 de 2001.  

15 Sentencias  de  18 de marzo de 2001, Exp. 13683, C.P. Dr. Juan Ángel Palacio H. y 25 de septiembre de 2006, Exp. 14968, C.P. 

Dra. María Inés Ortiz Barbosa. 
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procesal, sino que redundaría en la vulneración del derecho fundamental a la defensa y 

contradicción de la contraparte.  

En el presente caso se observa que en la sentencia apelada, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, en relación con la pretensión de la sociedad demandante de que se devuelvan los 

dineros pagados como sanción e intereses, advirtió que “en vía gubernativa la sociedad en ningún 

momento solicitó ante la Administración de Impuestos tal devolución”16 y, por lo tanto, ante el no 

agotamiento de la vía gubernativa y en garantía del debido proceso, se declaró inhibido para 

pronunciarse de fondo en relación con dicha solicitud, decisión que no fue controvertida por la parte 

actora en la oportunidad legal. 

 

No es entonces admisible para la Sala que en la oportunidad para alegar de conclusión, la parte 

demandante pretenda subsanar su omisión, y sin interponer recurso de apelación sobre ese punto, 

reclame pronunciamiento respecto de un aspecto que es adverso a sus intereses.  

 

La anterior observación resulta suficiente para no acceder a esta petición de la parte actora y, en 

consecuencia, continuar con el estudio del fondo de asunto, sólo en los aspectos invocados en el 

recurso por la demandada. 

 

La réplica de la DIAN en el recurso de apelación interpuesto, fundamentalmente consiste en que el 

Tribunal erradamente apreció que la falencia del pago en relación con la declaración de retención en 

la fuente del tercer período de 2007 fue subsanada por la sociedad, mediante la cancelación 

sucesiva de los intereses de mora y de la sanción por extemporaneidad, mientras que la situación 

objetiva del asunto demuestra que la presentación de la declaración se hizo sin pago, y que por 

tanto, en estricta aplicación del enunciado de la ley, la declaración se debe considerar como no 

presentada. 

 

La Sala observa que el 20 de abril de 2007, fecha en la que vencía el plazo para declarar, la parte 

actora presentó sin pago la declaración de retención en la fuente del mes de marzo de 200717 y que, 

posteriormente, el 23 de abril de 2007, efectuó  el pago correspondiente, incluidas las sanciones e 

intereses, por la suma  de $491.773.000, de acuerdo con los recibos oficiales de pago aportados en 

el expediente18. 

 
16 Folio 139 cuaderno principal 
17 Folio 4 cuaderno de antecedentes 
18 Folios 2, 5, 6 y 7 cuaderno de antecedentes 
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Según lo antes expuesto, de conformidad con el literal e) del artículo 580 de Estatuto Tributario, 

adicionado por la Ley 1066 del 2006, la compañía incurrió en una de las conductas señaladas en la 

ley para tener la declaración como no presentada; dice la disposición referida:  

 

 “Artículo 580. DECLARACIONES QUE SE TIENEN POR NO PRESENTADAS. No se 

entenderá cumplido el deber de presentar la declaración tributaria, en los siguientes 

casos: 

 

“… 

e) Agregado L. 1066/2006, art. 11. Cuando la declaración de retención en la fuente se 

presente sin pago”.   

 

Conforme con la norma transcrita, el agente retenedor debe presentar su declaración con pago, ésto 

con el objeto de que ponga a disposición del Estado los dineros retenidos, dentro de los plazos 

previstos para el efecto; debe destacarse que en este evento el agente retenedor sustituye al Estado 

como recaudador de los impuestos, como una forma anticipada para que aquel cuente con esos 

recursos, necesarios para cumplir con los fines que le son propios, por lo que resulta inadmisible la 

morosidad en el pago de unos valores que fueron recaudados de otros contribuyentes a través de la 

retención, figura en la cual el agente retenedor cumple una función de simple intermediario: recauda 

y consigna.  

 

Es por ello que en los antecedentes legislativos que dieron origen a esta disposición, se dijo que la 

norma introduce un mecanismo de seguimiento y busca que se le imponga una sanción a los 

agentes de retención, con la finalidad de proscribir la práctica de algunos de ellos, de financiar su 

operación con los dineros recaudados a terceros19.   

 

Y es por ello, también, que es estricta la normativa en exigir el cumplimiento oportuno del deber de 

consignar los dineros del Estado, con la consecuencias inherentes cuando no se cumple este 

mandato legal aplicando las sanciones para el efecto determinadas. 

 

 
19 GACETA DEL CONGRESO No. 256 del 13 de mayo de 2005, pág. 3. Ponencia para segundo debate al Proyecto de Ley del 2005, 

Cámara de Representantes. 
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Según los antecedentes que obran en el expediente, dentro de la oportunidad legal el contribuyente 

presentó su declaración de retención en la fuente por el mes de marzo de 2007, en la que registró un 

total de retenciones por $490.868.000, conforme se advierte del formulario Nº 3507501358521.20    

 

De otra parte se observa que sólo hasta el 23 de abril de 2007 la sociedad realizó el pago 

correspondiente a la declaración presentada electrónicamente el 20 de abril de 2007, incluidos los 

intereses de mora, según consta en los cuatro (4) recibos oficiales de pago que obran en el 

expediente, los cuales dan cuenta de un pago total por la suma de $491.773.000, como se muestra a 

continuación:  

 

Recibos de pago Nº Fecha   Valor 

 

4907502400081 23 de abril de 2007  $108.540.000 

4907502469960 23 de abril de 2007  $  90.406.000 

4907502470789 23 de abril de 2007  $  32.156.000 

4907502471952 23 de abril de 2007  $260.671.000 

        

Total        $491.773.000 21. 

 

De acuerdo con las pruebas relacionadas se observa que la sociedad utilizó, como medio de pago 

de la declaración de retención en la fuente, los TIDIS, forma  legalmente autorizada para el pago de 

los tributos de acuerdo con lo estipulado en artículo 806 de Estatuto Tributario. 

 

Los TIDIS son títulos valores emitidos por la Nación a través del Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público, mediante los cuales la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales efectúa la devolución 

de los saldos a favor resultantes en las declaraciones tributarias de los contribuyentes. 

 

 
20 Folio 4 cuaderno de antecedentes 
21 Folios 2, 5, 6 y 7 cuaderno de antecedentes 
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En el asunto bajo examen, la sociedad actora solicitó la desmaterialización de los TIDIS ante la 

empresa DECEVAL, el 18 de abril de 2007, con el objeto de pagar parte del total de retenciones 

determinado en la declaración cuyo plazo para presentarse vencía el 20 de abril de 2007; como este 

proceso de desmaterialización del título no se efectúa de manera inmediata. sino que lleva cierto 

tiempo, el contribuyente ha debido prever esa circunstancia con el fin de que el pago ingresara 

oportunamente a las arcas del Estado.  

  

En efecto, la utilización de los mencionados títulos es una labor que depende única y exclusivamente 

del beneficiario, puesto que es él quien inicia e impulsa el procedimiento tendiente al pago de 

impuestos con los títulos mencionados, máxime en casos como éste en que el valor de los títulos era 

una suma inferior a la debida en la declaración a título de retenciones en la fuente, situación que 

obligaba a utilizar otro medio de pago. 

 

La exigencia consagrada en el literal e) del artículo 580 del Estatuto Tributario supone que la 

declaración se presente con pago, lo que implica que éste debe hacerse en el momento del 

vencimiento del plazo para declarar, con la presentación de la declaración, oportunidad en la que se 

debe poner a disposición del Estado la totalidad de los recursos recaudados. 

 

El término “pago” usado en el literal e), a que se alude, debe interpretarse atendiendo su sentido 

natural y obvio y la finalidad de la norma que dio origen a su creación y adición en el Estatuto 

Tributario; por tanto, entender que permite un pago parcial de la declaración de retención en la 

fuente, sería una interpretación que no da cumplimiento a los cometidos del legislador, pues 

conllevaría el que persistiera la existencia de saldos en la sumas recaudadas. 

 

Así las cosas, el incumplimiento de la obligación tributaria de cancelar las retenciones en la fecha de 

presentación de la declaración tributaria, en que incurrió la sociedad actora, implica que para el 

momento de su presentación ésta se tuviera como no presentada, de conformidad con el literal e) del 

artículo 580 del Estatuto Tributario. 

   

En este punto la Sala se detiene a estudiar si el pago posterior de las sumas recaudadas, subsana la 

irregularidad en que incurrió el contribuyente. 

 

Es importante precisar que la decisión de dar por no presentada la declaración es la consecuencia 

de incurrir en alguno de los eventos previstos en el artículo 580 del Estatuto Tributario; por el 
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contrario, la declaración privada queda en firme, si dentro de los dos años siguientes al vencimiento 

del término para declarar22, no se ha notificado acto administrativo que la declare como no 

presentada, perdiendo con ello la administración la facultad para aforar y sancionar. 

 

Así lo ha reiterado la Corporación, entre otras, en las sentencias 15748 del 30 de noviembre de 

2006, C.P. Ligia López Díaz  y 17045 del  26 de octubre de 2009, C.P. William Giraldo Giraldo,  

 

No obstante lo anterior, no basta con que se configure algunas de las causales previstas en el 

artículo 580 del Estatuto Tributario para tenerse como no presentada una declaración; es necesaria 

la expedición de una auto declarativo que así lo ordene, el cual deberá estar motivado y sujeto a los 

principios de contradicción y defensa. En tanto no se profiera el mencionado auto, las declaraciones 

se consideraran válidamente presentadas, como lo han manifestado tanto la Corte Constitucional23 

como el Consejo de Estado24.  

 

Tal actuación se adelantó en el asunto en examen; en efecto, el auto declarativo fue proferido el 22 

de noviembre de 2007, esto es, antes de que ocurriera la firmeza de la declaración tributaria, por lo 

que la administración tenía competencia para hacerlo. 

  

Conforme con el artículo 588 del E.T., pueden corregirse o “subsanarse” las inconsistencias a que se 

refieren los literales a), b) y d) del artículo 580, ibidem,  pero no la consagrada en el literal d) de la 

misma norma, que es la que nos ocupa. 

 

Aún con la expedición de la Ley 1066 de 2006, que en su artículo 11 adicionó el literal e) del artículo 

580 antes citado, se mantuvo dicha regulación normativa sin que el legislador, efectuara en esa 

ocasión alguna modificación o adición al parágrafo segundo del artículo 588 o previera en alguna 

otra norma tributaria que este nuevo requisito fuera subsanable. 

 

Lo anterior, porque permitir que el pago posterior le diera plenos efectos a la declaración presentada 

sin pago, conllevaría que los agentes retenedores desconocieran el mandato legal previsto en la 

 
22 Art. 714 del E.T., Firmeza de la declaración privada  
23 Sentencia C-844 de 1999 
24 Sentencias del 14 de agosto de 1998, Exp. 8968, C.P. Delio Gómez Leyva, del 12 de junio de 1998, Exp. 8735, C.P. Germán Ayala 

Mantilla y del 2 de noviembre de 2001, C.P. Ligia López Díaz 
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norma, pues en cualquier tiempo podrían subsanar el incumplimiento de la obligación tributaria, 

eludiendo así el deber de ingresar oportunamente a las arcas del Estado los dineros retenidos 

 

Siendo deber del juez conducir la aplicación del derecho según los fines predeterminados por el 

legislador, en aras de la eficiencia de las mismas no resulta procedente darle a la norma un alcance 

diferente que obstaculice su logro; tampoco puede, en el presente caso, darse aplicación al principio 

de la primacía de la realidad sobre las formas por tratarse de una disposición de aplicación  

preferente para lograr la finalidad establecida en la ley, principio que no puede conllevar al 

incumplimiento de las obligaciones tributarias del contribuyente. 

 

Por último, se pronuncia la Sala respecto de la aplicabilidad de la Circular Nº 0066 del 24 de julio de 

2008, citada por el a quo en la sentencia apelada como fundamento para aceptar que la falta de 

pago de la declaración de retención en la oportunidad debida puede subsanarse posteriormente, 

antes de que se haya proferido el auto declarativo correspondiente. 

Sobre este aspecto se pronunció la Sección en la Sentencia 18188 del 27 de octubre de 2011, con 

ponencia del Dr. William Giraldo Giraldo: 

“En cuanto a la Circular Nº 66 de 2008, citada por el actor, se encuentra que esta señala: 

 

“Para subsanar voluntariamente el incumplimiento de la obligación establecida en el 

artículo 11 de la Ley 1066 de 2006, previamente a la expedición del auto declarativo, 

el agente retenedor o autorretenedor que hubiese presentado de manera oportuna la 

declaración, podrá presentar un recibo de pago en bancos, el cual debe corresponder 

como mínimo para subsanar el incumplimiento de la obligación a que hace referencia 

el artículo mencionado, al saldo del valor a pagar que corresponda al total de las 

retenciones practicadas a título de impuesto sobre la renta, impuesto sobre las ventas 

y timbre nacional durante el respectivo periodo gravable, sin perjuicio de la 

reimputación de pagos a que hace referencia el artículo 804 del E.T y del pago de los 

intereses moratorias a que hubiere lugar de conformidad con lo establecido en los 

artículos 634 y 635 del E.T”. 

 

En el presente caso, no es procedente darle aplicación a la Circular 066 de 2008, 

pues, como se observó, la ley es clara en disponer que la presentación sin pago de la 

declaración de retención en la fuente es insubsanable. Por tanto, esta interpretación 

de la Administración no se encuentra acorde con la ley y con la finalidad prevista en 

la norma. 

http://www.actualicese.com/normatividad/2006/08/03/ley-1066-de-29072006-por-la-cual-se-dictan-normas-para-la-normalizacion-de-la-cartera-publica-y-se-dictan-otras-disposiciones/#11
http://www.actualicese.com/normatividad/2006/08/03/ley-1066-de-29072006-por-la-cual-se-dictan-normas-para-la-normalizacion-de-la-cartera-publica-y-se-dictan-otras-disposiciones/#11
http://www.secretariasenado.gov.co/leyes/ET.HTM#634
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Es evidente que únicamente el Congreso está autorizado por la Constitución Política 

para emitir, reformar o derogar las leyes. En ese sentido la DIAN no tiene 

competencia para modificar la voluntad del legislador mediante una interpretación de 

la norma, y si bien se encuentra obligada a dar cumplimiento a regulaciones de 

carácter interno, su deber es  dar aplicación preferente a la ley. 

 

Significa lo anterior que las instrucciones que en materia tributaria emita la DIAN, y 

que tengan como destinatarios las dependencias y funcionarios de dicha entidad, no 

pueden desconocer los mandatos constitucionales y legales ni apartarse de las 

disposiciones en relación con tales materias. 

 

Así las cosas, las instrucciones que se impartan sobre tales efectos, deben propender 

por el estricto cumplimiento de las normas tributarias vigentes, sin que les sea 

posible regular aspectos que, como ya se dijo, no son de su competencia. 

 

Igualmente, es importante precisar que la referida circular no incidió en la declaración 

y pago de las retenciones en la fuente del mes de octubre del año 2006, dado que al 

ser proferida con posterioridad a su presentación, no podría alegarse que indujo a 

error al contribuyente.” 

 

La última precisión hecha en la sentencia a que se hace referencia es pertinente también en el 

presente caso, como quiera que se trata de la presentación, sin pago, de la declaración de retención 

en la fuente por el mes de marzo de 2007, periodo anterior a la fecha en que fue proferida la Circular 

066 de 2008. 

 

Las razones que anteceden son suficientes para revocar el fallo apelado 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
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F  A  L  L  A : 

 

1. REVÓCASE  la sentencia del 9 de septiembre de 2009, del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca – Sección Cuarta – Subsección A. En su lugar se dispone: 
 
2. DENIÉGANSE, las súplicas de la demanda.  

 
3. RECONÓCESE, personería al Doctor NAIRO ALEJANDRO MARTÍNEZ RIVERA, como 
apoderado de la DIAN. 
 
Cópiese, notifíquese, comuníquese. Devuélvase al Tribunal de origen. 
 Cúmplase. 
 
La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha. 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA 

Presidente 

 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 

 

 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 
 
 
 

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No.  (18390) Fecha: 13 de Septiembre  

de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Los artículos entregados como incentivos a las asesoras de la Empresa de Yambal son 

generadores de IVA? 

TESÌS 

No, estos premios son incentivos que otorga YAMBAL a las promotoras dentro de su 

estrategia de ventas. 

Ubicación 

Pàg(s): 

13            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Interpretativo  

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Decreto 2349 

de 1993 

Art. 421 del E.T 

literal A y B 

Art. 720 del E.T Art. 420, 429, 437, 463, 488,647 

y 730 numeral 4 del E.T. 

 

Art. 490 del E.T     

 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

13 2 3 6         

 

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA Nº 2 EXPEDIENTE  N.º 18390                                                                    

VENTA POR CATALOGO – Venta directa puerta a puerta. Yambal / INCENTIVOS – Bienes en 
especie que se entregan por cumplir una meta. No hacen parte del inventario de la sociedad 
que los entrega. La forma de contabilizarlo es como gasto / GASTO – Definición / CUENTA DE 
GASTOS OPERACIONALES DE VENTAS - Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo 
principal del objeto social del ente económico 
 
YANBAL DE COLOMBIA para comercializar sus bienes utiliza el sistema conocido como “venta por 
catálogo, venta directa, venta puerta a puerta que permite acercar al consumidor final a un gran 
surtido de artículos sin necesidad de acudir al almacén, boutique o tienda de superficie”, es decir, 
que los productos que vende la demandante no se adquieren en un almacén, por lo que la labor de 
comercialización la realizan “consultoras de ventas”, quienes de acuerdo con las metas trazadas por 
la compañía pueden recibir “bonos, viajes, electrodomésticos, enseres para el hogar, etc. Según el 
informe rendido por el perito y frente a la pregunta realizada en el sentido de indicar en qué consiste 
el sistema de incentivos que concede YANBAL a sus promotoras de ventas por el cumplimiento de 
metas en compras y, en particular, cómo opera lo que tiene que ver con incentivos entregados en 
especie, en el dictamen se explica que los incentivos son bienes en especie que la demandante 
suministra a las consultoras que ocupan el primer peldaño de la llamada “Escalera de Éxito” por el 
nivel de sus compras en un determinado periodo. Ahora bien, es un hecho no discutido por las partes 
y que se reafirma en el dictamen, que la actora adquiere los premios de terceros y que no hacen 
parte de su inventario sino que se orientan a desarrollar programas de incentivos o premios para una 
red de distribuidores. Respecto de este punto, el perito indicó: “Los bienes en especie que entrega 
YANBAL a título de incentivo a las compradoras no son los mismos que vende dentro de su operación 
(…). Los bienes corporales muebles adquiridos para entregar como incentivo a las “consultoras y 
directoras”, son electrodomésticos y artículos varios para el hogar.”. En esas condiciones, la Sala 
observa que cuando YANBAL adquiere los premios y los entrega como incentivos a las consultoras 
que cumplieron con las metas de compras, esto en su conjunto corresponde a un gasto dentro de su 
actividad productora de renta, porque los gastos son precisamente “flujos de salida de recursos, que 
no tienen una relación directa con la adquisición de bienes o prestación de servicios de los cuales la 
empresa obtiene sus ingresos. Están relacionados con los incurridos en actividades de 
administración, comercialización, investigación y financiación”. En efecto, tanto en sede gubernativa 
como ante esta jurisdicción, se estableció que el tratamiento que le da YANBAL a los incentivos y 
premios que entrega a sus promotoras, desde el punto de vista contable, corresponde al de un 
gasto. Precisamente, de acuerdo con la técnica contable, la cuenta de gastos operacionales de 
ventas (52) “Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo principal del objeto social del ente 
económico y se registran, sobre la base de causación, las sumas o valores en que se incurre durante 
el ejercicio, directamente relacionados con la gestión de ventas encaminada a la dirección, 
planeación, organización de las políticas de ventas del ente económico incluyendo básicamente las 
incurridas en las áreas ejecutiva, de distribución, mercadeo, comercialización, promoción, publicidad 
y ventas. La Sala advierte que está plenamente determinado que la entrega de premios a título de 
incentivo dentro de la actividad productora de renta de YANBAL DE COLOMBIA S.A. reúne las 
características de un gasto para la promoción de sus productos, razón por la cual tiene relación de 
causalidad con la actividad que desarrolla la demandante y consiste en la entrega de premios a sus 
directoras, al punto que la Administración no desconoció en la actuación que se demanda, el valor 
que por este mismo concepto se declaró como IVA descontable. 
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ENTREGA FISICA DE LOS PREMIOS PREVISTOS DENTRO DE UNA POLITICA DE INCENTIVOS 
– No puede considerarse como una venta / PRESUNCION DE VENTA – Interpretación del 
artículo 421 del Estatuto Tributario / INCENTIVOS – Cuando tienen relación de casualidad con 
la actividad productora de renta no están gravados con iva 
 
La DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia 
de bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal a) del artículo 
421 E.T., que establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal en el 
impuesto sobre las ventas. Se advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento 
tributario son taxativos y de los previstos en la norma mencionada, no puede concluirse que la 
entrega física de los premios previstos dentro de una política de incentivos dentro de la actividad de 
una empresa pueda considerarse como una venta. La Sala insiste en que en el sub examine la 
adquisición y entrega de premios como parte de una política de incentivos es solo un gasto para la 
demandante, pues representa una salida de recursos que está indirectamente relacionada con su 
actividad productora de renta, sin que por el hecho de la entrega material de los premios a las 
promotoras pueda desvirtuarse su condición de gasto y ello impida que reciba integralmente el 
tratamiento que la ley le asigna como tal desde la adquisición de los premios a terceros hasta su 
entrega a las beneficiarias por metas cumplidas, porque esas son las características del gasto que 
se analiza en esta oportunidad. En el IVA se gravan las operaciones de venta de bienes corporales 
muebles, la importación, la prestación de servicios y otros actos asimilados a los primeros. Es en ese 
contexto que debe realizarse una labor hermenéutica adecuada de las presunciones de venta 
consagradas en el artículo 421E.T. En el sub examine, aunque se trata de contratos traslativos 
regidos por el principio de consensualidad -que se transmiten o adquieren por el simple 
consentimiento contractual sometido al cumplimiento de la condición- lo cierto es que parte de la 
remuneración del contrato está constituida por los premios que se obtienen por los logros, como el 
mismo contrato lo demuestra. 
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 421 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION CUARTA 
 

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 
 
Bogotá D.C., trece (13) de septiembre de dos mil doce (2012) 
 
Radicación número: 25000-23-27-000-2008-00147-01(18390) 
 
Actor: YANBAL DE COLOMBIA S.A. 
 
Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
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FALLO 
 
 

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 20 de mayo de 2010, 

proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B” que 

decidió:  

 

“PRIMERO. DECLÁRASE La nulidad parcial de la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000015 del 28 
de febrero de 2008, proferida por la DIVISIÓN DE LIQUIDACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DE IMPUESTOS Y 
ADUANAS, de conformidad con la parte motiva de esta providencia. 
 
SEGUNDO. En consecuencia, a título de restablecimiento del derecho, DECLÁRASE que la liquidación del 
Impuesto sobre las Ventas por el quinto (sic) bimestre del año 2005 corresponde a la inserta en la parte motiva 
de esta providencia.  (…)”  
 

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

- El 6 de enero de 2006, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 6º 

bimestre del año 2005, que corrigió los días 8 de febrero de 2006 y 21 de junio de 2007. 

- El 01 de agosto de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de impuestos 

de los Grandes Contribuyentes de Bogotá profirió el Requerimiento Especial No. 310632007000144, 

por el que propuso modificar la declaración antes referida.  

 

- El 28 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de impuestos de los 

Grandes Contribuyentes de Bogotá expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000015. 

 

- La parte actora prescindió del recurso de reconsideración con fundamento en el parágrafo del 

artículo 720 E.T. 

 

ANTECEDENTES PROCESALES 

LA DEMANDA  

Yanbal de Colombia S.A., mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 

“6.1. Que se declare la nulidad del acto administrativo por medio del cual se profirió la liquidación oficial de 
revisión número 310642008000015 de 28 de febrero de 2008. 
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6.2. Que, en virtud de la nulidad del acto, y a título de restablecimiento del derecho, se reconozca que la 
liquidación privada contenida en la declaración del impuesto sobre las ventas presentada por YANBAL DE 
COLOMBIA S.A. por el sexto bimestre del año 2005 ha quedado en firme.” 

Invocó como disposiciones violadas los artículos 420, 421 literales a) y b), 429. 437, 463, 488, 647 y 

730 No. 4º del E.T.  

 

En síntesis, los cargos de violación propuestos por la parte actora fueron los siguientes:  

 

Violación del último inciso del artículo 437 del Estatuto Tributario, por aplicación indebida, y 

del artículo 488 ibídem por falta de aplicación 

Dijo que la Administración vulneró, por aplicación indebida, el último inciso del artículo 437 del E.T. 

Señaló que la razón de ser de esta norma es restablecer la estructura cuantitativa del impuesto 

cuando quiera que los impuestos tomados como descontables hayan perdido sustento. 

Explicó que para la DIAN la transferencia de ciertos bienes adquiridos para ser entregados a las 

promotoras o distribuidoras de productos Yanbal como parte de su estrategia comercial causaba 

IVA. Que, esa conclusión era errada, toda vez que dichos bienes constituían costo para la empresa 

en la medida en que la expensa en la que se incurrió para adquirirlos tenía relación de causalidad 

con la actividad productora de renta y se destinó a la realización de operaciones gravadas. 

 

Señaló que, de igual manera, la Administración violó el artículo 488 del E.T. por falta de aplicación 

porque conforme con dicha norma, es descontable el impuesto a las ventas que se origine en 

operaciones que constituyan costo o gasto para la empresa. 

 

Violación de los literales a) y b) del artículo 421 del Estatuto Tributario 

 

Sostuvo que la Administración transgredió, por aplicación indebida, los literales a) y b) del artículo 

421 del E.T. al haber tenido como hecho generador del IVA la transferencia de ciertos bienes, 

realizada a título de premio, a las distribuidoras de los productos que comercializa, que en todo caso 

no corresponden con los que enajena dentro de su actividad operacional y no le generan ningún 

ingreso directo. 
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Que, de otra parte, el literal b) referido fue violado porque la transferencia de los bienes en discusión 

no constituyó un retiro de inventarios, pues no eran de los que producía Yanbal, ni fueron adquiridos 

para luego ser enajenados como parte de la actividad comercial de la empresa. 

 

Violación del artículo 429, en concordancia con el 420 del Estatuto Tributario.  

 

Dijo que la Administración vulneró el artículo 429 del E.T. al haber tenido como momento de la 

causación del impuesto sobre las ventas por la transferencia de bienes, el de la compra y no el de la 

emisión de la factura o, subsidiariamente, el de la entrega de los mismos, como lo prevé el literal a) 

del referido artículo. 

Violación del artículo 463, en concordancia con el numeral 4º del artículo 730 del Estatuto 

Tributario. 

 

Señaló que, en los actos administrativos demandados se configuró la causal de nulidad prevista en 

el numeral 4º del artículo 730 del E.T. porque se omitió la base gravable del impuesto liquidado. 

 

Explicó que lo único que hizo la Administración fue indagar sobre el IVA pagado por la compra de los 

bienes que posteriormente entregó y adicionó ese valor como mayor impuesto, sin modificar la base 

gravable. 

 

Violación del artículo 647 del Estatuto Tributario por la imposición de la sanción por 

inexactitud 

 

Dijo que existía una diferencia de criterios con la Administración en relación con el derecho aplicable 

y por tanto, en el evento hipotético de determinarse un mayor impuesto, no habría lugar a la sanción 

por inexactitud. 

 

Que la parte actora actuó con el firme convencimiento de que la entrega de bienes en discusión no 

hacía parte de los supuestos descritos en los literales a) y b) del artículo 421 del E.T., y menos del 

último inciso del artículo 437 ibídem. Que, por tanto, no se trata de la inclusión de factores falsos, 

incompletos o desfigurados ni de la omisión de impuestos, sino de una interpretación de las normas 

aplicables que difiere con la de la Administración. 
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CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La DIAN se opuso a las pretensiones de la parte actora y se pronunció frente a los cargos de nulidad 

en los siguientes términos: 

 

Señaló que de conformidad con el artículo 421 del E.T. también se consideran ventas, para efectos 

del IVA, todos los actos que impliquen transferencia de dominio, a título oneroso o gratuito, de bienes 

corporales muebles, independientemente de la designación que se le de a los contratos que originen 

la transferencia. 

 

Dijo que lo que se grava con el impuesto son las operaciones expresamente señaladas y que no es 

determinante que la transferencia haya generado ingresos o que los bienes enajenados hubieran 

hecho parte del activo o del inventario. 

 

Sostuvo que no discutía que la adquisición de los bienes entregados como premio para incentivar las 

ventas hubiera generado un impuesto descontable pero que ese hecho no justificaba que la 

demandante no hubiera liquidado y declarado el IVA correspondiente por la transferencia del dominio 

de los bienes que entregó a las promotoras de ventas. Insistió en que de conformidad con el literal a) 

artículo 421 del E.T. esa transferencia constituía una donación. 

 

En relación con la sanción por inexactitud, transcribió apartes de cierta providencia del Consejo de 

Estado para señalar que la sanción prevista en el artículo 647 del E.T. es objetiva. De igual modo, 

sostuvo que en el caso de la demandante no se configuró una diferencia de criterios sino el 

desconocimiento del derecho aplicable. 

 

LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “B”, anuló parcialmente 

los actos administrativos demandados.  
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Como problema jurídico a resolver en la providencia, dijo que consistía en determinar si se 

encontraba gravada con IVA la compra de bienes muebles entregados a las distribuidoras o 

promotoras a título gratuito como incentivo de ventas y si era procedente la sanción por inexactitud. 

 

Señaló que, de conformidad con el artículo 421 del E.T., la adquisición de bienes corporales 

gravados con el impuesto a las ventas, bien sea para el consumo propio o para ser entregados 

gratuitamente a un tercero, causa el IVA. 

Agregó, que el artículo 488 del E.T., otorga el derecho a descontar el IVA pagado en la adquisición o 

importación de bienes que resulten imputables como costo o gasto, siempre y cuando se destinen a 

operaciones gravadas con el impuesto.  

 

Sostuvo que, según el artículo 490 del E.T. cuando los bienes y servicios que otorgan el derecho al 

descuento se destinen indistintamente a operaciones gravadas, exentas y excluidas del IVA y no 

fuere posible una imputación directa, el descuento debía distribuirse proporcionalmente en relación 

con cada una de estas actividades. 

 

Para determinar si era procedente gravar con IVA la entrega de incentivos a las distribuidoras o 

promotoras a título gratuito, el a quo se remitió a la providencia del 22 de octubre de 2009, proferida 

por el mismo Tribunal, en la que se concluyó que dicha transferencia generaba el impuesto a las 

ventas  en tanto que se trataba de una entrega traslaticia del dominio gratuita de un mueble, gravada 

según lo previsto en el artículo 421, literal a), del E.T. 

 

Señaló que, era improcedente pretender que cuando se entrega un bien a título no oneroso, el valor 

del impuesto causado por esa enajenación pueda ser descontado por el mismo responsable, y que si 

bien estos no son los del giro normal de la actividad de la empresa, el propósito de esa adquisición 

fue la de trasladar el dominio a título gratuito a las promotoras, es decir, no formar parta del activo 

fijo. 

 

Finalmente, señaló que se configuró una diferencia de criterios entre la Administración y la parte 

actora y que, por lo tanto, no había lugar a aplicar la sanción por inexactitud. 
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EL RECURSO DE APELACIÓN.  

 

Tanto la Administración como la demandante interpusieron recurso de apelación en lo que les fue 

desfavorable.  

 

La DIAN insistió en la liquidación de la sanción por inexactitud. A su juicio, la parte actora declaró 

valores equivocados e incompletos, pues, según quedó demostrado en el proceso, no liquidó el IVA 

generado en la entrega de los premios a las promotoras de ventas. Que, en consecuencia, sí se 

configuraron los supuestos de hecho previsto en el artículo 647 del E.T. para imponer la sanción.  

 

Que, de igual modo, no se presentó una diferencia de criterios entre la Administración y la parte 

actora pues, según el inciso final del artículo 647 ibídem, esta no se configura cuando se desconoce 

el derecho aplicable, como en efecto ocurrió en el presente caso, en el que se dejaron de aplicar las 

normas que regulan el hecho generador del IVA. 

 

La parte actora señaló que el Tribunal incurrió en un grave error de comprensión sobre lo que se 

debatió en la demanda. 

 

Sostuvo que el litigio no giró alrededor de la improcedencia del descuento del IVA sino sobre la 

obligación de generar el impuesto en la entrega de bienes que, a título de incentivo, hizo la 

demandante a favor de las consultoras de ventas. 

 

Señaló, además, que, el a quo erró al entender que la liquidación oficial de revisión no adicionó el 

IVA en función de una hipotética causación con motivo de la transferencia del dominio de los bienes 

a las consultoras, sino con motivo de la compra de ciertos productos a sus proveedores. 

 

Finalmente, en relación con lo yerros en los que incurrió el Tribunal, dijo que ignoró lo previsto en el 

artículo 730 del E.T. acerca de las causales de nulidad de las liquidaciones de revisión, en particular, 

la causal cuarta sobre la omisión de la base gravable. 

 

Reiteró los argumentos de la demanda y pidió que se analizaran en vista de que el Tribunal incurrió 

en los yerros comentados. 
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ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación. 

Insistió en que la decisión del Tribunal, adversa a las pretensiones de la demanda, se explicaba por 

la incomprensión de la temática que constituía el litigio. 

 

Recalcó que la sentencia impugnada debía ser revocada por dos razones: (i)  porque el IVA no se 

causa por la transferencia gratuita de bienes que el responsable no vende habitualmente y, (ii) 

porque no se analizaron las dos causales de nulidad de la liquidación oficial por omitir la base 

gravable y por confundir el momento de causación del impuesto. 

 

La DIAN reiteró lo expuesto en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación.  

 

Frente a la sanción por inexactitud, señaló que estaba demostrado que la parte actora no liquidó ni 

pagó el IVA generado en operaciones gravadas, razón suficiente para imponer esta sanción, según 

lo previsto en el artículo 647 del E.T.  

 

Insistió en que, en el caso de la litis se configuró el hecho generador el impuesto sobre las ventas ya 

que, hubo lugar a una transferencia del dominio de un bien corporal mueble a un tercero a título 

gratuito, situación que se enmarca dentro de los presupuestos considerados como venta para los 

efectos del IVA. 

 

El Ministerio Público solicitó revocar parcialmente la sentencia impugnada en tanto que el recurso 

de apelación interpuesto por la DIAN debía prosperar.  

 

Señaló que los artículos 420 y 421 del E.T. establecen qué actos se consideran venta para los 

efectos del IVA, sin que de ellos se desprenda que se requiera de la obtención de un ingreso. Agregó 

que todas las ventas están gravadas con el impuesto, salvo que se trate de bienes excluidos. 

 

Dijo que, en las trasferencias del dominio referidas en los literales a), b) y c) del artículo 421 del E.T., 

pese a que no existe realmente un impuesto cobrado, se impone al responsable el deber de declarar 
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y pagar el IVA como si en efecto lo hubiera recibido. Que esta obligación fue incumplida por la parte 

actora en el presente caso, en tanto que las entregas gratuitas de bienes muebles efectuadas a las 

promotoras eran asimiladas a una venta para los efectos del impuesto. 

 

En cuanto a la sanción por inexactitud, señaló que como era claro que la demandante no incluyó 

dentro de la declaración el IVA generado por la donación de ciertos bienes, se dieron los 

presupuestos previstos en el artículo 647 del E.T. para imponer la sanción allí prevista, sin que la 

interpretación de las norma aplicables hecha por la parte actora constituyera una diferencia de 

criterios. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA. 

 
En los términos del recurso de apelación interpuesto por las partes, la Sala decidirá si es nula la 

Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000015 del 28 de febrero de 2008, mediante la cual la 

DIAN modificó la declaración del IVA presentada por Yanbal de Colombia S.A. por el 6º bimestre del 

año 2005. 

 

Concretamente, la Sala resolverá si la entrega de bienes que hizo la parte actora a sus promotoras 

de ventas constituye hecho generador del IVA, de conformidad con lo establecido en el artículo 420 

del E.T., en concordancia con lo establecido en los artículos 421 y 437 del mismo estatuto y, si la 

sanción por inexactitud impuesta por la Administración era procedente.  

 

Para decidir son relevantes los siguientes hechos probados no discutidos:  

 

1. El 6 de enero de 2006, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 6º 

bimestre del año 2005, que luego fue corregida los días 8 de febrero de 2006 y 21 de junio de 

200725. 

2. El 01 de agosto de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de 

Grandes Contribuyentes de Bogotá, profirió el Requerimiento Especial No. 

31063200700014426, mediante el que propuso modificar la declaración antes referida en los 

siguientes términos: 

 
25 Folios 84 del C.A.A. 1 y 618 y 620 del C.A.A. 5. 
26 Folios 642 al 671 del del C.A.A. 5. 
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Renglón 46 Impuesto generado a la tarifa de 16% $4.512.765.000 

Renglón 51 Impuesto generado por operaciones gravadas $4.512.765.000 

Renglón 57 Saldo a pagar por el periodo fiscal $543.874.000 

Renglón 61 Saldo a pagar por impuesto $365.552.00 

Renglón 62 Sanciones $612.314.000 

Renglón 63 Total saldo a pagar $975.866.000 

 

3. El 28 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá, expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 31064200800001527, 

mediante la que modificó la declaración privada presentada por la demandante por el 6º 

bimestre del 2005 en los términos propuestos en el requerimiento especial. 

 

A juicio de la DIAN28, la entrega gratuita de artículos, adquiridos para ser obsequiados como 

incentivo por el cumplimiento de metas de ventas, constituye un hecho generador del IVA, según lo 

previsto en el literal a) del artículo 421 del E.T. Que por tanto, la parte actora estaba obligada a 

liquidar y pagar el impuesto generado en esa transacción. Que bajo bajo este entendido, adicionó 

$379.858.000 al renglón 46 Impuesto generado a la tarifa del 16% de la declaración privada. 

 

El artículo 420 del E.T. señala que constituye hecho generador del IVA, entre otros supuestos, la 

venta de bienes corporales muebles:  

 

“ARTÍCULO 420. HECHOS SOBRE LOS QUE RECAE EL IMPUESTO. El impuesto a las ventas se aplicará 
sobre:  

a. Las ventas de bienes corporales muebles que no hayan sido excluidas expresamente. 

(…)  

Por su parte, artículo 421 del mismo estatuto, establece que para los efectos del referido impuesto 

algunos hechos se consideran venta:  

 

“ARTÍCULO 421. HECHOS QUE SE CONSIDERAN VENTA. Para los efectos del presente Libro, se consideran 
ventas:  

 
27 Folios 65 al 96 del C.P. 
28 Folios 84 y 89 del C.P. 
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a. Todos los actos que impliquen la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de bienes corporales 
muebles, independientemente de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa 
transferencia y de las condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de 
terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros." 

(…) 

 

Así mismo, el artículo 437 ibídem dispone que el IVA también se causa cuando se enajenan bienes 

muebles que formen parte del activo fijo sobre los que se hayan solicitado un impuesto descontable  

 

“ARTICULO 437. LOS COMERCIANTES Y QUIENES REALICEN ACTOS SIMILARES A LOS DE ELLOS Y LOS IMPORTADORES 
SON SUJETOS PASIVOS. Son responsables del impuesto:  

a. En las ventas, los comerciantes, cualquiera que sea la fase de los ciclos de producción y distribución en la 
que actúen y quienes sin poseer tal carácter, ejecuten habitualmente actos similares a los de aquellos.  

(…) 

La responsabilidad se extiende también a la venta de bienes corporales muebles aunque no se enajenen 
dentro del giro ordinario del negocio, pero respecto de cuya adquisición o importación se hubiere generado 
derecho al descuento.” 

 

De acuerdo con lo anterior, la doctrina judicial de esta Sala tiene por sentado que la venta de bienes 

corporales, como hecho generador del IVA, comprende todos aquellos eventos que conlleven un 

traspaso de la propiedad a título gratuito u oneroso; entendiendo por ésta el traslado del derecho real 

de dominio de un bien, independientemente de la designación que las partes le den a los contratos o 

negociaciones que la originen y de las condiciones que hubieren pactado las mismas. Así mismo, 

que genera el impuesto, la venta de bienes que realicen los comerciantes, aunque no hagan parte 

del giro ordinario de sus negocios, siempre y cuando éstos hubieren generado derecho a 

descuento29. 

 

La Sala ha señalado también que existen algunos ejemplos de transferencias de dominio que no son 

asimilables a una venta y, por lo mismo, no generan IVA, tributo que busca gravar el valor agregado 

por cada responsable en la cadena de producción y distribución, como ocurre con las 

 
29 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P. WILLIAM GIRALDO GIRALDO. Bogotá, D. 
C., Número de referencia: 250002327000200800146 01. Número de radicado: 18101 Actor: YANBAL DE COLOMBIA S.A. Demandado: U.A.E DIAN. 
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remuneraciones en especie, traslación de títulos de crédito y otros derechos relacionados con el 

trabajo personal30.  

 

En consecuencia, la Sala procede a determinar la naturaleza jurídica de la entrega de los bienes que 

dieron lugar a la presente litis, para determinar si, en efecto, se enmarca dentro de alguno de los 

presupuestos previstos como hecho generador del impuesto sobre las ventas. 

 

Las pruebas obrantes en el expediente31 dan cuenta de que Yanbal de Colombia S.A. es una 

sociedad comercial cuyo objeto social principal es la fabricación y comercialización de cosméticos y 

artículos de belleza.  

 

Así mismo, que las operaciones comerciales de esa empresa se realizan principalmente mediante un 

sistema de ventas llamado puerta a puerta, directa o por catálogo32. Conforme con ese sistema, se 

vinculan vendedoras, mediante contratos comerciales de suministro33. En ejecución de tales 

contratos, las vendedoras, promotoras o directoras adquieren los bienes que produce Yanbal con 

una serie de descuentos con el ánimo de venderlos a los consumidores finales. Además del 

descuento en las compras, las promotoras acceden a ciertos incentivos en especie o premios, que 

se obtienen por alcanzar las metas de ventas previamente acordadas. 

 

Está probado también que los incentivos que Yanbal otorga a las promotoras de ventas dentro de su 

estrategia comercial pueden ser de dos tipos: o bien artículos producidos por la empresa de los que 

enajena dentro del giro ordinario de sus negocios, o bien bienes adquiridos a terceros especialmente 

para ser entregados como premios. Que estos últimos, son diferentes a los que produce la empresa 

en desarrollo del objeto social34, los cuales, al momento de su compra se registran contablemente 

 
30 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C. P. MARTHA TERESA BRICEÑO DE 
VALENCIA Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2012. Número de radicación: 25000 23 27 000 2008 00077 01. Número interno: 17996. Actor: YANBAL DE 
COLOMBIA S.A.  

31 En los Folios 37 y 38 del C.P. se lee: “La sociedad tiene por objeto principal las siguientes actividades: A) fabricar, elaborar, preparar empacar, 
distribuir y transportar, con medios propios o a través de terceros, comprar, vender, importar, exportar, almacenar, industrializar y en general, negociar 
o comercializar cosméticos y artículos de belleza y de tocador, envases, empaques, estuches, materiales de promoción y productos químicos de todo 
tipo o descripción, nuevos, usados o provechosos en el tratamiento, conservación y fomento de la belleza.” (…).  
32 Folios 16 al 18 del anexo “Dictamen pericial” 
33 Folio 633 del C.A.A. 5. 
34 Folios 29 al 30 y 37 al 38 del anexo “Dictamen pericial” 
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como gasto, mientras que el IVA pagado en la adquisición se imputa como un impuesto 

descontable35, una vez son entregados a las promotoras de ventas. 

 

Fue así que en la declaración del 6º bimestre del 2005, la parte actora llevó un descuento de 

$3.968.891.000, de los cuales $379.857.000, según la Administración36, correspondieron al impuesto 

generado en la compra de los artículos que posteriormente otorgó a las promotoras a título de 

premio o incentivo. 

 

Para la Sala, el tratamiento fiscal y contable dado por la demandante a los bienes que entrega como 

incentivo, distintos a aquellos que produce como parte del objeto social, se ajusta a las reglas del 

gasto, en tanto que representa un mecanismo que le permite incrementar los ingresos.  

 

Así, establecido que dichos bienes fueron adquiridos con el único propósito de ser entregados como 

parte de una estrategia comercial, se enmarcan dentro de lo previsto en el artículo 4037 del Decreto 

2349 de 1993. Por esta razón, no es acertado sostener, como lo hizo la Administración, que la 

entrega de los referidos bienes es una donación gravada con el impuesto sobre las ventas. 

 

En estas condiciones, se reitera el criterio acogido por la Sala que, al resolver un caso similar señaló:  

 

“No obstante, la actuación administrativa demandada pretende hacer ver ese gasto como un hecho generador 
del IVA por el solo hecho de la entrega de los premios o incentivos que realiza la demandante a sus promotoras 
en un momento posterior al de su adquisición, cuando se trata de dos situaciones jurídicamente diferentes, ya 
que no existe una presunción de donación a título gratuito sino la entrega real de una bonificación o incentivo por 
gestión personal del vendedor que no puede asimilarse desde ningún punto de vista a una operación de “venta”. 

En efecto, la DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia de 
bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal a) del artículo 421 E.T., que 
establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal en el impuesto sobre las ventas. Se 
advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento tributario son taxativos y de los previstos en 
la norma mencionada, no puede concluirse que la entrega física de los premios previstos dentro de una política 

de incentivos dentro de la actividad de una empresa pueda considerarse como una venta.38 

 

 
35 Folios 174 al 175 del C.P. 
36 Folio 650 del C.A.A. No 5. 
37 “ARTICULO 40. GASTOS. Los gastos representan flujos de salida de recursos, en forma de disminuciones del activo o incrementos del pasivo o una 

combinación de ambos, que generan disminuciones del patrimonio, incurridos en las actividades de administración, comercialización, investigación y 
financiación, realizadas durante un período, que no provienen de los retiros de capital o de utilidades o excedentes.” 
38 Op. Cit. 6. 
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En consecuencia, desvirtuado que en el presente caso tuvo lugar el hecho generador del IVA, se 

revocará el acto administrativo que determinó un mayor impuesto, por lo que no se analizaran los 

demás cargos propuestos. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

 

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia del 20 de mayo de 2010, proferida por el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca Sección Cuarta – Subsección “B”.  

 

SEGUNDO: ANÚLASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000015 del 28 de febrero 

de 2008, expedida por la División de Liquidación de la Administración de Grandes Contribuyentes de 

Bogotá.  

 

TERCERO. A título del restablecimiento de derecho, DECLÁRASE en firme la liquidación de 

corrección del IVA presentada el 21 de junio de 2007 por el 6º bimestre del año 2005. 

 

CUARTO. RECONÓCESE personería a la abogada María Cristina Arias Hernández como apoderada 

de la DIAN. 

 

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 

 

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha  

 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS 

BÁRCENAS 

Presidente 

 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE 

VALENCIA 

 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE 

RODRÍGUEZ  



 

40 
 

ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No. (17969) Fecha: 9 de Agosto  de 

2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Se considera hecho generador de IVA, los bienes entregados como incentivos por 

YAMBAL a sus promotoras? 

TESÌS 

No, ya que la actividad económica de Yambal están constituidas por productos de 

belleza en la que contratan vendedoras y  promotoras que realizan ventas, llamadas 

puerta a puerta y YAMBAL las incentiva con premios cumpliendo las metas de ventas. 

Ubicación 

Pàg(s): 

9 11           

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Interpretativo  

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Decreto 2349 de 

1993 del Art. 40 

Art. 420,429, 

437,463, 488, 647 

Art. 421 literal A 

y B del E.T. 

Art. 720 

del E.T 

Art. 730  numeral 

4 del E.T 

     

 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

13 4 3 5         

 

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 3 EXPEDIENTE  Nº 17969                                                                      

VENTA POR CATALOGO – Venta directa puerta a puerta. Yambal / INCENTIVOS – Bienes en 
especie que se entregan por cumplir una meta. No hacen parte del inventario de la sociedad 
que los entrega. La forma de contabilizarlo es como gasto / GASTO – Definición / CUENTA DE 
GASTOS OPERACIONALES DE VENTAS - Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo 
principal del objeto social del ente económico 
 
YANBAL DE COLOMBIA para comercializar sus bienes utiliza el sistema conocido como “venta por 
catálogo, venta directa, venta puerta a puerta que permite acercar al consumidor final a un gran 
surtido de artículos sin necesidad de acudir al almacén, boutique o tienda de superficie”, es decir, 
que los productos que vende la demandante no se adquieren en un almacén, por lo que la labor de 
comercialización la realizan “consultoras de ventas”, quienes de acuerdo con las metas trazadas por 
la compañía pueden recibir “bonos, viajes, electrodomésticos, enseres para el hogar, etc. Según el 
informe rendido por el perito y frente a la pregunta realizada en el sentido de indicar en qué consiste 
el sistema de incentivos que concede YANBAL a sus promotoras de ventas por el cumplimiento de 
metas en compras y, en particular, cómo opera lo que tiene que ver con incentivos entregados en 
especie, en el dictamen se explica que los incentivos son bienes en especie que la demandante 
suministra a las consultoras que ocupan el primer peldaño de la llamada “Escalera de Éxito” por el 
nivel de sus compras en un determinado periodo. Ahora bien, es un hecho no discutido por las partes 
y que se reafirma en el dictamen, que la actora adquiere los premios de terceros y que no hacen 
parte de su inventario sino que se orientan a desarrollar programas de incentivos o premios para una 
red de distribuidores. Respecto de este punto, el perito indicó: “Los bienes en especie que entrega 
YANBAL a título de incentivo a las compradoras no son los mismos que vende dentro de su operación 
(…). Los bienes corporales muebles adquiridos para entregar como incentivo a las “consultoras y 
directoras”, son electrodomésticos y artículos varios para el hogar.”. En esas condiciones, la Sala 
observa que cuando YANBAL adquiere los premios y los entrega como incentivos a las consultoras 
que cumplieron con las metas de compras, esto en su conjunto corresponde a un gasto dentro de su 
actividad productora de renta, porque los gastos son precisamente “flujos de salida de recursos, que 
no tienen una relación directa con la adquisición de bienes o prestación de servicios de los cuales la 
empresa obtiene sus ingresos. Están relacionados con los incurridos en actividades de 
administración, comercialización, investigación y financiación”. En efecto, tanto en sede gubernativa 
como ante esta jurisdicción, se estableció que el tratamiento que le da YANBAL a los incentivos y 
premios que entrega a sus promotoras, desde el punto de vista contable, corresponde al de un 
gasto. Precisamente, de acuerdo con la técnica contable, la cuenta de gastos operacionales de 
ventas (52) “Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo principal del objeto social del ente 
económico y se registran, sobre la base de causación, las sumas o valores en que se incurre durante 
el ejercicio, directamente relacionados con la gestión de ventas encaminada a la dirección, 
planeación, organización de las políticas de ventas del ente económico incluyendo básicamente las 
incurridas en las áreas ejecutiva, de distribución, mercadeo, comercialización, promoción, publicidad 
y ventas. La Sala advierte que está plenamente determinado que la entrega de premios a título de 
incentivo dentro de la actividad productora de renta de YANBAL DE COLOMBIA S.A. reúne las 
características de un gasto para la promoción de sus productos, razón por la cual tiene relación de 
causalidad con la actividad que desarrolla la demandante y consiste en la entrega de premios a sus 
directoras, al punto que la Administración no desconoció en la actuación que se demanda, el valor 
que por este mismo concepto se declaró como IVA descontable. 
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ENTREGA FISICA DE LOS PREMIOS PREVISTOS DENTRO DE UNA POLITICA DE INCENTIVOS 
– No puede considerarse como una venta / PRESUNCION DE VENTA – Interpretación del 
artículo 421 del Estatuto Tributario / INCENTIVOS – Cuando tienen relación de casualidad con 
la actividad productora de renta no están gravados con iva 
 
La DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia 
de bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal a) del artículo 
421 E.T., que establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal en el 
impuesto sobre las ventas. Se advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento 
tributario son taxativos y de los previstos en la norma mencionada, no puede concluirse que la 
entrega física de los premios previstos dentro de una política de incentivos dentro de la actividad de 
una empresa pueda considerarse como una venta. La Sala insiste en que en el sub examine la 
adquisición y entrega de premios como parte de una política de incentivos es solo un gasto para la 
demandante, pues representa una salida de recursos que está indirectamente relacionada con su 
actividad productora de renta, sin que por el hecho de la entrega material de los premios a las 
promotoras pueda desvirtuarse su condición de gasto y ello impida que reciba integralmente el 
tratamiento que la ley le asigna como tal desde la adquisición de los premios a terceros hasta su 
entrega a las beneficiarias por metas cumplidas, porque esas son las características del gasto que 
se analiza en esta oportunidad. En el IVA se gravan las operaciones de venta de bienes corporales 
muebles, la importación, la prestación de servicios y otros actos asimilados a los primeros. Es en ese 
contexto que debe realizarse una labor hermenéutica adecuada de las presunciones de venta 
consagradas en el artículo 421E.T. En el sub examine, aunque se trata de contratos traslativos 
regidos por el principio de consensualidad -que se transmiten o adquieren por el simple 
consentimiento contractual sometido al cumplimiento de la condición- lo cierto es que parte de la 
remuneración del contrato está constituida por los premios que se obtienen por los logros, como el 
mismo contrato lo demuestra.  
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 421 
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION CUARTA 
 

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de agosto de dos mil doce (2012) 
 
Radicación número: 25000-23-27-000-2008-00127-01(17969) 
 
Actor: YANBAL DE COLOMBIA S.A. 
 
Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
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FALLO 
 
 

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 2 de septiembre de 2009, 

proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A” que 

decidió:  

 

“1. ANÚLASE PARCIALMENTE la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000001 del 11 de febrero de 
2008, proferida por la División de Liquidación de la Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de 
Bogotá, mediante la cual modificó a la sociedad YANBAL DE COLOMBIA S.A. NIT. 860.515.249-1, la declaración 
del impuesto sobre las ventas por el bimestre 3 del año 2005, en lo que hace alusión a la sanción por inexactitud. 
 
2. DECLÁRASE que la sociedad YANBAL DE COLOMBIA S.A. NIT. 860.515.249-1, no está obligada a pagare 
suma alguna por concepto de la sanción por inexactitud que le fue impuesta mediante el acto que se anula 
parcialmente en el numeral anterior. 
 
3. DENIÉGANSE las demás súplicas de la demanda. 
 
(…)  

 

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

- El 11 de julio de 2005, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 3º 

bimestre del año 2005, que corrigió el 20 de abril de 2007. 

 

- El 28 de mayo de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá profirió el Requerimiento Especial No. 900006, por el que propuso 

modificar la declaración antes referida.  

 

- El 11 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000001. 

 

- La parte actora prescindió del recurso de reconsideración con fundamento en el parágrafo del 

artículo 720 E.T. 

 

ANTECEDENTES PROCESALES 

LA DEMANDA  
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Yanbal de Colombia S.A., mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 

“6.1. Que se declare la nulidad del acto administrativo por medio del cual se profirió la liquidación oficial de 
revisión número 310642008000001 de 11 de febrero de 2007. 

6.2. Que, en virtud de la nulidad del acto, y a título de restablecimiento del derecho, se reconozca que la 
liquidación privada contenida en la declaración del impuesto sobre las ventas presentada por YANBAL DE 
COLOMBIA S.A. por el tercer bimestre del año 2005 ha quedado en firme.” 

 

Invocó como disposiciones violadas los artículos 420, 421 literales a) y b), 429. 437, 463, 488, 647 y 

730 No. 4º del E.T.  

 

En síntesis, los cargos de violación propuestos por la parte actora fueron los siguientes:  

 

Violación del último inciso del artículo 437 del Estatuto Tributario, por aplicación indebida, y 

del artículo 488 ibídem por falta de aplicación 

Dijo que la Administración vulneró, por aplicación indebida, el último inciso del artículo 437 del E.T. 

Señaló que la razón de ser de esta norma es restablecer la estructura cuantitativa del impuesto 

cuando quiera que los impuestos tomados como descontables hayan perdido sustento.  

 

Explicó que para la DIAN la transferencia de ciertos bienes adquiridos para ser entregados a las 

promotoras o distribuidoras de productos Yanbal como parte de su estrategia comercial causaba 

IVA. Que, esa conclusión es errada, toda vez que los bienes constituyen costo para la empresa 

porque la expensa realizada para adquirirlos tenía relación de causalidad con la actividad productora 

de renta y se destinó a la realización de operaciones gravadas. 

 

Explicó que, de igual manera, la Administración violó el artículo 488 del E.T. por falta de aplicación 

porque conforme con dicha norma, es descontable el impuesto a las ventas que se origine en 

operaciones que constituyan o gasto para la empresa. 

 

Violación de los literales a) y b) del artículo 421 del Estatuto Tributario 

Sostuvo que la Administración transgredió, por aplicación indebida, los literales a) y b) del artículo 

421 del E.T. al haber tenido como hecho generador del IVA la transferencia de ciertos bienes, 

realizada a título de premio, a las distribuidoras de los productos que comercializa, que en todo caso 
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no corresponden con los que enajena dentro de su actividad operacional y no le generan ningún 

ingreso directo. 

 

Que, de otra parte, el literal b) referido fue violado porque la transferencia de los bienes en discusión 

no constituyó un retiro de inventarios, pues los bienes transferidos a las promotoras no eran de los 

que producía Yanbal. 

 

Violación de los artículos 420 y 429 del Estatuto Tributario 

 

Dijo que la Administración vulneró el artículo 429 del E.T. al haber tenido como momento de la 

causación del impuesto sobre las ventas por la transferencia de bienes, el de la compra. 

 

Violación del artículo 463, en concordancia con el numeral 4º del artículo 730 del Estatuto 

Tributario. 

 

Señaló que, en los actos administrativos demandados se configuró la causal de nulidad prevista en 

el numeral 4º del artículo 730 del E.T. porque se omitió base gravable del impuesto liquidado. 

 

Explicó que lo único que hizo la Administración fue indagar sobre el IVA pagado por la compra de los 

bienes que posteriormente entregó y adicionó ese valor como mayor impuesto, sin modificar la base 

gravable. 

 

Violación del artículo 647 del Estatuto Tributario por la imposición de la sanción por 

inexactitud 

 

Dijo que existía una diferencia de criterios con la Administración en relación con el derecho aplicable 

y por tanto, en el evento hipotético de determinarse un mayor impuesto, no habría lugar a la sanción 

por inexactitud. 

 

Que la parte actora actuó con el firme convencimiento de que la entrega de bienes en discusión no 

hacía parte de los supuestos descritos en los literales a) y b) del artículo 421 del E.T., y menos del 

último inciso del artículo 437 ibídem. Que, por tanto, no se trata de la inclusión de factores falsos, 
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incompletos o desfigurados ni de la omisión de impuestos, sino de una interpretación de las normas 

aplicables que difiere con la de la Administración. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La DIAN se opuso a las pretensiones de la parte actora y se pronunció frente a los cargos de nulidad 

en los siguientes términos: 

 

Señaló que de conformidad con el artículo 421 del E.T. también se consideran ventas, para efectos 

del IVA, todos los actos que impliquen transferencia de dominio, a título oneroso o gratuito, de bienes 

corporales muebles, independientemente de la designación que se le de a los contratos que originen 

la transferencia. 

 

Dijo que lo que se grava con el impuesto son las operaciones expresamente señaladas y que no es 

determinante que la transferencia haya generado ingresos o que los bienes enajenados hubieran 

hecho parte del activo o del inventario. 

 

Sostuvo que no discutía que la adquisición de los bienes entregados como premio para incentivar las 

ventas hubiera generado un impuesto descontable pero que ese hecho no justificaba que la 

demandante no hubiera liquidado y declarado el IVA correspondiente por la transferencia del dominio 

de los bienes que entregó a las promotoras de venta. Insistió en que de conformidad con el literal a) 

artículo 421 del E.T. esa transferencia constituía una donación. 

 

En relación con la sanción por inexactitud, transcribió apartes de cierta providencia del Consejo de 

Estado para señalar que la sanción prevista en el artículo 647 del E.T. es objetiva. De igual modo, 

sostuvo que en el caso de la demandante no se configuró una diferencia de criterios sino el 

desconocimiento del derecho aplicable. 

 

LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, anuló parcialmente 

los actos administrativos demandados.  
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Dijo que de conformidad con el artículo 421 del E.T., la adquisición de bienes corporales gravados 

con el impuesto a las ventas, bien sea para el consumo propio o para ser entregados gratuitamente a 

un tercero, causa el IVA. 

Señaló que según el artículo 488 del E.T., los responsables del régimen común del IVA pueden 

solicitar como descontable el impuesto pagado en la adquisición de bienes corporales muebles, 

imputables como costo o gasto, pero que se requiere de una relación directa entre dichos bienes y 

las operaciones gravadas con el impuesto.  

 

Explicó que los bienes adquiridos para incentivar a los empleados de la empresa no constituían 

costo o gasto de la actividad productora de renta y, por ende, no concedían el derecho a descontar el 

IVA pagado. Que, de igual modo, el IVA causado en la entrega bienes a título gratuito no podía ser 

solicitado como descontable por el responsable porque, además de no estar autorizado por la ley, 

con ello se eludía el gravamen.  

 

Con fundamento en lo anterior, dijo que procedía el rechazo del descuento solicitado en la 

declaración del IVA correspondiente al 3º bimestre del 2005. 

 

Sobre el cargo de violación del artículo 429 del E.T., concordantemente con el artículo 420 ibídem, 

dijo que la causación del IVA es instantánea. Que tratándose de ventas, la causación tiene lugar con 

la expedición de la factura o documento equivalente o de la entrega del bien. Así, que en el caso en 

controversia, la causación tuvo lugar en la fecha de expedición de la factura con la que se 

adquirieron los bienes entregados. 

 

En relación con la violación de los artículos 463 y 730 del E.T., sostuvo que de la liquidación oficial 

de revisión se podía establecer la base gravable. Que además, la DIAN incluyó la explicación de las 

modificaciones efectuadas, que, a juicio, del Tribunal, constituían suficiente motivación de la 

liquidación oficial. 

 

Finalmente, señaló que se configuró una diferencia de criterios entre la Administración y la parte 

actora y que, por lo tanto, no había lugar a aplicar la sanción por inexactitud. 
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EL RECURSO DE APELACIÓN.  

 

Tanto la Administración como la demandante interpusieron recurso de apelación en lo que les fue 

desfavorable.  

 

La DIAN insistió en la liquidación de la sanción por inexactitud porque a su juicio la parte actora 

omitió liquidar, declarar y pagar el IVA generado en operaciones gravadas. Que, en consecuencia, sí 

se configuraron los supuestos de hecho previsto en el artículo 647 del E.T.  

 

Que de igual modo, no se presentó una diferencia de criterios ya que esta debía versar sobre el 

derecho aplicable, con la condición de que lo hechos y las cifras declaradas fueran veraces y 

completas. Que, en el presente caso, la discrepancia se presentó a partir de una interpretación 

personal de la ley, carente se sustento legal, por parte de la demandante. 

 

La parte actora señaló que el Tribunal incurrió en un grave error de comprensión sobre lo que se 

debatió en la demanda. 

 

Sostuvo que el litigio no giró alrededor de la improcedencia del descuento del IVA sino sobre la 

obligación de generar el impuesto en la entrega de bienes que, a título de incentivo, hizo la 

demandante a favor de las consultoras de ventas. 

 

Señaló, además, que, el a quo erró al entender que la liquidación oficial de revisión no adicionó el 

IVA en función de una hipotética causación con motivo de la transferencia del dominio de los bienes 

a las consultoras, sino con motivo de la compra de ciertos productos a sus proveedores 

 

Finalmente, en relación con lo yerros en los que incurrió el Tribunal, dijo que ignoró lo previsto en el 

artículo 730 del E.T. acerca de las causales de nulidad de las liquidaciones de revisión, en particular, 

la causal cuarta sobre la omisión de la base gravable. 

 

Reiteró los argumentos de la demanda y pidió que se analizaran en vista de que el Tribunal incurrió 

en los yerros comentados. 
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ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación. 

Insistió en que la decisión del Tribunal, adversa a las pretensiones de la demanda, se explicaba por 

la incomprensión de la temática que constituía el litigio. 

 

Recalcó que la sentencia impugnada debía ser revocada por dos razones: (i)  porque el IVA no se 

causa por la transferencia gratuita de bienes que el responsable no vende habitualmente y, (ii) 

porque no se analizaron las dos causales de nulidad de la liquidación oficial por omitir la base 

gravable y por confundir el momento de causación del impuesto. 

 

La DIAN reiteró lo expuesto en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación.  

 

En relación con el cargo referente a la omisión de determinar la base gravable del impuesto, dijo que 

se trataba de un hecho nuevo que no se expuso en la vía gubernativa. 

 

Frente a la sanción por inexactitud, manifestó que no debía levantarse como lo hizo el Tribunal, 

porque la demandante desconoció el ordenamiento jurídico aplicable al caso y no se configuró una 

diferencia de criterios. 

 
El Ministerio Público solicitó revocar parcialmente la sentencia impugnada en tanto que el recurso 

de apelación interpuesto por la DIAN debía prosperar.  

 

Señaló que el artículo 421 del E.T. establece qué actos se consideran venta para los efectos del IVA, 

sin que de la norma se desprenda que se requiere de la obtención de un ingreso. Agregó que todas 

las ventas están gravadas con el impuesto, salvo que se trate de bienes excluidos, por lo que se 

impone al vendedor el deber de facturar y cobrar el tributo correspondiente. 

 

Dijo que a pesar de lo anterior, el IVA se causaba en los casos de los literales a), b) y c) del artículo 

421 del E.T. Que, en tales eventos el tributo se causa teóricamente y, por tanto, el responsable debía 

liquidarlo y pagarlo como si lo hubiera recibido. 
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En cuanto a la sanción por inexactitud, señaló que como era claro que la demandante no incluyó 

dentro de la declaración el IVA generado por la donación de ciertos bienes, se dieron los 

presupuestos previstos en el artículo 647 del E.T. para imponer la sanción allí prevista, sin que la 

interpretación de las norma aplicables hecha por la parte actora constituyeran una diferencia de 

criterios. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA. 

 
En los términos del recurso de apelación interpuesto por las partes, la Sala decidirá si es nula la 

Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000001 del 11 de febrero de 2008, mediante la cual la 

DIAN modificó la declaración del IVA presentada por Yanbal de Colombia S.A. por el tercer periodo 

del año 2005. 

 

Concretamente, la Sala resolverá si la entrega de bienes que hizo Yanbal a sus promotoras 

constituye hecho generador del IVA, de conformidad con lo establecido en el artículo 420 del E.T., en 

concordancia con lo establecido en los artículos 421 y 437 del mismo estatuto y, si la sanción por 

inexactitud impuesta por la Administración era procedente.  

Para decidir son relevantes los siguientes hechos probados no discutidos:  

 

1. El 11 de julio de 2005, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 3º 

bimestre del año 2005, que fue corregida el 20 de abril de 200739. 

 

2. El 28 de mayo de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de 

Grandes Contribuyentes de Bogotá, profirió el Requerimiento Especial No. 90000640, 

mediante el que propuso modificar la declaración antes referida en los siguientes términos: i) 

Renglón 47 Impuesto generado a la tarifa de 16%: $5.008.659.000, ii) Renglón 50 Impuesto 

generado por operaciones gravadas: $5.008.569.000, iii) Renglón 57 Saldo a pagar por el 

periodo fiscal: $1.543.386.000, iv) Renglón 61 Saldo a pagar por impuesto: $1.349.27.000, v) 

Renglón 62 Sanciones: $529.424.000 y Renglón 63 Total saldo a pagar: $1.878.699.000.  

 

 
39 Folios 205 del C.A.A.  
40 Folios 6 al 36 del C.A.A.  
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3. El 11 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá, expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 31064200800000141, 

mediante la que se modificó la declaración privada presentada por la demandante en los 

términos propuestos en el requerimiento especial. 

 

A juicio de la DIAN42, la entrega gratuita de artículos, adquiridos para ser obsequiados como 

incentivo por el cumplimiento de metas de venta, constituye un hecho generador del IVA, según lo 

previsto en el literal a) del artículo 421 del E.T. Que por tanto, la parte actora estaba obligada a 

liquidar y pagar el impuesto generado en esa transacción. Que bajo bajo este entendido, adicionó 

$330.693.000 al renglón 47 Impuesto generado a la tarifa del 16% de la declaración privada. 

 

El artículo 420 del E.T. señala que constituye hecho generador del IVA, entre otros supuestos, la 

venta de bienes corporales muebles:  

“ARTÍCULO 420. HECHOS SOBRE LOS QUE RECAE EL IMPUESTO. El impuesto a las ventas se aplicará 
sobre:  

a. Las ventas de bienes corporales muebles que no hayan sido excluidas expresamente. 

(…)  

Por su parte, artículo 421 del mismo estatuto, establece que para los efectos del referido impuesto 

algunos hechos se consideran venta:  

“ARTÍCULO 421. HECHOS QUE SE CONSIDERAN VENTA. Para los efectos del presente Libro, se consideran 
ventas:  

a. Todos los actos que impliquen la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de bienes corporales 
muebles, independientemente de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa 
transferencia y de las condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de 
terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros." 

(…) 

Así mismo, el artículo 437 ibídem dispone que el IVA también se causa cuando se enajenan bienes 

muebles que formen parte del activo fijo sobre los que se hayan solicitado un impuesto descontable  

 

“ARTICULO 437. LOS COMERCIANTES Y QUIENES REALICEN ACTOS SIMILARES A LOS DE ELLOS Y LOS IMPORTADORES 
SON SUJETOS PASIVOS. Son responsables del impuesto:  

a. En las ventas, los comerciantes, cualquiera que sea la fase de los ciclos de producción y distribución en la 
que actúen y quienes sin poseer tal carácter, ejecuten habitualmente actos similares a los de aquellos.  

 
41 Folios 64 al 98 del C.P. 
42 Folio 88 del C.P. 
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(…) 

La responsabilidad se extiende también a la venta de bienes corporales muebles aunque no se enajenen 
dentro del giro ordinario del negocio, pero respecto de cuya adquisición o importación se hubiere generado 
derecho al descuento.” 

De acuerdo con lo anterior, la doctrina judicial de esta Sala tiene por sentado que la venta de bienes 

corporales, como hecho generador del IVA, comprende todos aquellos eventos que conlleven un 

traspaso de la propiedad a título gratuito u oneroso; entendiendo por ésta el traslado del derecho real 

de dominio de un bien, independientemente de la designación que las partes le den a los contratos o 

negociaciones que la originen y de las condiciones que hubieren pactado las mismas. Así mismo, 

que genera el impuesto, la venta de bienes que realicen los comerciantes, aunque no hagan parte 

del giro ordinario de sus negocios, siempre y cuando éstos hubieren generado derecho a 

descuento43. 

 

La Sala ha señalado también que existen algunos ejemplos de transferencias de dominio que no son 

asimilables a una venta y, por lo mismo, no generan IVA, tributo que busca gravar el valor agregado 

por cada responsable en la cadena de producción y distribución, como ocurre con las 

remuneraciones en especie, traslación de títulos de crédito y otros derechos relacionados con el 

trabajo personal44.  

 

En consecuencia, la Sala procede a determinar la naturaleza jurídica de la entrega de los bienes que 

dieron lugar a la presente litis, para determinar si, en efecto, se enmarca dentro de alguno de los 

presupuestos previstos como hecho generador del impuesto sobre las ventas. 

 

Las pruebas obrantes en el expediente45 dan cuenta de que Yanbal de Colombia S.A. es una 

sociedad comercial cuyo objeto social principal es la fabricación y comercialización de cosméticos y 

artículos de belleza.  

 

 
43 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P. WILLIAM GIRALDO GIRALDO. Bogotá, D. 
C.,  Número de referencia: 250002327000200800146 01. Número de radicado: 18101 Actor: YANBAL DE COLOMBIA S.A. Demandado: U.A.E DIAN. 
 
44 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C. P. MARTHA TERESA BRICEÑO DE 
VALENCIA Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2012. Número de radicación: 25000 23 27 000 2008 00077 01. Número interno: 17996. Actor: YANBAL DE 
COLOMBIA S.A.  

45 En los Folios 37 y 38 del C.P. se lee: “La sociedad tiene por objeto principal las siguientes actividades: A) fabricar, elaborar, preparar empacar, 
distribuir y transportar, con medios propios o a través de terceros, comprar, vender, importar, exportar, almacenar, industrializar y en general, negociar 
o comercializar cosméticos y artículos de belleza y de tocador, envases, empaques, estuches, materiales de promoción y productos químicos de todo 
tipo o descripción, nuevos, usados o provechosos en el tratamiento, conservación y fomento de la belleza.” (…).  
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Que las operaciones comerciales de esa empresa se realizan principalmente mediante un sistema 

de ventas llamado puerta a puerta, directa o por catálogo46. Conforme con ese sistema, se contratan 

vendedoras, mediante contratos comerciales de suministro. En ejecución de tales contratos, las 

vendedoras, promotoras o directoras adquieren los bienes que produce Yanbal con una serie de 

descuentos con el ánimo de venderlos a los consumidores finales. Además del descuento en las 

compras, las promotoras tienen derecho a ciertos incentivos en especie o premios, que se obtienen 

por alcanzar las metas de venta previamente acordadas. 

 

Está probado también que los bienes que entrega Yanbal, a título de incentivo, son diferentes a los 

que enajena dentro del giro normal de sus operaciones y que son adquiridos especialmente para ese 

propósito, se registran contablemente como gasto, al tiempo que el IVA pagado por su adquisición se 

imputa como un impuesto descontable47. Fue así que en la declaración del 3º bimestre del 2005, la 

parte actora llevó un descuento de $3.465.273.000, de los cuales $330.693.00048 correspondieron al 

impuesto generado en la compra de los artículos que posteriormente entregó a las promotoras. 

 

Para la Sala, el tratamiento fiscal y contable dado por la demandante a los bienes que constituyen 

los incentivos se ajusta a las reglas del gasto, en tanto que representa un mecanismo que le permite 

incrementar sus ingresos. Así, establecido que fueron adquiridos con el único propósito de ser 

entregados como parte de una estrategia comercial, se enmarcan dentro de lo previsto en el artículo 

4049 del Decreto 2349 de 1993. Por esta razón, no es acertado sostener, como lo hizo la 

Administración, que la entrega de los referidos bienes es una donación gravada con el impuesto 

sobre las ventas. 

 

En estas condiciones, se reitera el criterio acogido por la Sala que, al resolver un caso similar señaló:  

 

“No obstante, la actuación administrativa demandada pretende hacer ver ese gasto como un hecho generador 
del IVA por el solo hecho de la entrega de los premios o incentivos que realiza la demandante a sus promotoras 
en un momento posterior al de su adquisición, cuando se trata de dos situaciones jurídicamente diferentes, ya 
que no existe una presunción de donación a título gratuito sino la entrega real de una bonificación o incentivo por 
gestión personal del vendedor que no puede asimilarse desde ningún punto de vista a una operación de “venta”. 

 
46 Folio 158 del C.P. 
47 Folios 161 al 167 del C.P. 
48 Folio 5 del C.A.A. 
49 “ARTICULO 40. GASTOS. Los gastos representan flujos de salida de recursos, en forma de disminuciones del activo o incrementos del pasivo o una 

combinación de ambos, que generan disminuciones del patrimonio, incurridos en las actividades de administración, comercialización, investigación y 
financiación, realizadas durante un período, que no provienen de los retiros de capital o de utilidades o excedentes.” 
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En efecto, la DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia de 
bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal  a) del artículo 421 E.T., que 
establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal  en el impuesto sobre las ventas. Se 
advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento tributario son taxativos y de los previstos en 
la norma mencionada, no puede concluirse que la entrega física de los premios previstos dentro de una pol ítica 

de incentivos dentro de la actividad de una empresa pueda considerarse como una venta.50 

 

 

 

 

 

 

En consecuencia, desvirtuado que en el presente caso tuvo lugar el hecho generador del IVA, se 

revocará el acto administrativo que determinó un mayor impuesto, por lo que no se analizaran los 

demás cargos propuestos. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

 

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia del 2 de septiembre de 2009, proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca Sección Cuarta – Subsección “A”. En su lugar. 

 

SEGUNDO: ANÚLASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000001 del 11 de febrero 

de 2008, expedida por la División de Liquidación de la Administración de Grandes Contribuyentes de 

Bogotá.  

 

TERCERO. A título del restablecimiento de derecho, DECLÁRASE en firme la liquidación de 

corrección del IVA presentada el 20 de abril de 2007 por el 3º bimestre del año 2005. 

 

CUARTO. RECONÓCESE personería a la abogada Lina María Ávila Amézquita como apoderada de 

la DIAN. 

 
50 Op. Cit. Sentencia del 17 de mayo de 2012. 
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Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 

  

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha  

 

 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS 

BÁRCENAS 

Presidente 

 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE 

VALENCIA 

 

 

 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 

 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE 

RODRÍGUEZ  
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No.  (18091) Fecha: 13 de Septiembre  

de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Los bienes comprados como incentivos son registrados contablemente? 

TESÌS 

Si, al momento de su compra los registran contablemente como gasto, mientras el IVA 

pagado en su adquisición se imputa como impuestos descontables. 

Ubicación 

Pàg(s): 

13            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Analítico  

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Decreto 

2349de 1993 

Art. 420 de 

E.T.  

Art. 421 del 

E.T literal A y 

B 

Art. 

429,437,463,488,647,730 

del numeral 4 del E.T 

Art. 720 del 

E.T. 

 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

14 11 4 3         

 

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 4 EXPEDIENTE  Nº 18091                                                                     

VENTA POR CATALOGO – Venta directa puerta a puerta. Yambal / INCENTIVOS – Bienes en 
especie que se entregan por cumplir una meta. No hacen parte del inventario de la sociedad 
que los entrega. La forma de contabilizarlo es como gasto / GASTO – Definición / CUENTA DE 
GASTOS OPERACIONALES DE VENTAS - Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo 
principal del objeto social del ente económico 
 
YANBAL DE COLOMBIA para comercializar sus bienes utiliza el sistema conocido como “venta por 
catálogo, venta directa, venta puerta a puerta que permite acercar al consumidor final a un gran 
surtido de artículos sin necesidad de acudir al almacén, boutique o tienda de superficie”, es decir, 
que los productos que vende la demandante no se adquieren en un almacén, por lo que la labor de 
comercialización la realizan “consultoras de ventas”, quienes de acuerdo con las metas trazadas por 
la compañía pueden recibir “bonos, viajes, electrodomésticos, enseres para el hogar, etc. Según el 
informe rendido por el perito y frente a la pregunta realizada en el sentido de indicar en qué consiste 
el sistema de incentivos que concede YANBAL a sus promotoras de ventas por el cumplimiento de 
metas en compras y, en particular, cómo opera lo que tiene que ver con incentivos entregados en 
especie, en el dictamen se explica que los incentivos son bienes en especie que la demandante 
suministra a las consultoras que ocupan el primer peldaño de la llamada “Escalera de Éxito” por el 
nivel de sus compras en un determinado periodo. Ahora bien, es un hecho no discutido por las partes 
y que se reafirma en el dictamen, que la actora adquiere los premios de terceros y que no hacen 
parte de su inventario sino que se orientan a desarrollar programas de incentivos o premios para una 
red de distribuidores. Respecto de este punto, el perito indicó: “Los bienes en especie que entrega 
YANBAL a título de incentivo a las compradoras no son los mismos que vende dentro de su operación 
(…). Los bienes corporales muebles adquiridos para entregar como incentivo a las “consultoras y 
directoras”, son electrodomésticos y artículos varios para el hogar.”. En esas condiciones, la Sala 
observa que cuando YANBAL adquiere los premios y los entrega como incentivos a las consultoras 
que cumplieron con las metas de compras, esto en su conjunto corresponde a un gasto dentro de su 
actividad productora de renta, porque los gastos son precisamente “flujos de salida de recursos, que 
no tienen una relación directa con la adquisición de bienes o prestación de servicios de los cuales la 
empresa obtiene sus ingresos. Están relacionados con los incurridos en actividades de 
administración, comercialización, investigación y financiación”. En efecto, tanto en sede gubernativa 
como ante esta jurisdicción, se estableció que el tratamiento que le da YANBAL a los incentivos y 
premios que entrega a sus promotoras, desde el punto de vista contable, corresponde al de un 
gasto. Precisamente, de acuerdo con la técnica contable, la cuenta de gastos operacionales de 
ventas (52) “Comprende los gastos ocasionados en el desarrollo principal del objeto social del ente 
económico y se registran, sobre la base de causación, las sumas o valores en que se incurre durante 
el ejercicio, directamente relacionados con la gestión de ventas encaminada a la dirección, 
planeación, organización de las políticas de ventas del ente económico incluyendo básicamente las 
incurridas en las áreas ejecutiva, de distribución, mercadeo, comercialización, promoción, publicidad 
y ventas. La Sala advierte que está plenamente determinado que la entrega de premios a título de 
incentivo dentro de la actividad productora de renta de YANBAL DE COLOMBIA S.A. reúne las 
características de un gasto para la promoción de sus productos, razón por la cual tiene relación de 
causalidad con la actividad que desarrolla la demandante y consiste en la entrega de premios a sus 
directoras, al punto que la Administración no desconoció en la actuación que se demanda, el valor 
que por este mismo concepto se declaró como IVA descontable. 
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ENTREGA FISICA DE LOS PREMIOS PREVISTOS DENTRO DE UNA POLITICA DE INCENTIVOS 
– No puede considerarse como una venta / PRESUNCION DE VENTA – Interpretación del 
artículo 421 del Estatuto Tributario / INCENTIVOS – Cuando tienen relación de casualidad con 
la actividad productora de renta no están gravados con iva 
 
La DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia 
de bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal a) del artículo 
421 E.T., que establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal en el 
impuesto sobre las ventas. Se advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento 
tributario son taxativos y de los previstos en la norma mencionada, no puede concluirse que la 
entrega física de los premios previstos dentro de una política de incentivos dentro de la actividad de 
una empresa pueda considerarse como una venta. La Sala insiste en que en el sub examine la 
adquisición y entrega de premios como parte de una política de incentivos es solo un gasto para la 
demandante, pues representa una salida de recursos que está indirectamente relacionada con su 
actividad productora de renta, sin que por el hecho de la entrega material de los premios a las 
promotoras pueda desvirtuarse su condición de gasto y ello impida que reciba integralmente el 
tratamiento que la ley le asigna como tal desde la adquisición de los premios a terceros hasta su 
entrega a las beneficiarias por metas cumplidas, porque esas son las características del gasto que 
se analiza en esta oportunidad. En el IVA se gravan las operaciones de venta de bienes corporales 
muebles, la importación, la prestación de servicios y otros actos asimilados a los primeros. Es en ese 
contexto que debe realizarse una labor hermenéutica adecuada de las presunciones de venta 
consagradas en el artículo 421E.T. En el sub examine, aunque se trata de contratos traslativos 
regidos por el principio de consensualidad -que se transmiten o adquieren por el simple 
consentimiento contractual sometido al cumplimiento de la condición- lo cierto es que parte de la 
remuneración del contrato está constituida por los premios que se obtienen por los logros, como el 
mismo contrato lo demuestra. 
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 421 
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FALLO 
 
 

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia del 28 de octubre de 2009, 

proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A” que 

decidió:  

 

“1. ANÚLASE PARCIALMENTE la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000014 del 28 de febrero de 
2008, proferida por la División de Liquidación de la Administración Especial de los Grandes Contribuyentes de 
Bogotá, mediante la cual modificó a la sociedad YANBAL DE COLOMBIA S.A. NIT. 860.515.249-4, la declaración 
del impuesto sobre las ventas por el 5 bimestre del año 2005, en lo que hace alusión a la sanción por inexactitud. 
 
2. DECLÁRASE que la sociedad YANBAL DE COLOMBIA S.A. NIT. 860.515.249-1, no está obligada a pagar 
suma alguna por concepto de la sanción por inexactitud que le fue impuesta mediante el acto que se anula 
parcialmente en el numeral anterior. 
 
3. DENIÉGANSE las demás súplicas de la demanda. 
 
(…)  

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

- El 9 de noviembre de 2005, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 5º 

bimestre del año 2005, que corrigió el 16 de noviembre de 2005 y el 20 de abril de 2007. 

- El 10 de julio de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá profirió el Requerimiento Especial No. 310632007000118, por el que 

propuso modificar la declaración antes referida.  

- El 28 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000014. 

 

- La parte actora prescindió del recurso de reconsideración con fundamento en el parágrafo del 

artículo 720 E.T. 

 

ANTECEDENTES PROCESALES 

LA DEMANDA 

 

Yanbal de Colombia S.A., mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 
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“6.1. Que se declare la nulidad del acto administrativo por medio del cual se profirió la liquidación oficial de 
revisión número 310642008000014 del 28 de febrero de 2008. 

6.2. Que, en virtud de la nulidad del acto, y a título de restablecimiento del derecho, se reconozca que la 
liquidación privada contenida en la declaración del impuesto sobre las ventas presentada por YANBAL DE 
COLOMBIA S.A. por el quinto bimestre del año 2005 ha quedado en firme.” 

 

 

 

Invocó como disposiciones violadas los artículos 420, 421 literales a) y b), 429. 437, 463, 488, 647 y 

730 No. 4º del E.T.  

En síntesis, los cargos de violación propuestos por la parte actora fueron los siguientes:  

 

Violación del último inciso del artículo 437 del Estatuto Tributario, por aplicación indebida, y 

del artículo 488 ibídem por falta de aplicación 

 

Dijo que la Administración vulneró, por aplicación indebida, el último inciso del artículo 437 del E.T. 

Señaló que la razón de ser de esta norma es restablecer la estructura cuantitativa del impuesto 

cuando quiera que los impuestos tomados como descontables hayan perdido sustento. 

 

Explicó que para la DIAN la transferencia de ciertos bienes adquiridos para ser entregados a las 

promotoras o distribuidoras de productos Yanbal como parte de su estrategia comercial causaba 

IVA. Que, esa conclusión era errada, toda vez que dichos bienes constituían costo para la empresa 

en la medida en que la expensa en la que se incurrió para adquirirlos tenía relación de causalidad 

con la actividad productora de renta y se destinó a la realización de operaciones gravadas. 

 

Señaló que, de igual manera, la Administración violó el artículo 488 del E.T. por falta de aplicación 

porque conforme con dicha norma, es descontable el impuesto a las ventas que se origine en 

operaciones que constituyan costo o gasto para la empresa. 

 

Violación de los literales a) y b) del artículo 421 del Estatuto Tributario 
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Sostuvo que la Administración transgredió, por aplicación indebida, los literales a) y b) del artículo 

421 del E.T. al haber tenido como hecho generador del IVA la transferencia de ciertos bienes, 

realizada a título de premio, a las distribuidoras de los productos que comercializa, que en todo caso 

no corresponden con los que enajena dentro de su actividad operacional y no le generan ningún 

ingreso directo. 

 

Que, de otra parte, el literal b) referido fue violado porque la transferencia de los bienes en discusión 

no constituyó un retiro de inventarios, pues no eran de los que producía Yanbal, ni fueron adquiridos 

para luego ser enajenados como parte de la actividad comercial de la empresa. 

Violación del artículo 429, en concordancia con el 420 del Estatuto Tributario.  

 

Dijo que la Administración vulneró el artículo 429 del E.T. al haber tenido como momento de la 

causación del impuesto sobre las ventas por la transferencia de bienes, el de la compra y no el de la 

emisión de la factura o, subsidiariamente, el de la entrega de los mismos, como lo prevé el literal a) 

del referido artículo. 

 

Violación del artículo 463, en concordancia con el numeral 4º del artículo 730 del Estatuto 

Tributario. 

 

Señaló que, en los actos administrativos demandados se configuró la causal de nulidad prevista en 

el numeral 4º del artículo 730 del E.T. porque se omitió la base gravable del impuesto liquidado. 

 

Explicó que lo único que hizo la Administración fue indagar sobre el IVA pagado por la compra de los 

bienes que posteriormente entregó y adicionó ese valor como mayor impuesto, sin modificar la base 

gravable. 

 

Violación del artículo 647 del Estatuto Tributario por la imposición de la sanción por 

inexactitud 

 

Dijo que existía una diferencia de criterios con la Administración en relación con el derecho aplicable 

y por tanto, en el evento hipotético de determinarse un mayor impuesto, no habría lugar a la sanción 

por inexactitud. 
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Que la parte actora actuó con el firme convencimiento de que la entrega de bienes en discusión no 

hacía parte de los supuestos descritos en los literales a) y b) del artículo 421 del E.T., y menos del 

último inciso del artículo 437 ibídem. Que, por tanto, no se trata de la inclusión de factores falsos, 

incompletos o desfigurados ni de la omisión de impuestos, sino de una interpretación de las normas 

aplicables que difiere con la de la Administración. 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La DIAN se opuso a las pretensiones de la parte actora y se pronunció frente a los cargos de nulidad 

en los siguientes términos: 

 

Señaló que de conformidad con el artículo 421 del E.T. también se consideran ventas, para efectos 

del IVA, todos los actos que impliquen transferencia de dominio, a título oneroso o gratuito, de bienes 

corporales muebles, independientemente de la designación que se le de a los contratos que originen 

la transferencia. 

 

Dijo que lo que se grava con el impuesto son las operaciones expresamente señaladas y que no es 

determinante que la transferencia haya generado ingresos o que los bienes enajenados hubieran 

hecho parte del activo o del inventario. 

 

Sostuvo que no discutía que la adquisición de los bienes entregados como premio para incentivar las 

ventas hubiera generado un impuesto descontable pero que ese hecho no justificaba que la 

demandante no hubiera liquidado y declarado el IVA correspondiente por la transferencia del dominio 

de los bienes que entregó a las promotoras de ventas. Insistió en que de conformidad con el literal a) 

artículo 421 del E.T. esa transferencia constituía una donación. 

 

En relación con la sanción por inexactitud, transcribió apartes de cierta providencia del Consejo de 

Estado para señalar que la sanción prevista en el artículo 647 del E.T. es objetiva. De igual modo, 

sostuvo que en el caso de la demandante no se configuró una diferencia de criterios sino el 

desconocimiento del derecho aplicable. 
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LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta – Subsección “A”, anuló parcialmente 

los actos administrativos demandados.  

 

Dijo que la controversia jurídica planteada giraba en torno a determinar si era procedente adicionar el 

IVA por la compra de bienes muebles entregados a las distribuidoras o promotoras de la parte 

actora, a título gratuito. 

 

Señaló que, de conformidad con el artículo 421 del E.T., la adquisición de bienes corporales 

gravados con el impuesto a las ventas, bien sea para el consumo propio o para ser entregados 

gratuitamente a un tercero, causa el IVA. 

 

Agregó, que según el artículo 488 del E.T., los responsables del régimen común del IVA pueden 

solicitar como descontable el impuesto pagado en la adquisición de bienes corporales muebles, 

imputables como costo o gasto, pero que se requiere de una relación directa entre dichos bienes y 

las operaciones gravadas con el impuesto.  

 

Explicó que los bienes adquiridos para incentivar a los empleados de la empresa no constituían 

costo o gasto de la actividad productora de renta y, por ende, no concedían el derecho a descontar el 

IVA pagado. Que, de igual modo, el IVA causado en la entrega bienes a título gratuito no podía ser 

solicitado como descontable por el responsable porque, además de no estar autorizado por la ley, 

con ello se eludía el gravamen.  

 

Con fundamento en lo anterior, dijo que procedía el rechazo del descuento solicitado en la 

declaración del IVA correspondiente al 5º bimestre del 2005. 

 

Sobre el cargo de violación del artículo 429 del E.T., concordantemente con el artículo 420 ibídem, 

dijo que la causación del IVA es instantánea. Que tratándose de ventas, la causación tiene lugar con 

la expedición de la factura o documento equivalente o de la entrega del bien. Así, que en el caso en 

controversia, la causación tuvo lugar en la fecha de expedición de la factura con la que se 

adquirieron los bienes entregados. 
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En relación con la violación de los artículos 463 y 730 del E.T., sostuvo que de la liquidación oficial 

de revisión se podía establecer la base gravable. Que además, la DIAN incluyó la explicación de las 

modificaciones efectuadas, que, a juicio, del Tribunal, constituían suficiente motivación de la 

liquidación oficial. 

Finalmente, señaló que se configuró una diferencia de criterios entre la Administración y la parte 

actora y que, por lo tanto, no había lugar a aplicar la sanción por inexactitud. 

 

EL RECURSO DE APELACIÓN.  

 

Tanto la Administración como la demandante interpusieron recurso de apelación en lo que les fue 

desfavorable.  

 

La DIAN insistió en la liquidación de la sanción por inexactitud. A su juicio, la parte actora declaró 

valores equivocados e incompletos, pues, según quedó demostrado en el proceso, no liquidó el IVA 

generado en la entrega de los premios a las promotoras de ventas. Que, en consecuencia, sí se 

configuraron los supuestos de hecho previsto en el artículo 647 del E.T.  

 

Que de igual modo, no se presentó una diferencia de criterios entre la Administración y la parte 

actora pues, según el inciso final del artículo 647 ibídem, esta no se configura cuando se desconoce 

el derecho aplicable, como en efecto ocurrió en el presente caso, en el que se dejaron de aplicar las 

normas que regulan el hecho generador del IVA. 

 

La parte actora señaló que el Tribunal incurrió en un grave error de comprensión sobre lo que se 

debatió en la demanda. 

 

Sostuvo que el litigio no giró alrededor de la improcedencia del descuento del IVA sino sobre la 

obligación de generar el impuesto en la entrega de bienes que, a título de incentivo, hizo la 

demandante a favor de las consultoras de ventas. 

 

Señaló, además, que, el a quo erró al entender que la liquidación oficial de revisión no adicionó el 

IVA en función de una hipotética causación con motivo de la transferencia del dominio de los bienes 

a las consultoras, sino con motivo de la compra de ciertos productos a sus proveedores. 
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Finalmente, en relación con lo yerros en los que incurrió el Tribunal, dijo que ignoró lo previsto en el 

artículo 730 del E.T. acerca de las causales de nulidad de las liquidaciones de revisión, en particular, 

la causal cuarta sobre la omisión de la base gravable. 

 

Reiteró los argumentos de la demanda y pidió que se analizaran en vista de que el Tribunal incurrió 

en los yerros comentados. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

La parte actora reiteró los argumentos expuestos en la demanda y en el recurso de apelación. 

Insistió en que la decisión del Tribunal, adversa a las pretensiones de la demanda, se explicaba por 

la incomprensión de la temática que constituía el litigio. 

 

Recalcó que la sentencia impugnada debía ser revocada por dos razones: (i)  porque el IVA no se 

causa por la transferencia gratuita de bienes que el responsable no vende habitualmente y, (ii) 

porque no se analizaron las dos causales de nulidad de la liquidación oficial por omitir la base 

gravable y por confundir el momento de causación del impuesto. 

 

La DIAN reiteró lo expuesto en la contestación de la demanda y en el recurso de apelación.  

 

Frente a la sanción por inexactitud, manifestó que no debía levantarse como lo hizo el Tribunal, pues 

las cifras declaradas por la parte actora no fueron veraces y completas, requisito que exige el artículo 

647 del E.T. para que se configure una diferencia de criterios como eximente de esta sanción. 

 

Insistió en que todo acto que implique la transferencia del dominio a título gratuito de bienes 

corporales muebles, constituye hecho generador del IVA.  

 

En relación con el cargo referente a la omisión de determinar la base gravable del impuesto, dijo que 

se trataba de un hecho nuevo que no se expuso en la vía gubernativa. 
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El Ministerio Público solicitó revocar parcialmente la sentencia impugnada en tanto que el recurso 

de apelación interpuesto por la DIAN debía prosperar.  

 

Señaló que de conformidad con los artículos 420, 421 y 437 del E.T., el IVA se genera en la venta de 

bienes corporales muebles que no hayan sido expresamente excluidos, aunque no se enajenen 

dentro del giro ordinario de los negocios del vendedor.  

 

Dijo que, aceptar que no se causa el IVA por la entrega de los bienes realizada por la parte actora 

implica desconocer lo dispuesto en el artículo 421 del E.T. que señala que las transferencias 

gratuitas de la propiedad causan el impuesto sobre las ventas. Así mismo, que la obligación de 

declarar el IVA se extiende a la venta de bienes que no se enajenan dentro del giro ordinario de los 

negocios del responsable, cuando otorgan derecho a descuento, como en el caso de la parte actora, 

tal y como lo prevé el artículo 437 ibídem.  

 

Sobre la diferencia de criterios, como eximente de la sanción por inexactitud, señaló que el artículo 

647 del E.T. prevé que esta tiene aplicación cuando la discusión gira alrededor del derecho aplicable 

y no cuando se desconoce el derecho, como en el presente caso, en el que la parte actora no tuvo 

en cuenta los hechos previstos en la ley como generadores del IVA y la obligación de declararlo 

como responsable. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA. 

 
En los términos del recurso de apelación interpuesto por las partes, la Sala decidirá si es nula la 

Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000014 del 28 de febrero de 2008, mediante la cual la 

DIAN modificó la declaración del IVA presentada por Yanbal de Colombia S.A. por el 5º bimestre del 

año 2005. 

 

Concretamente, la Sala resolverá si la entrega de bienes que hizo la parte actora a sus promotoras 

de ventas constituye hecho generador del IVA, de conformidad con lo establecido en el artículo 420 

del E.T., en concordancia con lo establecido en los artículos 421 y 437 del mismo estatuto y, si la 

sanción por inexactitud impuesta por la Administración era procedente.  

 

Para decidir son relevantes los siguientes hechos probados no discutidos:  



 

67 
 

 

4. El 9 de noviembre de 2005, la parte actora presentó la declaración del IVA correspondiente al 5º 

bimestre del año 2005, que luego fue corregida los días 16 de noviembre de 2005 y 20 de abril de 

200751. 

 

5. El 10 de julio de 2007, la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá, profirió el Requerimiento Especial No. 31063200700011852, mediante 

el que propuso modificar la declaración antes referida en los siguientes términos:  

 

Renglón 46 Impuesto generado a la tarifa de 16% $5.881.367.000 

Renglón 51 Impuesto generado por operaciones gravadas $5.881.367.000 

Renglón 57 Saldo a pagar por el periodo fiscal $2.951.849.000 

Renglón 61 Saldo a pagar por impuesto $2.779.971.000 

Renglón 62 Sanciones $445.078.000 

Renglón 63 Total saldo a pagar $3.225.049.000.  

 

6. El 28 de febrero de 2008, la División de Liquidación de la Administración de Grandes 

Contribuyentes de Bogotá, expidió la Liquidación Oficial de Revisión No. 31064200800001453, 

mediante la que modificó la declaración privada presentada por la demandante por el 5º bimestre 

del 2005 en los términos propuestos en el requerimiento especial. 

A juicio de la DIAN54, la entrega gratuita de artículos, adquiridos para ser obsequiados como 

incentivo por el cumplimiento de metas de ventas, constituye un hecho generador del IVA, según lo 

previsto en el literal a) del artículo 421 del E.T. Que por tanto, la parte actora estaba obligada a 

liquidar y pagar el impuesto generado en esa transacción. Que bajo bajo este entendido, adicionó 

$278.035.000 al renglón 46 Impuesto generado a la tarifa del 16% de la declaración privada. 

 

El artículo 420 del E.T. señala que constituye hecho generador del IVA, entre otros supuestos, la 

venta de bienes corporales muebles:  

 

 
51 Folios 108 del C.A.A. 1 y  628 del C.A.A. 5. 
52 Folios 659 al 690 del del C.A.A. 5. 
53 Folios 65 al 99 del C.P. 
54 Folios 88 y 89 del C.P. 
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“ARTÍCULO 420. HECHOS SOBRE LOS QUE RECAE EL IMPUESTO. El impuesto a las ventas se aplicará 
sobre:  

a. Las ventas de bienes corporales muebles que no hayan sido excluidas expresamente. (…)”  

 

Por su parte, artículo 421 del mismo estatuto, establece que para los efectos del referido impuesto 

algunos hechos se consideran venta:  

 

“ARTÍCULO 421. HECHOS QUE SE CONSIDERAN VENTA. Para los efectos del presente Libro, se consideran 
ventas:  

a. Todos los actos que impliquen la transferencia del dominio a título gratuito u oneroso de bienes corporales 
muebles, independientemente de la designación que se dé a los contratos o negociaciones que originen esa 
transferencia y de las condiciones pactadas por las partes, sea que se realicen a nombre propio, por cuenta de 
terceros a nombre propio, o por cuenta y a nombre de terceros. (…)” 

 

Así mismo, el artículo 437 ibídem dispone que el IVA también se causa cuando se enajenan bienes 

muebles que formen parte del activo fijo sobre los que se hayan solicitado un impuesto descontable  

 

“ARTICULO 437. LOS COMERCIANTES Y QUIENES REALICEN ACTOS SIMILARES A LOS DE ELLOS Y LOS IMPORTADORES 
SON SUJETOS PASIVOS. Son responsables del impuesto:  

a. En las ventas, los comerciantes, cualquiera que sea la fase de los ciclos de producción y distribución en la 
que actúen y quienes sin poseer tal carácter, ejecuten habitualmente actos similares a los de aquellos. (…)” 

La responsabilidad se extiende también a la venta de bienes corporales muebles aunque no se enajenen 
dentro del giro ordinario del negocio, pero respecto de cuya adquisición o importación se hubiere generado 
derecho al descuento.” 

 

De acuerdo con lo anterior, la doctrina judicial de esta Sala tiene por sentado que la venta de bienes 

corporales, como hecho generador del IVA, comprende todos aquellos eventos que conlleven un 

traspaso de la propiedad a título gratuito u oneroso; entendiendo por ésta el traslado del derecho real 

de dominio de un bien, independientemente de la designación que las partes le den a los contratos o 

negociaciones que la originen y de las condiciones que hubieren pactado las mismas. Así mismo, 

que genera el impuesto, la venta de bienes que realicen los comerciantes, aunque no hagan parte 

del giro ordinario de sus negocios, siempre y cuando éstos hubieren generado derecho a 

descuento55. 

 
55 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C.P. WILLIAM GIRALDO GIRALDO. Bogotá, D. 
C., Número de referencia: 250002327000200800146 01. Número de radicado: 18101 Actor: YANBAL DE COLOMBIA S.A. Demandado: U.A.E DIAN. 
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La Sala ha señalado también que existen algunos ejemplos de transferencias de dominio que no son 

asimilables a una venta y, por lo mismo, no generan IVA, tributo que busca gravar el valor agregado 

por cada responsable en la cadena de producción y distribución, como ocurre con las 

remuneraciones en especie, la traslación de títulos de crédito y otros derechos relacionados con el 

trabajo personal56.  

 

En consecuencia, la Sala procede a determinar la naturaleza jurídica de la entrega de los bienes que 

dieron lugar a la presente litis, para determinar si, en efecto, se enmarca dentro de alguno de los 

presupuestos previstos como hecho generador del impuesto sobre las ventas. 

 

Las pruebas obrantes en el expediente57 dan cuenta de que Yanbal de Colombia S.A. es una 

sociedad comercial cuyo objeto social principal es la fabricación y comercialización de cosméticos y 

artículos de belleza.  

Así mismo, que las operaciones comerciales de esa empresa se realizan principalmente mediante un 

sistema de ventas llamado puerta a puerta, directa o por catálogo58. Conforme con ese sistema, se 

vinculan vendedoras, mediante contratos comerciales de suministro59. En ejecución de tales 

contratos, las vendedoras, promotoras o directoras adquieren los bienes que produce Yanbal con 

una serie de descuentos con el ánimo de venderlos a los consumidores finales. Además del 

descuento en las compras, las promotoras acceden a ciertos incentivos en especie o premios, que 

se obtienen por alcanzar las metas de venta previamente acordadas. 

 

Está probado también que los incentivos que Yanbal otorga a las promotoras de ventas dentro de su 

estrategia comercial pueden ser de dos tipos: o bien artículos producidos por la empresa de los que 

enajena dentro del giro ordinario de sus negocios, o bien bienes adquiridos especialmente para ser 

entregados como premios. Que estos últimos, son diferentes a los que produce la empresa en 

 
56 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN CUARTA. C. P. MARTHA TERESA BRICEÑO DE 
VALENCIA Bogotá, D. C., 17 de mayo de 2012. Número de radicación: 25000 23 27 000 2008 00077 01. Número interno: 17996. Actor: YANBAL DE 
COLOMBIA S.A.  

57 En los Folios 37 y 38 del C.P. se lee: “La sociedad tiene por objeto principal las siguientes actividades: A) fabricar, elaborar, preparar empacar, 
distribuir y transportar, con medios propios o a través de terceros, comprar, vender, importar, exportar, almacenar, industrializar y en general, negociar 
o comercializar cosméticos y artículos de belleza y de tocador, envases, empaques, estuches, materiales de promoción y productos químicos de todo 
tipo o descripción, nuevos, usados o provechosos en el tratamiento, conservación y fomento de la belleza.” (…).  
58 Folios 169 y 170 del C.P. 
59 Folio 668 del C.A.A. 5. 
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desarrollo del objeto social60, los cuales, al momento de su compra se registran contablemente como 

gasto, mientras que el IVA pagado en su adquisición se imputa como un impuesto descontable61, 

una vez son entregados a las promotoras de ventas. 

 

Fue así que en la declaración del 5º bimestre del 2005, la parte actora llevó un descuento de 

$2.229.518.000, de los cuales $278.035.334, según la Administración62, correspondieron al impuesto 

generado en la compra de los artículos que posteriormente otorgó a las promotoras a título de 

premio o incentivo. 

 

Para la Sala, el tratamiento fiscal y contable dado por la demandante a los bienes que entrega como 

incentivo, distintos a aquellos que produce como parte del objeto social, se ajusta a las reglas del 

gasto, en tanto que representa un mecanismo que le permite incrementar los ingresos.  

Así, establecido que dichos bienes fueron adquiridos con el único propósito de ser entregados como 

parte de una estrategia comercial, se enmarcan dentro de lo previsto en el artículo 4063 del Decreto 

2349 de 1993. Por esta razón, no es acertado sostener, como lo hizo la Administración, que la 

entrega de los referidos bienes es una donación gravada con el impuesto sobre las ventas. 

 

En estas condiciones, se reitera el criterio acogido por la Sala que, al resolver un caso similar señaló:  

 

“No obstante, la actuación administrativa demandada pretende hacer ver ese gasto como un hecho generador 
del IVA por el solo hecho de la entrega de los premios o incentivos que realiza la demandante a sus promotoras 
en un momento posterior al de su adquisición, cuando se trata de dos situaciones jurídicamente diferentes, ya 
que no existe una presunción de donación a título gratuito sino la entrega real de una bonificación o incentivo por 
gestión personal del vendedor que no puede asimilarse desde ningún punto de vista a una operación de “venta”. 

En efecto, la DIAN parte de un supuesto equivocado al confundir en este caso un gasto con una transferencia de 
bienes corporales muebles a título gratuito, para así encuadrarlo dentro del literal a) del artículo 421 E.T., que 
establece una de las presunciones de venta desde el punto de vista fiscal en el impuesto sobre las ventas. Se 
advierte que los hechos que se consideran venta en el ordenamiento tributario son taxativos y de los previstos en 
la norma mencionada, no puede concluirse que la entrega física de los premios previstos dentro de una política 

de incentivos dentro de la actividad de una empresa pueda considerarse como una venta.64 

 

 
60 Folios 172 al  173 y 176 al 178 del C.P. 
61 Folios 174 al 175 del C.P. 
62 Folio 650 del C.A.A. No 5. 
63 “ARTICULO 40. GASTOS. Los gastos representan flujos de salida de recursos, en forma de disminuciones del activo o incrementos del pasivo o una 

combinación de ambos, que generan disminuciones del patrimonio, incurridos en las actividades de administración, comercialización, investigación y 
financiación, realizadas durante un período, que no provienen de los retiros de capital o de utilidades o excedentes.” 
 
64 Op. Cit. 6. 
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En consecuencia, desvirtuado que en el presente caso tuvo lugar el hecho generador del IVA, se 

revocará el acto administrativo que determinó un mayor impuesto, por lo que no se analizaran los 

demás cargos propuestos. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

F A L L A 

 

PRIMERO: REVÓCASE la sentencia del 28 de octubre de 2009, proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca Sección Cuarta – Subsección “A”.  

 

SEGUNDO: ANÚLASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 310642008000014 del 28 de febrero 

de 2008, expedida por la División de Liquidación de la Administración de Grandes Contribuyentes de 

Bogotá.  

 

TERCERO. A título del restablecimiento de derecho, DECLÁRASE en firme la liquidación de 

corrección del IVA presentada el 20 de abril de 2007 por el 5º bimestre del año 2007. 

CUARTO. RECONÓCESE personería al abogado Nairo Alejandro Martínez Rivera como apoderado 

de la DIAN. 

 

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 

  

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha  

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS 

BÁRCENAS 

Presidente 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE 

VALENCIA 

 

 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE 

RODRÍGUEZ  
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No.  (17937) Fecha: 13 de Septiembre  

de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Se puede obtener al beneficio de Auditoria, cuanto se realizan correcciones en la 

declaración de Renta y Complementarios? 

TESÌS 

Si, siempre y cuando se haya presentado en forma oportuna y el pago se realice en los 

plazos señalados. 

Ubicación 

Pàg(s): 

 6            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Analítico Juridico 

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Constitución 

política Art. 

2,6,29,209 y 230 

Ley 633 de 

2000 art. 17 

Decreto 406 de 

2001 literal d 

Decreto 3258 

de 2002 

Resolución Nº 

3200662007000011 

 

 

Art. 16 del 

decreto 3805 de 

2003 

Art. 588 y 589 

del E.T 

Art. 683, 689-1 

del E.T 

Art. 714 del 

E.T 

 

Art. 730 ordinal 5 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

1 3 4 6 8 9 10      

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 5 EXPEDIENTE N.º 17937                                                                      

BENEFICIO DE AUDITORIA DE LA LEY 633 DE 2000 - Interpretación del artículo 17 de la Ley 
633 de 2000. La expresión impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior, contenida 
en el inciso primero del artículo 17 de la Ley 633 de 2001, alude tanto al impuesto neto de 
renta declarado en el denuncio inicial como al declarado en el denuncio de corrección / 
BENEFICIO DE AUDITORIA DE LA LEY 633 DE 2000 - Requisitos. Procedencia 
 
“[…] la Sala debe definir si cuando el artículo 17 de la Ley 633 de 2000 alude “al impuesto neto de 
renta del año inmediatamente anterior”, a la liquidación privada que gozaría del beneficio de 
auditoría, se está refiriendo al impuesto neto de renta declarado en el denuncio inicial o en el 
denuncio de corrección y, si tiene alguna incidencia que el denuncio de corrección sea presentado 
con posterioridad a la liquidación privada que gozaría del beneficio de auditoría. La Sala considera 
que el impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior a la liquidación privada que gozaría 
del beneficio de auditoría, alude al impuesto neto de renta declarado en el denuncio inicial o en el 
denuncio de corrección. Lo anterior, por cuanto, las correcciones a los denuncios de renta están 
permitidos, en los términos de los artículos 588 y 589 del E.T., tal como lo puso de presente el a quo. 
Y, porque al tenor del inciso segundo del artículo 588 E.T. “Toda declaración que el contribuyente, 
responsable, agente retenedor o declarante, presente con posterioridad a la declaración inicial, será 
considerada como una corrección a la declaración inicial o a la última corrección presentada, según 
el caso. […] La Sala reitera que del inciso primero y del parágrafo segundo del artículo 17 de la Ley 
633 de 2000 no se puede colegir que no sea válido el impuesto neto de renta declarado en el 
denuncio corregido y que ese denuncio no pueda ser visto como referente válido para establecer el 
cumplimiento de los requisitos para acceder al beneficio de auditoría, así la corrección se haya 
presentado con posterioridad a la declaración de renta del año 2003”. 
 
FUENTE FORMAL: LEY 633 DE 2000 - ARTICULO 17/ ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 
588, ARTICULO 589, ARTICULO 689, INCISO 1 
 
BENEFICIO DE AUDITORIA DE LA LEY 633 DE 2000 - Firmeza de la declaración de renta 
objeto del mismo. No se afecta ni se modifica por la corrección, conforme con la ley, de la 
declaración privada base para establecer el incremento del impuesto neto de renta, ni incide 
el hecho de que el denuncio de corrección se presente con posterioridad a la declaración que 
se pretende beneficiar, salvo que tal denuncio sea objeto de liquidación oficial de revisión, en 
la cuantía del impuesto neto declarado / DENUNCIO DE CORRECCION – Es válido mientras no 
haya sido cuestionado por la DIAN 
 
“El término de firmeza de los doce meses a que alude el artículo 689-1 del E.T. -que se cuenta a 
partir de la fecha de presentación de la declaración de renta que va a ser objeto del beneficio de 
auditoría- no se modifica o afecta por el hecho de que el contribuyente corrija, cumpliendo 
cabalmente la ley, el denuncio de renta que servirá de referente para establecer si se cumplen los 
porcentajes de incremento del impuesto neto de renta. De manera que, no tiene ninguna incidencia 
que el denuncio de corrección del año anterior sea presentado con posterioridad a la liquidación 
privada que gozaría del beneficio de auditoría. Sólo tendría incidencia en la medida en que el 
denuncio de corrección sea objeto de liquidación oficial de revisión, en la cuantía del impuesto neto 
declarado. […]La Sala no puede suponer que la corrección de la declaración de renta, que tuvo 
como objetivo aumentar el impuesto del año 2002 se presentó con el ánimo de acomodar la 
declaración de renta del año 2003 a los requisitos previstos para acceder al beneficio de auditoría. 
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La DIAN debió probar ese hecho, pues contaba con las facultades de fiscalización para demostrar 
ese supuesto. Pero, en tanto el denuncio de corrección no haya sido cuestionado por la DIAN, la 
Sala debe tenerlo como válido”. 
 
FUENTE FORMAL: LEY 633 DE 2000 - ARTICULO 17  
 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION CUARTA 
 

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 
 

Bogotá D.C., trece (13) de septiembre de dos mil doce (2012) 
 
Radicación número: 25000-23-27-000-2008-00117-01(17937) 
 
Actor: MARIA DEL PILAR PULECIO ESPITIA 
 
Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 
 
 
FALLO 
 
La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la DIAN, contra la sentencia del 15 de julio de 

2009, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, 

que resolvió lo siguiente:  

“PRIMERO. Se declara la nulidad de los siguientes actos administrativos:  

 

- La liquidación Oficial de Revisión No. 320642007000001 del 11 de enero de 2007, proferida por la División de 

Liquidación de la Administración de Impuestos Nacionales de las Personas Naturales de Bogotá de la U.A.E. ― 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales ― DIAN, mediante la cual se modificó la declaración del impuesto 

de renta y complementarios del año gravable de 2003, presentada por la ciudadana MARÍA DEL PILAR 

PULECIO ESPITIA, NIT. 51.871.491-5. 

 

- La Resolución No, 320662007000011 del 18 de enero de 2008, proferida por la División Jurídica Tributaria de la 

Administración de Impuestos Nacionales de las Personas Naturales de Bogotá de la U.A.E – Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, por medio de la cual se resolvió el recurso de reconsideración y se 

confirmó la Liquidación Oficial de Revisión No. 320642007000001 del 11 de enero de 2007. 

 

SEGUNDO. A título de restablecimiento de derecho se declara la firmeza de la declaración de renta y 

complementarios por el año gravable 2003 presentada por el contribuyente el 5 de mayo de 2004.  

 

TERCERO. No han condena costas (sic) (…)”.  

 



 

75 
 

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 

– Los días 16 de mayo de 200365 y 5 de mayo de 2004,66 María del Pilar Pulecio Espitia presentó las 

declaraciones del impuesto sobre la renta y complementarios correspondientes a los años gravables 

2002 y 2003, respectivamente. 

 

– El 6 de mayo de 2004, la parte actora presentó declaración de corrección del denuncio privado 

correspondiente al periodo 200267. 

 

– El 10 de mayo de 2006, la División de Fiscalización de la Administración Local de Impuestos 

Nacionales - Personas Naturales de Bogotá, mediante el Requerimiento Especial No. 

32063200600002668, propuso modificar la declaración del impuesto sobre la renta del año 2003. 

 

– El 11 de enero de 2007, la División de Liquidación de la Administración Local de Impuestos Nacionales 

- Personas Naturales de Bogotá, mediante la Liquidación Oficial de Revisión No. 32064200700000169, 

modificó la declaración de renta del año 2003 en los términos propuestos en el requerimiento especial. 

 

– El 18 de enero de 2008, la División Jurídica Tributaria de la Administración Local del Impuestos 

Nacionales - Personas Naturales de Bogotá, previa interposición del recurso de reconsideración contra 

la Liquidación Oficial de Revisión No. 320642007000001, expidió la Resolución No. 

320066200700001170, mediante la que confirmó el acto administrativo recurrido. 

ANTECEDENTES PROCESALES 

LA DEMANDA  

María del Pilar Pulecio Espitia, mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones: 

“3.1. Que son nulas (i) la Liquidación Oficial Renta Naturales – Revisión No. 320642007000001 del 11 de 

enero de 2007, proferida por la División de Liquidación de la Administración de Impuestos Nacionales de las 

Personas Naturales de Bogotá de la UAE – Dirección de Impuestos y Adunas Nacionales, que fue 

confirmada por la Resolución No. 320662007000011 del 18 de enero de 2008, y (ii) la Resolución No. 

320662007000011 del 18 de enero de 2008, proferida por la División Jurídica Tributaria de la Administración 

de Impuestos Nacionales de las Personas Naturales de Bogotá de la UAE – Dirección de Impuestos y 

 
65 Folio 25 del C.P. 
66 Folios 23 del C.P. 
67 Folios 24 del C.P. 
68 Folios 26 al 39 del C.P. 
69 Folios 49 al 78 del C.P. 
70 Folios 89 al 102 del C.P. 
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Aduanas Nacionales, por la cual se resuelve un recurso de reconsideración y se confirma la Liquidación 

Oficial Renta Naturales – Revisión No. 320642007000001 por cuanto fueron expedidas:  

 

➢ Con infracción de las normas de rango constitucional y legal en que deberían fundarse y violación de 

los principios constitucionales de la tributación;  

➢ Mediante falsa motivación;  

➢ Con evidente desviación de poder y fraude a la ley; y  

➢ Con infracción del principio de confianza legítima. 

 

3.2. Que, a título de restablecimiento del derecho, se reconozca judicialmente la firmeza de la declaración de 

renta de la demandante por el año gravable 2003, consolidada doce (12) meses después de su presentación 

sin que se hubiera notificado emplazamiento para corregir, esto es, el día 5 de mayo de 2005, fecha a partir 

de la cual se torna en intangible para las autoridades tributarias. 

 

3.3. Que, en los términos de la sentencia No. 86 proferida por la Corte Suprema de Justicia con fecha 25 de 

julio de 1991, Expediente 2273, se fije la caución que debe otorgar mi poderdante para garantizar el pago 

con lo recargos a que haya lugar en cuanto lo resuelto le resulte desfavorable.” 

 

Invocó como disposiciones violadas las siguientes:  

 

– Constitución Política: artículos 2, 6, 29, 209 y 230 

 

– Estatuto Tributario: artículos 683, 689-1 (texto modificado por el artículo 17 de la Ley 633 de 

2000), y 730, ordinal 5  

 

En síntesis, los cargos de violación propuestos fueron los siguientes. 

 

 

 

1. Violación de normas superiores. 

 

Dijo que la DIAN violó los artículos 271, 672, 2973, 837420975 y 23076 de la Constitución Política,  y 689-

1 [modificado por el artículo 17 de la Ley 633 de 2001],  683  y 730 del E.T., porque modificó la declaración 

del impuesto sobre la renta correspondiente al año gravable 2003, cuando supuestamente ya se 

 
71 En cuanto dispone que uno de los fines del Estado es asegurar un orden justo 
72 En cuanto dispone que los servidores públicos responden por extralimitación de funciones. 
73 En cuanto regula el derecho al debido proceso 
74 En cuanto regula el principio de buena fe y constituye el fundamento del principio de la confianza legítima. 
75 En cuanto regula que la función administrativa está al servicio de los intereses generales en aras de garantizar la seguridad jurídica. 
76 En cuanto dispone que los jueces deben someterse a la ley  
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encontraba en firme, con fundamento en una interpretación equivocada de las normas que regulan el 

beneficio de auditoría. No explicó en este acápite en qué consistió la indebida interpretación. 

 

 

2. Falsa motivación 

 

Luego de argumentar en qué consiste la causal de nulidad por falsa motivación, la demandante puso 

de presente que corrigió la declaración de renta del año 2002 después de haber presentado la 

declaración de renta del año 2003, y que en el denuncio del año 2003 se podía apreciar que había 

incrementado el impuesto sobre la renta del año 2002, declarado en el denuncio corregido, en los 

montos exigidos por el artículo 689-1 del E.T. 

 

Alegó que la DIAN violó el artículo 689-1 E.T., puesto que, a su parecer, interpretó de manera errada 

que para acceder al beneficio de auditoría, la declaración de renta del año 2002 debía haber sido 

presentada antes que la declaración de renta del año 2003, y no posteriormente, como se verificó en 

el caso concreto. 

  

Para sustentar su dicho, transcribió en dos columnas el artículo 17 de la Ley 633 de 2000, que 

modificó el artículo 689-1 E.T., y el artículo 7 del Decreto 406 de 2001, para evidenciar, a su juicio, 

que las citadas normas no exigían que las declaraciones presentadas y/o corregidas fueran 

presentadas con anterioridad a la presentación de la declaración que se desea beneficiar con la 

prerrogativa prevista en el artículo 689-1 E.T. 

 

Dijo que el impuesto neto de renta de determinado año gravable también es el que se incluye en la 

declaración de corrección, puesto que toda declaración presentada con posterioridad a la 

declaración inicial se considera una corrección y la sustituye para todos los efectos legales. 

 

Explicó que cuando un contribuyente corrige la declaración de renta del año anterior al periodo 

respecto del cual se aplica el beneficio de auditoría, el impuesto neto de renta que debe servir de 

base para determinar si cumple con los requisitos exigidos en las normas pertinentes es el de la 

última declaración presentada. 
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Por tanto, señaló que constituye una falsa motivación el hecho de que la DIAN haya tomado la 

declaración inicial como base para verificar los requisitos del beneficio de auditoría cuando, para la 

fecha en que inició la fiscalización, aquella  había sido sustituida para todos los efectos legales por la 

declaración de corrección. 

 

Por último, sostuvo que las normas que regulaban el beneficio de auditoría preveían que los 

contribuyentes que no hubieran presentado las declaraciones del impuesto sobre la renta, estando 

en la obligación de hacerlo, podían acogerse al beneficio si incrementaban el impuesto neto de renta 

en las cuantías señaladas. Añadió que si el legislador concedió esa prorrogativa a quienes no habían 

declarado, con mayor razón debía beneficiar a quienes sí habían cumplido esa obligación. 

 

3. Desviación de poder y fraude a la ley 

 

Dijo que, en el presente caso, la DIAN incurrió en desviación de poder porque la actuación 

administrativa estuvo motivada por un ánimo estrictamente recaudatorio.  

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda. Dijo que la litis se concretaba a decidir si la 

demandante tenía el derecho al beneficio de auditoría, en los términos del artículo 17 de la Ley 633 

de 2000 que modificó el artículo 689-1 E.T.  

 

Precisó que conforme con esa norma, para que proceda el beneficio de auditoría se debían cumplir 

los siguientes requisitos: 

 

- Que la declaración objeto del beneficio haya sido presentada de manera oportuna. Que, 

conforme con el artículo 16 del Decreto 3805 de 2003, la demandante tenía como último plazo 

para presentar y pagar la declaración de renta del año 2003, el 13 de mayo de 2004. Y que, 

en efecto, presentó ese denuncio el 5 de mayo de 2004, esto es, de forma oportuna. 

 

- Que el pago de la declaración se realice en los plazos señalados por el artículo 16 del Decreto 

3805 de 2003. 
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- Que antes del término de firmeza de la declaración de renta, la DIAN no haya notificado 

emplazamiento para corregir, esto es, dentro de los doce (12) meses siguientes al 5 de mayo 

de 2004. Puso de presente que la DIAN no notificó el emplazamiento dentro de ese año. 

 

- Que el contribuyente no goce de beneficios tributarios en razón a su ubicación en una zona 

geográfica determinada. 

 

- Que el impuesto neto del período objeto de beneficio se incremente con relación al año 

inmediatamente anterior, en por lo menos un porcentaje equivalente a dos veces la inflación 

causada del respectivo periodo gravable, en relación con el impuesto neto de renta del año 

inmediatamente anterior.  

 

- Explicó que, para el año 2003, la inflación certificada por el DANE fue de 6.49%, de tal forma 

que, el impuesto neto de renta debía incrementarse en por lo menos 12.98% frente al del año 

2002. Que, al momento en que la parte actora presentó la declaración de renta 

correspondiente al año 2003, esto es el 5 de mayo de 2004, el denuncio privado del periodo 

2002 que presentó el 16 de mayo de 2003 registraba como impuesto neto de renta la suma de 

$100.000. Que, en consecuencia, para gozar del beneficio de auditoría la demandante debía 

probar que incrementó el impuesto de renta del año 2003 por lo menos en 12.98%. Que, en la 

declaración del periodo 2003, la parte actora consignó un valor de $740.000, y, por lo tanto, 

cumplió la exigencia antes referida.  

 

- Que el impuesto neto sobre la renta de la declaración del año frente al cual debe cumplirse el 

requisito del incremento, sea superior a dos salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Explicó que este requisito no lo cumplió la demandante. Puso de presente que para el año 

2002, el salario mínimo legal mensual vigente equivalía a $309.000, según el decreto 2910 de 

2001. Que, para el 5 de mayo de 2004, fecha en que la parte actora presentó la declaración 

de renta del año 2003, en la cuenta corriente que lleva la DIAN figuraba que la demandante 

presentó la declaración de renta por el año 2002, el 16 de mayo de 2003.  
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- Que en esa declaración de renta del año 2002 figura que el impuesto de renta que declaró 

asciende a $100.000. Que como esa suma es inferior a los dos salarios mínimos legales 

mensuales vigentes al año 2002 ($618.000), no estaba satisfecho el requisito previsto en el 

parágrafo segundo del artículo 689-1 E-T. Que no es procedente hacer el análisis con relación 

a la declaración de corrección del impuesto de renta que por el año 2002 presentó la 

demandante el 6 de mayo de 2004. Lo anterior porque, de una parte, los requisitos del 

beneficio de auditoría deben cumplirse a la fecha de presentación de la declaración de renta 

respecto de la cual se pretende el beneficio, tal como se deduce del artículo 689-1 E.T. que 

dispone que el término de firmeza se cuenta a partir del denuncio inicial, no del de corrección. 

Y, de otro lado, porque la corrección que hizo la demandante se hizo con el único propósito de 

“acomodarse al requisito mencionado”77. 

 

Además de lo expuesto, la DIAN adujo que no era aplicable al caso concreto el literal d) del artículo 7 

del Decreto 406 de 200178, porque esa norma previó una medida excepcional para aquellos 

contribuyentes que no habían presentado la declaración de renta por los años gravables anteriores al 

del beneficio. 

Que, por lo expuesto, la declaración del impuesto sobre la renta del año 2003, presentada el 5 de 

mayo de 2004, no gozaba del beneficio de auditoría y que, por esa razón, el término de firmeza del 

dicho denuncio era el general de dos años, previsto en el artículo 714 del E.T. Que, en 

consecuencia, los actos administrativos demandados no son nulos pues no vulneraron ningún 

precepto constitucional ni del Estatuto Tributario, ni fueron falsamente motivados. 

 

LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “A”, accedió a las 

pretensiones de la demanda. 

 

 
77 En la declaración de corrección que por el año 2002 presentó la demandante, se incrementa el impuesto de renta de $100.000 a $620.000. 
78“Literal d) del artículo 7 del Decreto 406 de 2001: En el caso de contribuyentes obligados a declarar que no lo hayan hecho por los años gravables 
anteriores al del beneficio, presentar en debida forma estas declaraciones incrementando su impuesto neto de renta en un porcentaje equivalente a dos 
(2) veces la inflación causada en el respectivo año gravable, y siempre que aquél no sea inferior a dos salarios mínimos mensuales legales; y pagar los 
valores a cargo por concepto de impuesto, sanciones, intereses y actualización. Este requisito deberá cumplirse a más tardar en la fecha en la cual 
vence el plazo para declarar el año gravable objeto del beneficio; (…)” 
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Señaló que el problema jurídico a resolver consistía en determinar si para efectos del beneficio de 

auditoría de la declaración de renta del año 2003, debía tenerse en cuenta el denuncio privado inicial 

del año 2002, existente al momento de la presentación de la declaración objeto del beneficio o la 

corrección efectuada con posterioridad a la presentación de la declaración de renta del año 2003. 

 

Para resolver el problema jurídico propuesto, sostuvo que lo primero que debía determinar era si la 

corrección de la declaración del año 2002, efectuada el 6 de mayo de 2004, era válida a luz de lo 

previsto en el artículo 588 del E.T. 

 

Explicó que, según el Decreto 3258 de 2002, la demandante debió presentar la declaración del 

impuesto sobre la renta del año gravable 2002 a más tardar el 21 de abril de 2003. Que, sin 

embargo, cumplió esa obligación de manera extemporáneamente el 16 de mayo de 2003. Que, por 

lo tanto, dicho denuncio adquiría firmeza hasta el 16 de mayo de 2005.  

 

Que como la demandante corrigió oportunamente (6 de mayo de 2004) la declaración de renta del 

año 2002, en el sentido de aumentar el impuesto neto de renta de $100.000 a $620.000, esa 

declaración es válida.  

 

Que, en esa medida, la demandante satisfizo los requisitos previstos en el artículo 17 de la Ley 633 

de 2000. 

 

Que, en efecto, como la inflación del año 2003 fue del 12,49%, para acceder al beneficio de 

auditoría, la parte actora debió liquidar por lo menos un impuesto neto de renta de $720.000, 

exigencia que cumplió, pues el impuesto lo tasó en $740.000. 

 

Concluyó que, como la DIAN no notificó el emplazamiento para corregir antes del 5 de mayo de 

2005, la declaración de renta del año 2003 había quedado en firme al tenor del artículo 689-1 del 

E.T.  

EL RECURSO DE APELACIÓN.  

 

La DIAN interpuso el recurso de apelación. Dijo que el artículo 689-1 del E.T. previó varios 

escenarios para que los contribuyentes se acogieran al beneficio de auditoría.  
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Que en el primero de ellos estableció que las declaraciones de los contribuyentes que incrementaran 

el impuesto neto de renta en un porcentaje equivalente a dos veces el valor de la inflación del 

respectivo año gravable, en relación con el impuesto del año anterior, quedarían en firme si dentro 

de los 12 meses siguientes a la presentación de la declaración no se notificaba emplazamiento para 

corregir. 

 

Que el segundo escenario, previsto en el inciso 4º de la misma norma, estableció que los 

contribuyentes que en los años anteriores al periodo en el que pretendieran acogerse al beneficio, no 

hubieran presentado alguna declaración de renta y las presentaran dentro de los términos previstos 

para los años 2000 a 2003, tendrían derecho al beneficio de auditoría, siempre que incrementaran el 

impuesto neto de renta en un porcentaje equivalente a dos veces el valor de la inflación del 

respectivo periodo. 

 

Señaló que, de otra parte, el literal d) del artículo 7 del Decreto 406 de 2001 previó otro escenario, 

referido a los obligados a declarar que no hubieran dado cumplimiento a esta obligación, evento en 

el cual, para acceder al beneficio, los requisitos debían cumplirse a la fecha del vencimiento del 

plazo para declarar. 

 

Insistió en que los requisitos previstos para acceder al beneficio de auditoría debían cumplirse en la 

fecha de presentación de la declaración del periodo sobre el que recaía el beneficio, ya que ese era 

el momento en que deberían compararse las declaraciones y no posteriormente. Que, en 

consecuencia, el incumplimiento de alguno de los requisitos a esa fecha implicaba el 

desconocimiento del beneficio. 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

La parte actora reiteró los argumentos de la demanda. Manifestó que aceptar la tesis de la 

Administración implicaba desconocer los efectos de las correcciones de las declaraciones. 

 

Agregó que, de conformidad con el literal d) del Decreto 406 de 2001, las correcciones surtidas con 

posterioridad a la presentación de las declaraciones beneficiadas, fueran voluntarias o provocadas, 
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sí tienen efecto legal, tanto para determinar la pérdida del beneficio de auditoría como para 

mantenerlo. 

 

La DIAN reiteró los argumentos de la contestación de la demanda y del recurso de apelación.  

El Ministerio Público solicitó revocar la sentencia apelada. Dijo que para acceder al beneficio de 

auditoría se requería: i) aumentar el impuesto neto de renta del año en que se pretenda el beneficio 

de auditoría con respecto al año inmediatamente anterior, ii) que tal incremento debe corresponder a 

un porcentaje mínimo determinado, iii) realizar los pagos del impuesto en las fechas dispuestas por 

la ley y, iv) que se encontraba implícita la exigencia consistente en que al momento de la 

presentación de la declaración se encontraran cumplidos los tres anteriores requisitos. 

 

Explicó que, la última condición surge de la reducción del plazo de firmeza de la declaración de renta 

y, por ende, de las facultades de fiscalización con las que cuenta la DIAN, porque es precisamente a 

partir de la declaración inicial que se cuenta el término de doce meses a que hace referencia el 

artículo 689-1 del E.T.  

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

En los términos del recurso de apelación interpuesto por la DIAN, la Sala decidirá si son nulas: i) la 

Liquidación Oficial de Revisión No. 320642007000001 del 11 de enero de 2007, mediante la que la 

División de Liquidación de la Administración Local de Impuestos Nacionales - Personas Naturales de 

Bogotá de la UAE DIAN modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios del 

año 2003, que la demandante presentó el 5 de mayo de 2004, y (ii) la Resolución No. 

320662007000011 del 18 de enero de 2008, expedida por la División Jurídica Tributaria de la misma 

Administración, que confirmó el acto administrativo recurrido. 

 

Concretamente, la Sala decidirá si respecto de la declaración del impuesto sobre la renta y 

complementarios del año gravable 2003 operó el beneficio de auditoría previsto en el artículo 17 de 

la Ley 633 de 2000, reglamentado por el Decreto 406 de 2001. Para el efecto, la Sala precisará: ( i) 

los hechos relevantes para decidir el caso, (ii) la debida interpretación del artículo 17 de la Ley 633 

de 2000, que modificó el artículo 689-1 E.T. (iii) el análisis del caso concreto. 
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De los hechos relevantes para decidir el caso. 

 

En el presente caso, son relevantes para decidir los siguientes hechos probados: 

 

1. El 16 de mayo de 200379, María del Pilar Pulecio Espitia presentó la declaración del impuesto 

sobre la renta y complementarios del año 2002, en la que liquidó un impuesto neto de renta de 

$100.000. 

2. El 5 de mayo de 200480, la parte actora presentó el denuncio privado de renta del periodo 

gravable 2003, en el que determinó un impuesto neto de renta de $740.000. 

3. El 6 de mayo de 2004, la demandante presentó declaración de corrección del denuncio 

correspondiente al año 200281. En la corrección, la demandante: (i) modificó el renglón de 

deducciones82, incrementó la renta líquida gravable83, (iii) modificó el impuesto sobre la renta 

gravable84, (iv) incrementó el anticipo que pagó por el año 200285, (v) incrementó el anticipo 

debido por el año 200386, (vi) incrementó el anticipo de la sobretasa87, (vi) liquidó sanción por 

inexactitud88, y, (vii) liquidó saldo a pagar89 e intereses de mora90. En total pagó $1.142.000 en 

los que incluyó el pago de los $90.000 que pagó en el denuncio inicial. 

4. El 10 de mayo de 2006, la División de Fiscalización de la Administración Local Impuestos 

Nacionales - Personas Naturales de Bogotá, mediante el Requerimiento Especial No. 

3206320060002691, notificado el 11 de mayo del mismo año, propuso modificar la declaración 

del impuesto sobre la renta del periodo gravable 2003 para incrementar el impuesto neto de 

renta a $323.749.000 e imponer una sanción por inexactitud de $544.866.000. 

5. El 10 de agosto de 2006, la parte actora, mediante oficio radicado en la DIAN, se opuso a la 

modificación propuesta en el requerimiento especial. Alegó que respecto de la declaración 

glosada había operado el beneficio de auditoría, estipulado en el artículo 689-1 del E.T.92. 

 
79 Folio 25 del C.P. 
80 Folios 23 del C.P. 
81 Folios 24 del C.P. 
82 En el denuncio inicial declaró deducciones en cuantía de $24.404.000. Y en la corrección declaró deducciones por $21.830.000 
83 En el denuncio inicial calculó la renta líquida gravable en $19.080.000. Y en la corrección, calculó en $21.654.000 
84 En el denuncio inicial calculó el impuesto en $10.000. Y en la corrección en $620.000. En ambos casos tuvo en cuenta el decreto 2794 de 2001. 
85 En el denuncio inicial liquidó por anticipo del año 2002 un total de $90.000. Y en la corrección un total de $255.000. 
86 En el denuncio inicial liquidó por anticipo del año 2003 un total de $75.000. Y en la corrección un total de $465.000. 
87 En el denuncio inicial liquidó por sobretasa del anticipo del año 2003 un total de $5.000. Y en la corrección un total de $31.000 
88 En cuantía de $180.000 
89 En cuantía de $1.041000. 
90 En cuantía de $191.000 
91 Folios 26 al 39 del C.P. 
92 Folios 40 al 48 del C.P. 
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6. El 11 de enero de 2007, la División de Liquidación de la Administración Local de Impuestos 

Nacionales - Personas Naturales de Bogotá, mediante la Liquidación Oficial de Revisión No. 

32064200700000193, rechazó los argumentos de defensa propuestos en la respuesta al 

requerimiento especial y modificó la declaración del 2003 en los términos propuestos en el 

requerimiento. 

7. El 9 de marzo de 2007, la demandante interpuso recurso de reconsideración contra la 

Liquidación Oficial de Revisión No. 320642007000001.94 

8. El 18 de enero de 2008, la División Jurídica Tributaria de la Administración Local del 

Impuestos Nacionales - Personas Naturales de Bogotá expidió la Resolución No. 

23066200700001195, mediante la que confirmó el acto administrativo recurrido. 

 

De la debida interpretación del artículo 689-1 E.T., modificado por el artículo 17 de la Ley 633 

de 2001. 

 

El artículo 689-1 E.T., modificado por el artículo 17 de la Ley 633 de 2001, dispone lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 17. BENEFICIO DE AUDITORÍA. Modifícase el artículo 689-1 del Estatuto Tributario, el cual 

quedará así:  

 

"Artículo 689-1. BENEFICIO DE AUDITORÍA. Para los períodos gravables 2000 a 2003, la liquidación privada 

de los contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementarios que incrementen su impuesto neto de renta 

en por lo menos un porcentaje equivalente a dos (2) veces la inflación causada del respectivo período gravable, 

en relación con el impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior, quedará en firme si dent ro de los 

doce (12) meses siguientes a la fecha de su presentación no se hubiere notificado emplazamiento para 

corregir, siempre que la declaración sea debidamente presentada en forma oportuna y el pago se realice en los 

plazos que para tal efecto fije el Gobierno Nacional.  

 

En el caso de los contribuyentes que se sometan al beneficio de auditoría, el término de firmeza aquí previsto 

será igualmente aplicable para sus declaraciones de retención en la fuente y del impuesto a las ventas, 

correspondientes a los períodos contenidos en el año gravable del impuesto sobre la renta sometido al beneficio.  

 

Esta norma no es aplicable a los contribuyentes que gocen de beneficios tributarios en razón a su ubicación en 

una zona geográfica determinada.  

 

Cuando la declaración objeto de beneficio de auditoría arroje una pérdida fiscal, la Administración Tributaria 

podrá ejercer las facultades de fiscalización para determinar la procedencia o improcedencia de la misma y por 

 
93 Folios 49 al 78 del C.P. 
94 Folios 79 al 88 del C.P. 
95 Folios 89 al 102 del C.P. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/codigo/estatuto_tributario_pr029.html#689-1
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ende su compensación en años posteriores. Esta facultad se tendrá no obstante haya transcurrido el período de 

los doce (12) meses de que trata el presente artículo.  

 

En el caso de los contribuyentes que en los años anteriores al período en el que pretende acogerse al beneficio 

de auditoría, no hubieren presentado declaración de renta y complementarios, y cumplan con dicha obligación 

dentro de los plazos que señale el Gobierno Nacional para presentar las declaraciones correspondientes a los 

períodos gravables 2000 a 2003, les será aplicable el término de firmeza de la liquidación prevista en este 

artículo, para lo cual deberán incrementar el impuesto neto de renta a cargo por dichos períodos en un valor 

equivalente a dos (2) veces el porcentaje de inflación del respectivo período gravable.  

 

Cuando se demuestre que las retenciones en la fuente declaradas son inexistentes, no procederá el beneficio de 

auditoría.  

 

PARÁGRAFO 1º. Las declaraciones de corrección y solicitudes de corrección que se presenten antes del 

término de firmeza de que trata el presente artículo, no afectarán la validez del beneficio de auditoría, siempre y 

cuando en la declaración inicial el contribuyente cumpla con los requisitos de presentación oportuna, incremento 

del impuesto neto sobre la renta, pago, y en las correcciones dichos requisitos se mantengan. 

PARÁGRAFO 2o. Cuando el impuesto neto sobre la renta de la declaración correspondiente al año gravable 

frente al cual debe cumplirse el requisito del incremento, sea inferior a dos (2) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes, no procederá la aplicación del beneficio de auditoría". (Resaltado no hace parte de la norma 

citada). 

 

Para lo que interesa al caso concreto, a la Sala le corresponde precisar la interpretación del inciso 

primero y del parágrafo segundo del artículo 17 de la Ley 633 de 2000, pues en estos dos incisos se 

fundamentó la DIAN para decidir que la demandante no tenía derecho al beneficio de auditoría. 

Concretamente, la Sala debe definir si cuando el artículo 17 de la Ley 633 de 2000 alude “al 

impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior”, a la liquidación privada que gozaría del 

beneficio de auditoría, se está refiriendo al impuesto neto de renta declarado en el denuncio inicial o 

en el denuncio de corrección y, si tiene alguna incidencia que el denuncio de corrección sea 

presentado con posterioridad a la liquidación privada que gozaría del beneficio de auditoría. 

 

La Sala considera que el impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior a la liquidación 

privada que gozaría del beneficio de auditoría, alude al impuesto neto de renta declarado en el 

denuncio inicial o en el denuncio de corrección.  

 

Lo anterior, por cuanto, las correcciones a los denuncios de renta están permitidos, en los términos 

de los artículos 588 y 589 del E.T., tal como lo puso de presente el a quo. Y, porque al tenor del 

inciso segundo del artículo 588 E.T. “Toda declaración que el contribuyente, responsable, agente retenedor o 

declarante, presente con posterioridad a la declaración inicial, será considerada como una corrección a la declaración 

inicial o a la última corrección presentada, según el caso.” 
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El término de firmeza de los doce meses a que alude el artículo 689-1 del E.T.― que se cuenta a 

partir de la fecha de presentación de la declaración de renta que va a ser objeto del beneficio de 

auditoría― no se modifica o afecta por el hecho de que el contribuyente corrija, cumpliendo 

cabalmente la ley, el denuncio de renta que servirá de referente para establecer si se cumplen los 

porcentajes de incremento del impuesto neto de renta.  

 

De manera que, no tiene ninguna incidencia que el denuncio de corrección del año anterior sea 

presentado con posterioridad a la liquidación privada que gozaría del beneficio de auditoría. Sólo 

tendría incidencia en la medida en que el denuncio de corrección sea objeto de liquidación oficial de 

revisión, en la cuantía del impuesto neto declarado. 

Del caso concreto 

 

En el caso concreto está probado que la demandante corrigió el denuncio de renta del año 2002, 

después de haber presentado el denuncio de renta del año 2003.  

 

La DIAN no discute que cotejado el denuncio de renta del año 2003 con el denuncio de renta 

corregido del año 2002, la demandante acredita el cumplimiento de los requisitos previstos en el 

artículo 17 de la Ley 633 de 2000.  

 

Lo que discute la DIAN es que la declaración de renta que debía tenerse en cuenta como parámetro 

de comparación era la declaración de renta vigente al momento de la presentación de la declaración 

de renta del año 2003, independientemente de la validez de la corrección que presentó 

posteriormente del denuncio de renta del año 2002. Insiste en que el requisito previsto en el 

parágrafo 2 del artículo 17 de la Ley 633 de 2000 debía estar cumplido a la fecha en que se presentó 

la declaración de renta del año 2003. Además, increpó que la demandante corrigió el denuncio de 

renta del año 2002 con el único propósito de acomodar la declaración de renta del año 2003 a los 

requisitos exigidos para acceder al beneficio de auditoría. 

 

La Sala reitera que del inciso primero y del parágrafo segundo del artículo 17 de la Ley 633 de 2000 

no se puede colegir que no sea válido el impuesto neto de renta declarado en el denuncio corregido 

y que ese denuncio no pueda ser visto como referente válido para establecer el cumplimiento de los 
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requisitos para acceder al beneficio de auditoría, así la corrección se haya presentado con 

posterioridad a la declaración de renta del año 2003. 

 

La Sala no puede suponer que la corrección de la declaración de renta, que tuvo como objetivo 

aumentar el impuesto del año 2002 se presentó con el ánimo de acomodar la declaración de renta 

del año 2003 a los requisitos previstos para acceder al beneficio de auditoría. La DIAN debió probar 

ese hecho, pues contaba con las facultades de fiscalización para demostrar ese supuesto. Pero, en 

tanto el denuncio de corrección no haya sido cuestionado por la DIAN, la Sala debe tenerlo como 

válido. 

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley 

F A L L A 

 

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia del 15 de julio de 2009, proferida por el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, Sección Carta, Subsección “A”, dentro del contencioso de nulidad y 

restablecimiento del derecho promovido por María del Pilar Pulecio Espitia, en contra de la DIAN.  

 

SEGUNDO: RECONÓCESE personería a la abogada Sandra Patricia Moreno Serrano como apodera 

de la DIAN. 

 

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase. 

  

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha 

 

 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS 

BÁRCENAS 

Presidente 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE 

VALENCIA 
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WILLIAM GIRALDO GIRALDO 
 

CARMEN TERESA ORTIZ DE 
RODRÍGUEZ  
Salvo Voto 

 
 
 
 
 

BENEFICIO DE AUDITORIA DE LA LEY 633 DE 2000 - Requisitos. Procedencia. No opera si la 
declaración de renta que sirve de referente para verificar el aumento del impuesto neto de 
renta liquidado en el año siguiente se corrige con posterioridad a la presentación del 
denuncio que pretende quedar cobijado por el beneficio 
 
“En el proyecto se afirma que, según la norma, el impuesto se compara  frente al del año anterior, ya 
sea que se trate del declarado en el denuncio inicial o en uno de corrección, y que no tiene ninguna 
incidencia que el denuncio de corrección sea presentado con posterioridad a la declaración que se 
pretende beneficiar. No comparto esa conclusión, como quiera que el beneficio de auditoría opera 
sobre las liquidaciones privadas en las que se incremente el impuesto neto de renta, en por lo menos 
dos veces la inflación, en relación con el impuesto del año anterior. Por lo tanto, el cumplimiento de 
este requisito sólo puede verificarse comparando el impuesto liquidado en la declaración que se 
pretende quede cobijada por el beneficio, frente al que consta en la declaración del año anterior que 
obra al momento de su presentación y no frente a una declaración (posterior) que en ese momento 
no existía”. 
 
FUENTE FORMAL: LEY 633 DE 2000 - ARTICULO 17/ ESTATUTO TRIBUTARIO - ARTICULO 689, 
INCISO 1 
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Con el acostumbrado respeto me separo de la decisión que tomó la Sala en el asunto de la 

referencia, por las siguientes razones: 

 

De conformidad con el artículo  17 de la Ley 633 de 2000, que modificó el artículo 689-1 del 

Estatuto Tributario, el beneficio de auditoría opera respecto de la liquidación privada del 

impuesto sobre la renta de los años gravables 2000 a 2003, de los contribuyentes que 

incrementen su impuesto neto de renta en por lo menos un porcentaje equivalente a dos (2) 

veces la inflación causada del respectivo período gravable, en relación con el impuesto neto 

de renta del año inmediatamente anterior. 

 

Dice la norma que la declaración quedará en firme si dentro de los doce (12) meses 

siguientes a la fecha de su presentación no se hubiere notificado emplazamiento para 

corregir, siempre que la declaración sea oportuna y debidamente presentada, y el pago se 

realice en los plazos que para tal efecto fije el Gobierno Nacional. 

 

En el caso que nos ocupa, se pretende el beneficio de auditoría sobre la declaración de renta del año 

2003 que fue presentada el 5 de mayo de 2004 y, para esos efectos, la declaración que se tiene 

como referente es la de corrección del año 2002, que fue radicada el 6 de mayo de 2004, al día 

siguiente, en la que se aumentó el impuesto a cargo para cumplir con el requisito exigido de que el 

impuesto a cargo fuera mayor a dos salarios mínimos legales mensuales96. 

 

Como se evidencia, la declaración del año 2002 con la cual debe compararse la del año 2003 para 

verificar si se cumple el requisito del aumento del impuesto a cargo en los términos exigidos, para 

tener derecho al beneficio, fue presentada con posterioridad a la presentación de la correspondiente 

al año 2003, sobre la que se invoca el beneficio. 

 

 
96 Ley 633 de 2001, artículo 17, parágrafo 2º. “Cuando el impuesto neto sobre la renta de la declaración correspondiente al año 

gravable frente al cual debe cumplirse el requisito del incremento, sea inferior a dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes, 

no procederá la aplicación del beneficio de auditoría". 
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Es ilógico afirmar que al momento de presentación de la declaración actual, la del año 2003, se 

cumple el requisito del aumento del impuesto, respecto de una declaración que para ese instante no 

existía, pues no había sido presentada, lo que se hizo al día siguiente.    

En el proyecto se afirma que, según la norma, el impuesto se compara  frente al del año anterior, ya 

sea que se trate del declarado en el denuncio inicial o en uno de corrección, y que no tiene ninguna 

incidencia que el denuncio de corrección sea presentado con posterioridad a la declaración que se 

pretende beneficiar. 

No comparto esa conclusión, como quiera que el beneficio de auditoría opera sobre las 

liquidaciones privadas en las que se incremente el impuesto neto de renta, en por lo menos 

dos veces la inflación, en relación con el impuesto del año anterior. 

 

Por lo tanto, el cumplimiento de este requisito sólo puede verificarse comparando el impuesto 

liquidado en la declaración que se pretende quede cobijada por el beneficio, frente al que 

consta en la declaración del año anterior que obra al momento de su presentación y no frente 

a una declaración (posterior) que en ese momento no existía.  

 

Contrario a lo afirmado en la sentencia, con la corrección a la declaración del año anterior, 

2002, en fecha posterior a la presentación de la del año 2003, la actora sí buscaba acomodar 

su denuncio para acceder al beneficio de auditoría, como quiera que el denuncio del año 

2002 que obraba al momento de la presentación de la declaración del ejercicio 2003, se 

enmarca dentro de aquellos que no permitían alcanzar el beneficio, ya que el impuesto allí 

liquidado era inferior a dos salarios mínimos legales mensuales vigentes.              

En esta forma dejo expresadas las razones de mi salvamento de voto. 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

Dado en Bogotá D. C., a los veintiún (21) días del mes de noviembre de dos mil doce (2012)      
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ventas con tarifa cero (0) . 
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SENTENCIA N.º 6 EXPEDIENTE N.º 17832                                                                      

BIENES EXENTOS - Están gravados con IVA  pero a una tarifa cero / PRODUCTOR DE BIENES 

EXENTOS - Tienen derecho a la devolución del iva / IMPUESTOS DESCONTABLES - Los 

pueden solicitar en devolución por lo pagado por los bienes exentos  

 

Por la naturaleza de los bienes exentos previstos en la disposición mencionada, la Ley les ha dado 

un tratamiento especial, dado que se encuentran gravados con Impuesto sobre las Ventas a una 

tarifa de cero (0), es decir, están exonerados del tributo. El productor de dichos bienes adquiere la 

calidad de responsable del impuesto, con derecho a la devolución del IVA repercutido por los 

agentes económicos que le preceden, o sea, a descontar los impuestos causados en la adquisición 

de bienes y servicios, cuando constituyan costo o gasto para producirlos. En cuanto a quienes se les 

devuelve los saldos a favor, provenientes de la aplicación de los impuestos descontables, el 

parágrafo 1° del artículo 850 del Estatuto Tributario (modificado por el artículo 67 de la Ley 788 de 

2002) expresa que “Cuando se trate de responsables del impuesto sobre las ventas, la devolución de 

saldos originados en la declaración del impuesto sobre las ventas, sólo podrá ser solicitada por 

aquellos responsables de los bienes y servicios de que trata el artículo 481, por los productores de 

los bienes exentos a que se refiere el artículo 477 y por aquellos que hayan sido objeto de retención. 

(Negrilla fuera de texto). Así las cosas, la Sala observa que el fin buscado por el legislador tributario 

en el artículo 477 ib en comento, se circunscribe a que bienes considerados como parte integrante 

de la canasta familiar de los colombianos, que estaban consagrados como excluidos del IVA en el 

artículo 424 ib. [antes de la modificación realizada por el artículo 31 de la Ley 788 de 2002 al art. 477 

del E.T.], pasaran a la modalidad de exentos (con tarifa cero), para que el consumidor final no se 

viera afectado con un tributo que aumentara su valor, y el productor de ellos obtuviera la devolución 

del IVA que cancelara en el ciclo productivo para la obtención del bien. En los antecedentes de la 

expedición de la Ley 788 de 2002 [art.31], se lee: “Eliminar el concepto de bienes excluidos en IVA, 

puesto que en las líneas de producción el peso del IVA es trasladado totalmente al consumidor final, 

quien tiene que pagar un mayor precio. Con esta propuesta los bienes excluidos pasan a la categoría 

de exentos (con tarifa 0), de tal manera que siempre se pueda deducir el IVA pagado contra el IVA 

generado sin que el costo total se traslade al producto.” Observa la Sala que ni el artículo 477 del 

Estatuto Tributario ni el Decreto 1949 de julio 14 de 2003 limitan la exención a un período dentro del 

proceso productivo en el que se pueda considerar como descontable el IVA pagado en la adquisición 

de bienes y servicios, como lo pretende la DIAN al excluir de dicho beneficio el período de levante de 

las aves, por considerarlas que constituyen activos fijos 

 

PRODUCTORES DE HUEVOS - Tienen derecho a la devolución del IVA sobre bienes y 

servicios que constituyan costo o gasto / PROCESO DE PRODUCCION - Concepto / 

FACTORES DE PRODUCCION O FACTORES PRODUCTIVOS - Recursos que agregan un valor 
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al bien o servicio / DEVOLUCION DEL IVA - Consagra este beneficio dentro del proceso de 

producción sin limitación  

 

El Decreto Reglamentario No. 1949 de julio 14 de 2003 expresamente señala que los productores de 

huevos tienen derecho a tratar como descontable el IVA pagado sobre bienes y servicios que 

constituyan costo o gasto necesario para el desarrollo del proceso de producción y comercialización 

por parte del avicultor. Por proceso de producción se entiende: “un sistema de acciones que se 

encuentran interrelacionadas de forma dinámica y que se orientan a la transformación de ciertos 

elementos.  De esta manera, los elementos de entrada (conocidos como factores) pasan a ser 

elementos de salida (productos) tras un proceso en el que se incrementa su valor, cabe destacar que 

los factores son los bienes que se utilizan con fines productivos (las materias primas).  Los 

productos, en cambio, están destinados a la venta al consumidor final o mayorista” Ahora bien, se 

conocen como factores de producción o factores productivos los recursos que combinados en un 

proceso productivo agregan valor en la elaboración de bienes y servicios. En consecuencia, si el 

artículo 477 del Estatuto Tributario consagra el beneficio fiscal sin restricción alguna en el proceso de 

producción, y el decreto reglamentario expresamente trata como descontable el IVA pagado sobre 

bienes y servicios que constituyan costo o gasto necesario para el desarrollo del proceso de 

producción, acorde con lo señalado por el a quo, la prohibición de descontar el IVA asociado al 

alimento consumido por las aves en la etapa de levante, siendo un gasto necesario que hace parte 

del proceso de producción, vulnera el artículo 477 ib al desconocer un beneficio fiscal, limitando sin 

autorización legal la exención consagrada. Como lo dijo el Ministerio Público,  es lógico que si el ave 

no se alimenta, no llega a la edad adulta, y si no llega a la edad adulta, simplemente no es posible la 

producción de carne ni huevos. 

 
FUENTE FORMAL: DECRETO REGLAMENTARIO 1949 DE 2003 / ESTATUTO 
TRIBUTARIO - ARTICULO 477  
 

NOTA DE RELATORIA: Sobre el asunto que se discute se reiteran sentencias del Consejo de 
Estado, Sección cuarta de 24 de marzo de 2011, Rad. 17884 y 17971 C.P. William Giraldo Giraldo; 
11 de agosto de 2011, Rad. 18037 y 17974, C.P. Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez; 5 de mayo de 
2011, Rad. 17952 C.P. Martha Teresa Briceño de Valencia. 
 

 

CONSEJO DE ESTADO 

 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
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SECCION CUARTA 

 

Consejero ponente: HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 

 

Bogotá D.C., catorce (14) de junio de dos mil doce (2012). 

 

Radicación numero: 25000-23-27-000-2008-00162-01(17832) 

 

Actor: PIMPOLLO S.A. 

 

Demandado: U.A.E. DIAN 

 

 

FALLO 

 

 

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la U.A.E. DIAN contra la 

sentencia del 21 de mayo de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que 

falló lo siguiente:  

 

“1.- ANULAR LA LIQUIDACION (sic) OFICIAL DE REVISIÓN No. 310642007000021 DE 8 DE MARZO 

DE 2007 Y LA RESOLUCIÓN No. 310662008000005 DE 25 DE FEBRERO DE 2008, A TRAVÉS DE 

LAS CUALES LA ADMINISTRACIÓN ESPECIAL DE IMPUESTOS DE LOS GRANDES 

CONTRIBUYENTES DE BOGOTÁ, MODIFICÓ LA DECLARACIÓN PRIVADA DEL IMPUESTO SOBRE 

LAS VENTAS POR EL SEXTO BIMESTRE DE 2004, PRESENTADA POR LA SOCIEDAD PIMPOLLO 

S.A. 
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COMO CONSECUENCIA DE LO ANTERIOR, Y A TÍTULO DE RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, 

SE DECLARA EN FIRME LA DECLARACIÓN PRIVADA PRESENTADA POR LA SOCIEDAD 

DEMANDANTE, POR CONCEPTO DE IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS DEL SEXTO BIMESTRE 

DEL AÑO 2004.  

 

2.- Reconocer personería jurídica a (sic) doctor LUIS Z. MALAVER AMEZQUITA (sic), como apoderado judicial de 
la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, en los términos y para los 
efectos del poder conferido y que obra a folio 209 del expediente 
 
3.- En firme esta providencia y hechas las anotaciones correspondientes, archívese el expediente, previa 
devolución de los antecedentes administrativos a la oficina de origen, y de los gastos del proceso a la parte 
demandante, si a ello hubiere lugar. Déjense las constancias del caso. 
 
(…)” 

 

1. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS 

 

- La sociedad PIMPOLLO S.A. presentó la declaración del IVA del 6º bimestre de 2004, el día 

12 de enero de 2005, identificada con el autoadhesivo número 1341901053620497; 

posteriormente corregida el día 9 de febrero de 2005, y en la que se registró un saldo a favor 

de $1.936.450.000.98 

 

- Mediante la Resolución número 608-0215 del 25 de febrero de 2005, la Administración 

Especial de los Grandes Contribuyentes reconoció el anterior saldo a favor, compensó el valor 

de $735.396.000 y devolvió $1.201.054.000 a la demandante.   

 

- Mediante el Requerimiento Especial número 310632006000150 del 12 de octubre de 2006 se 

propuso modificar la liquidación privada del IVA del 6º bimestre de 2004. 

 

- El día 8 de marzo de 2007, la División de Liquidación expidió la Liquidación Oficial de Revisión 

número 310642007000021. En dicho acto se rechazaron impuestos descontables por 

 
97 Folio 172 del cuaderno 1 de antecedentes. 

 
98 Autoadhesivo número 13419010536852, folio 173 del cuaderno 1 de antecedentes.  
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operaciones gravadas por $207.516.000 (renglón 66),se impuso sanción por inexactitud de 

$332.026.000 y se fijó un saldo a favor de $1.396.908.000. 

 

- La liquidación oficial de revisión fue confirmada mediante la Resolución Recurso de 

Reconsideración número 310662008000005 del 25 de febrero de 2008, con ocasión del 

recurso de reconsideración interpuesto por la parte actora.  

 

2. ANTECEDENTES PROCESALES 

 

A) LA DEMANDA 

 

La sociedad PIMPOLLO S.A., mediante apoderado judicial, formuló las siguientes pretensiones:  

 

“PRIMERA. Solicito al Honorable Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca declarar la 

nulidad de los siguientes actos administrativos, todos ellos proferidos por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES-ADMINISTRACIÓN DE 

IMPUESTOS DE LOS GRANDES CONTRIBUYENTES DE BOGOTÁ. 

 

1. Resolución No. 310642007000021 del 8 de Marzo de 2.007, por medio de la cual se profirió 
liquidación oficial de revisión respecto de la declaración del impuesto a las ventas presentada por 
PIMPOLLO para el período 06 de 2.004.  
 

2. Resolución No. 310662008000005 del 25 de Febrero de 2.008, que resolvió el recurso de 
reconsideración interpuesto oportunamente en contra de la liquidación oficial de revisión 
confirmando esta decisión en su integridad.  

 

SEGUNDA. En consecuencia y a título de restablecimiento del derecho, solicito se declare que la declaración 

del impuesto a las ventas presentada por PIMPOLLO para el período 06 del año 2.004 se encuentra en firme 

y que por lo tanto, no está PIMPOLLO obligada a reintegrar valor alguno a favor de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL, DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES (DIAN) por 

concepto de impuesto a las ventas, como tampoco a pagar valor alguno por concepto de la sanción por 

inexactitud.” 
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La sociedad invocó como violadas las siguientes disposiciones:  

 

• Artículos 13, 83, 95-9, 363 y 121 de la Constitución Política; 

• Artículos 477, 491, 647, 683 del Estatuto Tributario; 

• Decreto 1949 de 2003, artículos 1º, 4º y 5º; 

 

El concepto de violación de las anteriores disposiciones legales y constitucionales se sintetiza así:  

 

Primer cargo. Violación directa del artículo 647 E.T. por indebida interpretación. 

 

Dijo que la DIAN, en una indebida interpretación del artículo 647 del E.T., concluyó, en los actos 

demandados, que el IVA que pagó PIMPOLLO en la adquisición de insumos para la elaboración del 

alimento consumido por las pollonas reproductoras en etapa de levante, no era descontable, por 

tener la calidad de activo fijo.  

 

Indicó que con la indebida interpretación que hizo la DIAN se violaron los artículos 25, 27, 28, 30, 31 

y 32 del Código Civil.  

 

Segundo cargo. Violación directa del artículo 477 del Estatuto Tributario por indebida 

aplicación. Desviación de poder. 

 

Afirmó que los actos acusados violaron el artículo 477 E.T., al no permitir que PIMPOLLO S.A. pueda 

registrar como impuesto descontable el IVA pagado en la adquisición de insumos para la producción 

de bienes que se encuentran exentos del IVA,  de conformidad con dicho artículo. Para la parte 
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actora, esta situación la obliga a llevar el impuesto descontable rechazado como mayor valor de 

dichos bienes, “so pretexto que ellos son semovientes con el carácter de activos fijos”.  

 

Puso de presente que conforme con el artículo 477 ibídem, modificado por el artículo 31 de la Ley 

788/02, la “carne y despojos comestibles de aves de la partida 01.05, frescos, refrigerados o 

congelados”, así como los “huevos de ave con cáscara frescos”, bienes cuya comercialización 

constituye el objeto social de PIMPOLLO, son bienes que están exentos del IVA, circunstancia que 

fue desconocida por la DIAN.  

 

Indicó que “la prohibición de descontar el IVA asociado al alimento consumido por las reproductoras 

en la etapa de levante, siendo este un gasto necesario para la producción de bienes exentos, pues 

apenas natural que si la pollita no se alimenta, no llega a la edad adulta, y si no llega a la edad 

adulta, pues simplemente no es posible la producción de carnes y huevos; implica el 

desconocimiento parcial de la calidad exenta de esta clase de bienes y por ende implica desconocer 

el contenido del artículo 477 del Estatuto Tributario.” 

 

Afirmó que con la interpretación y aplicación errónea del artículo 477 ibídem, la DIAN incurrió en 

desviación de poder.  

 

Tercer cargo. Violación del Decreto 1949/03 por indebida interpretación 

 

Puso de presente que los actos acusados afirmaron que la actuación de PIMPOLLO violó los 

artículos 1º, 4º y 5º del Decreto 1949/03. Sin embargo, estimó que, por el contrario, la DIAN violó 

estas disposiciones al hacer una interpretación indebida de las mismas.  
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Adujo que las actividades que realiza la sociedad PIMPOLLO, en ejecución de su objeto social, se 

adecúan a las actividades a que aluden los literales a y c del artículo 1º y del artículo 3º del Decreto 

1949.  

 

El Decreto 1949 permite que los productores que realicen los procesos allí descritos puedan 

descontar la totalidad del impuesto pagado por los bienes y servicios que constituyan costo o gasto 

para la producción. También permite a los productores de huevos frescos para el consumo humano 

descontar los costos o gastos necesarios para el desarrollo del proceso.  

 

Sostuvo que el alimento consumido por la reproductora pollona en la etapa de levante es un gasto 

necesario en el proceso de producción de carne y de huevos; toda vez que, PIMPOLLO no alimenta 

el animal para incrementar su precio, sino para que las aves no fallezcan y puedan producir. Que, 

por lo tanto, el IVA asociado a este gasto necesario es descontable en su totalidad, conforme con el 

citado Decreto 1949. 

 

Para la demandante, la interpretación que hizo la DIAN del Decreto 1949 “burló” el contenido 

material del concepto de exención, pues “al hacer recaer una porción de la carga impositiva sobre el 

productor, cuando el concepto de exención implica que la carga tributaria del IVA precisamente no 

debe recaer sobre el productor, se desconoce de facto el contenido del artículo 477”. 

 

Cuarto cargo. Violación del artículo 491 del E.T. por aplicación indebida. 

 

Dijo que cuando la DIAN afirma que el IVA pagado por cuenta del alimento consumido por las 

pollonas reproductoras en etapa de levante no es descontable, por no constituir costo o gasto del 

proceso productivo sino mayor valor de la pollona reproductora, y que dada su calidad de activo fijo 

no es descontable por aplicación del artículo 491 E.T., incurre en un error de interpretación al aplicar 

una norma de carácter general a un régimen especial.  
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Indicó que la DIAN extendió el alcance del artículo 491 E.T. a una situación no prevista por la norma. 

Que dicho artículo prohíbe descontar el IVA en la adquisición e importación de activos fijos, mas no 

el IVA pagado en la formación de los mismos.   

 

 

 

 

 

 

 

Quinto cargo. Falsa motivación en el rechazo del impuesto descontable. 

 

La demandante indicó que los actos acusados se fundamentaron en una serie de conceptos 

incongruentes de la DIAN. Hizo un análisis del alcance de los Conceptos números 2055/91, 

78449/98, 91645/04, 52580/06, 52980/06 y 5344/06. 

 

Sostuvo que la posición actual de la DIAN, plasmada en el Concepto 5344/06, conlleva a que si las 

aves son activos fijos, donde las erogaciones en que se incurre en el levante son mayor valor del 

activo, el contribuyente, acogiéndose al artículo 6º del Decreto 1766 de 2004, reglamentario del 

artículo 158-3 E.T., puede tratar el IVA pagado en la producción de dicho activo fijo como 

descontable. Que, como PIMPOLLO es productor de bienes exentos, tiene derecho a obtener la 

devolución del saldo a favor que se origina en esta operación. 
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Explicó que la fórmula que utilizó la DIAN para calcular los impuestos descontables rechazados 

partió de la suma de los saldos, al final del período, de las cuentas 158401 (aves reproductoras en 

general) y 1445 (aves contabilizadas como inventario). Sobre dicha suma, agregó, la DIAN calculó a 

qué proporción correspondía cada uno de los saldos de las cuentas, lo que arrojó como resultado 

que el 15% del total de semovientes al final del período en discusión, correspondiera a activos fijos y 

el 82.24% a semovientes contabilizados como inventario.  

 

Dijo que no es admisible que la DIAN tome el porcentaje de las reproductoras al final del período 

(15.76%) y lo aplique al IVA que se solicitó como descontable por la compra de insumos para 

concentrado en el período en discusión, cuyo valor total asciende a $1.109.207.354, y rechace la 

suma de $207.515.560. 

 

Para la parte actora, “[E]l razonamiento de la División de Liquidación parecería ser inconsecuente 

incluso con la posición de la Administración Central, pues si la idea es determinar cuanto (sic) fue el 

monto aproximado del alimento consumido por las reproductoras en etapa de levante, que se supone 

es el que no da derecho a descuento, ¿Por qué entonces (…) aplicó el porcentaje que corresponde a 

la totalidad de las aves reproductoras?” 

 

Aseveró que, en caso de que se pruebe la improcedencia del IVA descontable rechazado, los actos 

acusados partieron de una base falsa al rechazar como descontable la totalidad del alimento 

consumido por las reproductoras en etapa de levante y en etapa de postura, “cuando es claro que 

conforme la posición de la entidad demandada en los actos administrativos, sólo es improcedente 

descontar el IVA del alimento consumido por las reproductoras en levante, con lo cual, el IVA 

asociado al resto del concentrado, que consumen las ponedoras productoras, en todo caso tenía que 

se aceptado.” 
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Afirmó que la DIAN incurrió en falsa motivación, cuando dijo que existía fundamento legal para 

rechazar la parte del IVA que paga el productor de bienes exentos por concepto de costo y 

deducciones.  

 

Sexto cargo. Violación de los artículos 13, 83, 95-9 y 363 de la Constitución Política y 683 del 

E.T. Principios de proporcionalidad y equidad en las cargas. 

 

Manifestó que se violaron estas disposiciones porque la DIAN olvidó que si las gallinas ponedoras 

son semovientes activos fijos, y respecto de ellas se puede tomar la deducción especial del artículo 

158-3 del E.T., la consecuencia práctica es que el IVA pagado en la adquisición o formación de este 

activo fijo sea descontable. Que, en ese orden, PIMPOLLO podía descontar el IVA que pagó en los 

costos y deducciones originados en el pago del concentrado para las gallinas en levante.  

 

Séptimo cargo. Improcedencia de la sanción por inexactitud. 

 

Dijo que como consecuencia de los anteriores cargos de violación, la sanción por inexactitud del 

artículo 647 E.T. resulta improcedente.  

 

Así mismo, sostuvo que existió diferencia de criterios en cuanto a la interpretación de la normativa 

aplicable al IVA descontable que pagó PIMPOLLO en los costos y deducciones originados en el 

pago del concentrado para las gallinas en levante (artículo 477 E.T. y D.R. 1949/03).  

 

Adujo que no existieron descuentos inexistentes, que hicieran procedente la sanción.  

 

B) CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
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En concreto, el apoderado de la U.A.E. DIAN pidió negar las pretensiones de la demanda. 

 

Aclaró que la liquidación oficial de revisión acusada, previo análisis de los artículos 477, 585, 488, 

489 y 491 del E.T.; 2654 de la Ley 223/95; 12 del Decreto 1265/99, la Circular 175/01 y, los Decretos 

1949 y 522/03, rechazó el valor de $207.516.000, por concepto de los impuestos descontables por 

insumos requeridos para la preparación del concentrado para el sostenimiento de aves ponedoras y 

productoras de carne, solicitados en el renglón 66 de la declaración del IVA de la demandante, 

correspondiente al 6º bimestre de 2004. 

 

Dijo que conforme con los artículos 488 y 489 del E.T.; 31 de la Ley 788/02 ; 1º, 4º y 5º del Decreto 

1949/03 y, el Memorando 00594/04, es posible que los nuevos productores de bienes exentos tomen 

como descontable el IVA pagado en la adquisición de bienes y servicios para el sostenimiento de los 

semovientes, siempre y cuando concurran los presupuestos establecidos en la ley.  

 

Sostuvo que en el caso de la parte actora sí es aplicable el artículo 491 E.T., que establece que el 

IVA por la adquisición o importación de activos fijos no otorga derecho a descuento alguno.  

 

Afirmó que de acuerdo con las pruebas contables que aportó la demandante, concretamente las 

relacionadas con las cuentas 1445 y 1584 (Inventarios y propiedades, planta y equipo), se estableció 

que la porción del impuesto descontable de insumos requeridos para la preparación del concentrado 

que ha de atribuirse a los semovientes activos fijos corresponde al 15.76%, a partir de la 

identificación de los semovientes activos fijos y los correspondientes a inventarios.  

 

Adujo que, una vez identificados los semovientes, tanto activos fijos como inventarios, y teniendo en 

cuenta los insumos para concentrado cuya base gravable corresponde a $13.423.341.604, siendo el 
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IVA descontable de $1.316.723.094, se determinó una proporción del mismo para aves 

reproductoras de $207.515.560, frente a un total de $1.109.207.534 para inventarios semovientes 

correspondiente a (15.76%), objeto de rechazo en los actos acusados.  

 

Encontró ajustado el rechazo de los impuestos descontables a lo dispuesto en el artículo 477 E.T., y 

porque se comprobó que el concentrado es utilizado en la etapa de formación del activo productivo, 

es decir, en la etapa de cría y levante de la gallina ponedora. Por esta razón, agregó, el IVA causado 

por los insumos requeridos para la preparación del concentrado está destinado al activo fijo y 

constituye un mayor costo del mismo, lo que implica la improcedencia para solicitarlo como 

descontable.  

 

Indicó que hasta tanto se inicie la etapa de producción, el impuesto sobre las ventas pagado por los 

productores de huevos en la adquisición de bienes y servicios gravados, destinados al levante de las 

pollonas, no puede ser tratado como un impuesto descontable ni ser solicitado en devolución y/o 

compensación.  

 

Adujo que no es procedente afirmar que la DIAN realizó una indebida interpretación del Decreto 

1949/03, pues éste desarrolló lo dispuesto en el artículo 477 E.T., respecto a qué responsables y 

clase de bienes tienen derecho al impuesto descontable y a la devolución.  

 

Dijo que la decisión plasmada en los actos demandados se fundamentó en los registros contables de 

la sociedad demandante, que fueron allegados por la misma. Que, de tal manera, la parte actora no 

puede alegar que existieron argucias contables e indebida interpretación del citado artículo 477. 

 

Puso de presente que la sociedad demandante fue la que clasificó los semovientes aves ponedoras 

en etapa productiva en la cuenta 1584, correspondiente a la clase de activo, grupo propiedades, 

planta y equipo; cuenta en la que, según el PUC,  se registra el costo de los semovientes que posee 
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el ente económico, así como los destinados al servicio de las diferentes actividades productoras, 

propias del activo fijo. Agregó que esta clasificación encuentra sustento en la certificación que aportó 

la demandante, suscrita por el representante legal, el contador y el revisor fiscal de la sociedad 

actora. 

 

Respecto de la supuesta incongruencia de la doctrina de la DIAN, con respecto al IVA descontable 

en la cría y levante de las aves reproductoras, resaltó que los conceptos que expide la DIAN 

constituyen la expresión de manifestaciones, juicios, criterios o dictámenes sobre la interpretación de 

las normas tributarias, aduaneras, de comercio exterior o cambiarias.  

 

Dijo que no puede pretenderse que por el hecho de que un gasto sea deducible en el impuesto de 

renta, el IVA pagado sea descontable, pues deben concurrir determinadas condiciones para que ello 

sea posible. Uno de los requisitos es que los bienes o servicios adquiridos se destinen directamente 

a operaciones gravadas con el IVA, lo que no se cumplió en el caso de la demandante. Añadió que 

en los Conceptos DIAN 2055/91 y 78449/98, se conceptuó sobre la depreciación y las inversiones 

amortizables para el sector agropecuario (arts. 135 y 158), respecto de los semovientes, y se 

especificó que la clasificación como activo fijo o movible es irrelevante para efectos de las mismas. 

 

Sostuvo que la discusión no está orientada a la aplicación del artículo 264 de la Ley 223/95, porque, 

incluso, el concepto referido por la demandante al respecto, está relacionado con el impuesto sobre 

la renta, específicamente sobre la amortización de inversiones. Añadió que la deducibilidad de una 

erogación que sea procedente en renta no excluye el análisis que deba efectuarse en materia del 

IVA sobre la procedencia del impuesto descontable, relacionada específicamente con la destinación 

de las erogaciones de las que se derivan.  

 

Finalmente, estimó que la sanción por inexactitud era procedente, porque cumplió los presupuestos 

del artículo 647 E.T. Dijo que se probó que la demandante incluyó en la declaración del IVA 

impuestos descontables por operaciones exentas inexistentes, cuando no existía el derecho a 
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descontar. Asimismo, que no existió la aludida diferencia de criterios alegada, toda vez que está 

probado que la parte actora desconoció el derecho aplicable frente al cumplimiento de los requisitos 

que dan derecho a solicitar impuestos descontables.  

 

C) LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca declaró la nulidad de los actos acusados y, a título de 

restablecimiento del derecho, declaró la firmeza de la declaración del IVA del 6º bimestre de 2004, 

con fundamento en las siguientes consideraciones:  

 

Después de aludir al artículo 850 E.T., al artículo 31 de la Ley 788 de 2002, y a los artículos 1º y 3º 

del Decreto 1949, concluyó que si bien el IVA descontable pagado en la adquisición de bienes y 

servicios que constituyan activos fijos no es procedente, no es menos cierto que la Ley 788/02 

estableció claramente que la carne y los despojos comestibles, así como los huevos de ave con 

cáscara, frescos, son exentos del impuesto. Asimismo, destacó que frente a estos últimos productos, 

el D.R. 1949/03 (artículos 4º y 5º) consagró la devolución del IVA descontable que constituya costo o 

gasto en su producción.  

 

Resaltó que los artículos 4º y 5º del Decreto 1949 aluden a un proceso tendiente a la obtención de 

aves en el estado que permita su consumo, y que lo mismos se indica para los huevos, bajo el 

entendido de que ello se logra a través de un proceso.  

 

Consideró impertinente hablar de etapas en el proceso de desarrollo de las aves, así como de si son 

activos fijos o movibles, toda vez que la ley y el reglamento se refieren a un proceso en donde lo 

pagado como IVA en la adquisición de bienes y servicios para su desarrollo es descontable. 
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Sostuvo que el producto final, que tiene un momento de iniciación y otro de terminación, es exento 

del impuesto, razón de más para apartarse de los criterios de activos fijos o movibles, así como de 

los procesos de desarrollo de las aves, que al fin y al cabo terminan siendo comestibles, por un lado, 

o de medio, para la obtención de los huevos.  

 

 

D) EL RECURSO DE APELACIÓN 

 

El apoderado de la U.A.E. DIAN recurrió la decisión del Tribunal y solicitó negar las pretensiones de 

la demanda. En concreto, las razones de su inconformidad fueron las siguientes:  

 

Dijo que el Tribunal se equivocó en la interpretación sobre el IVA descontable en casos como el que 

se discute.  

 

Reiteró que los nuevos productores de bienes exentos tienen la posibilidad de tomar como 

descontable el IVA pagado en la adquisición de bienes y servicios para el sostenimiento de los 

semovientes, siempre y cuando concurran los presupuestos establecidos en las normas generales y 

especiales. Que resulta aplicable el artículo 491 E.T., que establece que el IVA por la adquisición o 

importación de activos fijos no otorga derecho a descuento.  

 

Dijo que “una vez identificados los valores registrados en las cuentas semovientes tanto activos fijos 

como inventario y teniendo en cuenta los insumos para concentrado cuya base gravable 

corresponde a las compras del periodo y lo Contabilizado en la Cuenta de “Impuesto Sobre las 

ventas” solicitando el impuesto descontable que una vez se determina la proporción del mismo para 

aves reproductoras queda un impuesto descontable que no es viable aceptar.” 
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Insistió en que el rechazo de los impuestos descontables efectuado en los actos acusados se 

adecuó a lo señalado en el artículo 477 E.T. Además, porque se comprobó que el concentrado es 

utilizado en la etapa de formación del activo productivo, es decir, en la etapa de cría y levante de la 

gallina ponedora, y que, por ello, el IVA causado por los insumos requeridos para la preparación del 

concentrado está destinado al activo fijo y constituye un mayor costo del mismo, lo que imposibilita 

solicitarlo como impuesto descontable. 

 

Sostuvo que si bien es cierto el objeto social de la sociedad demandante es “[L]a explotación 

económica de la industria y el comercio avícola en todas sus áreas o ramas y en especial la 

incubación, producción, levante, engorde, y procesamiento de aves de corral, la producción y 

comercialización de toda clase de huevos fértiles y comerciales (…)”, no es posible afirmar, como lo 

hizo el Tribunal, que la ley establece que todos los bienes comercializados por PIMPOLLO S.A. 

están exentos del IVA, lo que le daría el derecho a llevar impuestos descontables y a solicitar 

devoluciones.  

 

Insistió en que el artículo 13 del Decreto 522 de 2003 contempla la facultad de los responsables del 

IVA (productores de huevos entre otros) de solicitar la compensación o devolución de saldos a favor 

originados en las declaraciones del IVA, respecto de los bienes exentos relacionados con el artículo 

477 E.T., siempre y cuando se reúnan los requisitos establecidos en la ley para el efecto.  

 

Finalmente, estimó que no era procedente afirmar que el producto final, que tiene un momento de 

iniciación y otro de terminación, es exento. Y que tampoco era procedente apartarse de los criterios 

de activos fijos o movibles, así como de los procesos de desarrollo de las aves, que al final y al cabo 

terminan siendo comestibles o de medio para la obtención de los huevos.  

 

E) ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
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La sociedad demandante pidió confirmar la sentencia apelada. Dijo que la decisión del Tribunal 

guardaba coherencia jurídica.  

 

Estimó que el recurso de apelación no refutó los fundamentos fácticos y jurídicos del fallo del 

Tribunal. Que la DIAN se limitó a exponer nuevamente su argumentación, sin atacar directamente los 

fundamentos de la sentencia, lo que resulta suficiente para desestimar el recurso.  

 

La U.A.E. DIAN reiteró la disertación del recurso de apelación.  

 

El Ministerio Público pidió confirmar la sentencia apelada.  

 

Consideró que la sociedad actora es responsable del IVA y ostenta la calidad de productora de 

bienes exentos, porque dentro de su objeto social se incluye la explotación económica de la industria 

y comercio avícolas, en todas las áreas, incluidas la incubación, producción, levante, engorde y 

procesamiento de aves de corral, así como la producción y comercialización de huevos fértiles.  

 

Que, como consecuencia de lo anterior, tiene derecho a solicitar como descontables los valores 

pagados por IVA en la compra de insumos para la obtención del pollo procesado y los huevos, así 

como de los demás costos o gastos necesarios y relacionados con la producción o comercialización 

de esos bienes exentos, de conformidad con los artículos 477 del E.T. y 5º del Decreto 1949 de 

2003.  

 

Consideró que, impedir el descuento  de los costos incurridos en la cría y levante de las gallinas 

ponedoras, haría ineficaz la exención de los anteriores productos y el derecho a descontar el IVA 

pagado en su adquisición.  
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3. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

La Sala debe establecer la legalidad de los actos administrativos que modificaron la declaración del 

Impuesto sobre las Ventas correspondiente al sexto bimestre del año 2004, presentada por la 

sociedad PIMPOLLO S.A.  

 

Para el efecto, conforme con el recurso de apelación, la Sala verificará si es procedente el rechazo 

del IVA pagado por la sociedad actora en la compra de productos para la conformación del alimento 

para ser consumido por las pollonas reproductoras en la etapa de levante, con fundamento en el 

artículo 491 del E.T. 

 

Previo a resolver lo anterior, se pone de presente que la Sala ya ha tenido la oportunidad de 

pronunciarse, respecto de otros períodos, sobre los mismos argumentos de hecho y de derecho que 

aquí se analizan, en diferentes procesos en los que fungieron las mismas partes. Por ello, para el 

presente asunto, la Sala acogerá las consideraciones que en su momento se hicieron al respecto.99  

 

El artículo 477 del Estatuto Tributario, con la modificación introducida por el artículo 31 de la Ley 788 

de diciembre 27 de 2002, dispone: 

 

 

Bienes que se encuentran exentos del impuesto. Están exentos del impuesto sobre las ventas los 

siguientes bienes: 

 
99 Sentencias del 24 de marzo de 2011, expedientes 250002327000200800253-01 (17884) y 250002327000200800255-01 (17971)  , 

Consejero ponente William Giraldo Giraldo (IVA 1er y 3er bimestre 2005); del 11 de agosto de 2011, expedientes 
250002327000200800254-01 (18037) y 250002327000200800257-01 (17974), Consejero ponente Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez 

(IVA 2º y 5º bimestre 2005); del 5 de mayo de 2011, expediente 250002327000200800256-01 (17952), Consejero ponente Martha 

Teresa Briceño de Valencia, (IVA  4º bimestre 2005). 
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02.01   Carne de animales de la especie bovina, fresca o refrigerada 

02.02   Carne de animales de la especie bovina, congelada 

02.03 Carne de animales de la especie porcino, fresca, refrigerada o congelada 

02.04 Carne de animales de las especies ovino o caprina, fresca, refrigerada o 

congelada 

02.06   Despojos comestibles de animales 

02.07 Carne y despojos comestibles, de aves de la partida 01.05, frescos, refrigerados 

o congelados 

02.08.10.00.00 Carne fresca de conejo o liebre 

03.02 Pescado fresco o refrigerado, excepto los filetes y demás carne de pescado de 

la partida 03.04 

03.03 Pescado congelado, excepto los filetes y demás carne de pescado de la partida 

03.04 

03.04 Filetes y demás carne de pescado (incluso picado), frescos, refrigerados o 

congelados 

04.01 Leche y nata (crema), sin concentrar, sin adición de azúcar ni otro edulcorante 

de otro modo 

04.02 Leche y nata (crema), con cualquier proceso industrial concentradas o con 

adición de azúcar u otro edulcorante 

04.06.10.00.00 Queso fresco (sin madurar) 

04.07.00.10.00 Huevos para incubar, y los pollitos de un día de nacidos 

04.07.00.90.00 Huevos de ave con cáscara, frescos 

19.01.10.10.00 Leche maternizada o humanizada 

48.20   Cuadernos de tipo escolar. 

 

La ley ha otorgado un tratamiento especial a los bienes exentos de que trata la anterior disposición. 

Si bien se encuentran gravados con el impuesto sobre las ventas, lo están a la tarifa cero (0), lo que 

en la práctica significa que están exonerados del tributo. 

 



 

113 
 

Por tratarse de bienes gravados, el productor de los mismos tiene la calidad de responsable del 

impuesto sobre las ventas, con derecho a la devolución del impuesto pagado al adquirir bienes y 

servicios gravados destinados a las operaciones gravadas o exentas, según lo dispone el artículo 

485 del Estatuto Tributario: 

 

ART. 485. - Modificado Ley 6ª/92, art.19. Los impuestos descontables son: 

 

a. El impuesto sobre las ventas facturado al responsable por la adquisición de bienes corporales 

muebles y servicios, hasta el límite que resulte de aplicar al valor de la operación que conste en las 

respectivas facturas o documentos equivalentes, la tarifa del impuesto a la que estuvieren sujetas las 

operaciones correspondientes; la parte que exceda de este porcentaje constituirá un mayor valor del 

costo o del gasto respectivo.  

 

b. El impuesto pagado en la importación de bienes corporales muebles. Cuando la tarifa del bien 

importado fuere superior a la tarifa del impuesto a la que estuvieren sujetas las operaciones 

correspondientes, la parte que exceda de este porcentaje constituirá un mayor valor del costo o del 

gasto respectivo. 

 

El artículo 850 del mismo ordenamiento, al precisar los sujetos de la devolución de los saldos a favor 

resultantes en las declaraciones, por la aplicación de los impuestos descontables, determina: 

 

ART. 850.- Devolución de saldos a favor. Los contribuyentes o responsables que liquiden saldos a 

favor en sus declaraciones tributarias podrán solicitar su devolución.  

 

La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales deberá devolver oportunamente a los contribuyentes, 

los pagos en exceso o de lo no debido, que éstos hayan efectuado por concepto de obligaciones 

tributarias y aduaneras, cualquiera que fuere el concepto del pago, siguiendo el mismo procedimiento 

que se aplica para las devoluciones de los saldos a favor.  

 

PARÁGRAFO 1º. Cuando se trate de responsables del impuesto sobre las ventas, la devolución de 

saldos originados en la declaración del impuesto sobre las ventas, sólo podrá ser solicitada por aquellos 



 

114 
 

responsables de los bienes y servicios de que trata el artículo 481 por los productores de los bienes 

exentos a que se refiere el artículo 477 y por aquellos que hayan sido objeto de retención. 

 

(…) 

 

En el caso en examen, de conformidad con el certificado de existencia y representación legal visible 

en los folios 48 a 51 del cuaderno principal, el objeto social de la sociedad demandante consiste en 

“[L]a explotación económica de la industria y el comercio avícolas en todas sus áreas o ramas y en 

especial la incubación, producción, levante, engorde, y procesamiento de aves de corral, la 

producción y comercialización de toda clase de huevos fértiles y comerciales, fabricación y 

comercialización de  alimentos avícolas y similares, compra y venta de pollitas y pollitos de un día, 

compra y venta de drogas veterinarias, (…)”  

 

En consonancia con el objeto social descrito y las normas indicadas, la sociedad demandante es un 

productora de los bienes exentos de que trata el artículo 477 del E.T. En consecuencia,  es sujeto 

responsable del impuesto sobre las ventas, con derecho a solicitar la devolución de los saldos a 

favor determinados en las declaraciones de este gravamen, conforme lo dispone el artículo 850 del 

mismo estatuto. 

 

Es innegable que el propósito del legislador, al incluir dentro del artículo 477 E.T. como bienes 

exentos gravados a la tarifa cero (0) los arriba subrayados, era el de evitar que tales bienes, 

considerados como parte integrante de la canasta familiar, que figuraban como excluidos del 

impuesto sobre las ventas en el artículo 424 del Estatuto Tributario, antes de la modificación 

introducida por el artículo 31 de la Ley 788 de 2002 al artículo 477, vieran aumentado su precio, 

afectando al consumidor final. 

 

Lo anterior porque, en el caso de los bienes excluidos, su enajenación no se enmarca como hecho 

generador del Impuesto sobre las Ventas (artículo 420 E.T.), pero el IVA pagado en su fabricación o 

consecución del producto se refleja como un mayor valor del costo. 
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También fue propósito del legislador otorgarle al productor de tales bienes el derecho a la devolución 

del IVA pagado en la adquisición de productos destinados al ciclo productivo de la obtención del 

bien. Es así como en los antecedentes que precedieron la expedición de la Ley 788 de 2002, 

proyecto de Ley 080 de 2002 de la Cámara de Representantes, se lee: 

 

“(…) 

 

Eliminar el concepto de bienes excluidos en IVA, puesto que en las líneas de producción el peso del IVA 

es trasladado totalmente al consumidor final, quien tiene que pagar un mayor precio. Con esta 

propuesta los bienes excluidos pasan a la categoría de exentos (con tarifa 0), de tal manera que 

siempre se pueda deducir el IVA pagado contra el IVA generado sin que el costo total se traslade al 

producto. 

 

(…)” 

 

El Decreto 1949 de 2003, que reglamentó el artículo 477 del E.T., señala: 

 

ART. 1º—Responsables con derecho a devolución. Tienen derecho a devolución del 

impuesto sobre las ventas pagado por la adquisición de bienes y servicios gravados que 

constituyan costo o gasto de su producción, los productores de los nuevos bienes exentos 

señalados en el artículo 477 del estatuto tributario, así: 

 

a) En relación con las carnes, el productor dueño de los animales que los sacrifique o 

haga sacrificar y comercialice las carnes o los despojos comestibles producto del 

sacrificio, calificados como exentos del impuesto sobre las ventas. Igualmente, el 

pescador que comercialice los pescados y carnes de pescado calificadas como exentas del 

impuesto sobre las ventas, excepto el atún blanco, de aleta amarilla y de aleta azul o común, 

clasificables en las subpartidas 03.03.41.00.00, 03.03.42.00.00 y 03.03.45.00.00 del arancel de 

aduanas, los cuales se encuentran excluidos del impuesto; 

 



 

116 
 

(…) 

 

c) En relación con los huevos, el avicultor que desarrolle el proceso y los comercialice. 

 

PAR.—El simple comercializador de los bienes calificados como exentos no es responsable del 

impuesto sobre las ventas. 

 

ART. 4º—Procesos de producción. Cuando una persona realice los varios procesos 

requeridos para la cría, el levante y el engorde o la ceba de los animales, cuyas carnes y 

despojos comestibles son exentos del impuesto sobre las ventas, tiene derecho a 

solicitar como impuesto descontable la totalidad del impuesto pagado por los bienes y 

servicios gravados que constituyan costo o gasto para la producción y comercialización 

de los bienes exentos, observando la oportunidad consagrada en el artículo 496 del estatuto 

tributario. 

 

ART. 5º—Productores de huevos. Los productores de huevos tienen derecho a tratar como 

descontable el impuesto sobre las ventas pagado sobre bienes y servicios que 

constituyan costo o gasto necesario para el desarrollo del proceso de producción y 

comercialización por parte del avicultor. 

 

(…) 

 

De la lectura de las anteriores disposiciones no se observa limitante alguna relacionada con el 

derecho a considerar como descontable el IVA pagado en la adquisición de bienes y servicios, por 

corresponder a determinada etapa dentro del proceso de producción; específicamente al período de 

levante de las aves ponedoras, al considerarlas activos fijos, como lo sugirió la DIAN al rechazar el 

impuesto descontable objeto de discusión. 

 

El artículo 477 del E.T. simplemente consagró como bienes exentos la carne y despojos comestibles 

de aves de la partida 01.05, frescos, refrigerados o congelados y los huevos de ave con cáscara, 

frescos. 
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Por su parte, el Decreto Reglamentario 1949 indicó como responsables, con derecho a devolución, a 

los productores de los nuevos bienes exentos señalados en el artículo 477 del E.T.; concretamente, 

al productor dueño de los animales que comercialice el producto del sacrificio y al avicultor que 

desarrolle el proceso y comercialice los huevos. 

 

En cuanto a los procesos de producción, el decreto señaló que si una misma persona realiza los 

varios procesos requeridos para la cría, el levante y el engorde o la ceba de los animales, cuyas 

carnes y despojos comestibles son exentos del Impuesto sobre las Ventas, puede solicitar como 

descontable la totalidad del impuesto pagado al adquirir los bienes y servicios gravados, que 

constituyan costo o gasto para la producción y comercialización de los bienes exentos, y para el 

desarrollo del proceso de producción y comercialización por parte del avicultor.100 

En consecuencia, la prohibición de descontar el IVA asociado al alimento consumido por las aves en 

la etapa de levante, siendo un gasto necesario, que hace parte del proceso de producción, vulnera el 

artículo 477 del  E.T., al desconocer un beneficio fiscal, y al limitar sin autorización legal la exención 

consagrada. 

De allí que la actuación administrativa que rechazó el descuento del impuesto sobre las ventas que 

pagó la demandante en la adquisición de las pollonas y de los productos para sustentar la etapa 

improductiva de cría y levante, debe ser anulada por desconocer las disposiciones que consagran el 

derecho al descuento. 

El cargo de apelación no prospera. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado,  Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Cuarta, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

 
100 Sobre el particular, la Sala se pronunció en la sentencia del 24 de marzo de 2011, expediente 16997, Consejera 
ponente Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. En esta sentencia se anularon los numerales 5 del Memorando N° 00594 
del 05 de agosto de 2004, expedido por los subdirectores de Fiscalización Tributaria y  Recaudación de la DIAN y 3.b) del 
Memorando N° 00842 del 28 de noviembre de 2005 expedido por el Jefe de la Oficina Jurídica y los subdirectores de 
Fiscalización Tributaria y Recaudación de la DIAN; la parte final del Concepto Nº 091645 del 30 de diciembre de 2004 y 
el oficio Nº 005335 del 3 de febrero de 2005 expedidos por la División de Normativa y Doctrina Tributaria de la DIAN. 
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F  A  L  L  A: 

 

 

PRIMERO. CONFÍRMASE la sentencia apelada por las razones aducidas en la parte considerativa 

de esta providencia.  

SEGUNDO. RECONÓCESE personería para actuar en representación de la U.A.E. DIAN a la 

abogada María Cristina Arias Hernández, en los términos del poder que le fue otorgado. 

 Cópiese, notifíquese, comuníquese.  Devuélvase  al Tribunal  de origen. Cúmplase. 

La anterior providencia se estudió y aprobó en la sesión de la fecha. 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 

Presidente 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No.  (17844) Fecha: 25 de Junio  de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Los pasivos rechazados por la administración se encuentran debidamente acreditados y 

deben ser aceptados? 

TESÌS 

Si,  ya que se deben registrar sus operaciones en libros de contabilidad aquellos que 

estén obligados a llevarla. 

Ubicación 

Pàg(s): 

14            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Interpretación Juridico 

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Constitución 

política 

Art.29 

Ley 29 de 

1990 

Ley 223 de 

1995 

Decreto 187 de 

1975,Art. 91 y 116 

Art. 62, 63 y 85 del 

código contencioso 

administrativo 

Art. 705,706, 

711  y 720 del 

E.T 

Art. 730 

numeral 6 

E.T 

Art. 647, 750 

767, 770 y 771 

del E.T. 

Art. 793 del código 

de comercio 

Art. 28,29,69,73,74 

y 135 al 139 del 

código contencioso 

administrativo 

Art. 684 

literal C y 685 

del E.T 

Art 124 del 

decreto 

2053 de 

1974 

Art 185 del 

código de 

procedimiento 

Art. 236, 283, 683, 

703,704,708,709,714, 

742 y 779 del E.T. 

Art. 126 numeral 

4del decreto 2649 

de 1993 y 29 del 

código de comercio 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

1 2 6 7 9 10 11 13 15 17   

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 7 EXPEDIENTE N.º 17844                                                                      

VIA GUBERNATIVA – Su agotamiento es requisito de procedibilidad para presentar demanda 
de nulidad y restablecimiento del derecho / VIA GUBERNATIVA EN ASUNTOS TRIBUTARIOS – 
Agotamiento / RECURSO DE RECONSIDERACION – Actos contra los que procede. Eventos en 
los que se prescinde interponerlo 
 
La vía gubernativa constituye un requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho contra actos administrativos de carácter particular.  De acuerdo con los artículos 

62 y 63 del Código Contencioso Administrativo, la vía gubernativa se agota cuando contra el acto 

administrativo no procede ningún recurso; cuando los recursos interpuestos se han decidido, y cuando el acto 

administrativo quede en firme por no haber sido interpuestos los recursos de reposición o de queja que contra 

él procedían. Señala, a su vez, el artículo 720 del Estatuto Tributario, que sin perjuicio de lo dispuesto en 

normas especiales del mismo, contra las liquidaciones oficiales, resoluciones que impongan sanciones u 

ordenen el reintegro de sumas devueltas y demás actos producidos, en relación con los impuestos 

administrados por la DIAN, procede el recurso de reconsideración, el cual deberá interponerse ante la oficina 

competente dentro de los dos meses siguientes a su notificación. En el caso de las liquidaciones oficiales de 

revisión, cuando se hubiere atendido en debida forma el requerimiento especial, el contribuyente podrá 

prescindir del recurso de reconsideración y acudir directamente ante la jurisdicción contencioso administrativa, 

dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación de aquéllas.  

 

FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTICULO 62 / CODIGO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTICULO 63 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 720  

 

DETERMINACION OFICIAL DEL IMPUESTO – Procedimiento / REQUERIMIENTO ESPECIAL – 

Contenido / LIQUIDACION OFICIAL DE REVISION – Determinación del impuesto / INSPECCION 

TRIBUTARIA – Suspende el término para notificar el requerimiento especial  

 

El Estatuto Tributario establece, en el Capítulo II del Título IV, el procedimiento de determinación oficial de 

impuestos y los distintos actos que en su desarrollo puede producir la administración, así como las 

actuaciones del contribuyente frente a cada uno de tales actos.  Este procedimiento inicia con la notificación 

del requerimiento especial, acto en el que la administración propone las modificaciones que considera 

pertinentes, después de efectuar un análisis a la declaración y de verificar la exactitud de los valores en ella 

consignados; si considera que la respuesta del contribuyente no desvirtúa lo propuesto, debe proceder a 

practicar una liquidación oficial de revisión en la que determine el impuesto, ya sea acogiendo parcialmente 

las explicaciones dadas por el contribuyente al contestar el requerimiento o confirmando en su totalidad las 

modificaciones en él sugeridas.  Una vez, agotado el procedimiento descrito, en un plazo que no puede 

exceder de seis meses contados a partir del vencimiento del término para dar respuesta al requerimiento 

especial, la Administración debe proferir y notificar la liquidación oficial de revisión. 
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FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 706  

 

LIQUIDACION OFICIAL DE REVISION – Causales de nulidad / PRINCIPIO DE CORRESPONDENCIA – Se 

predica entre la liquidación oficial de revisión y el requerimiento especial / TRASLADO DE PRUEBAS – 

La Administración tiene la facultad para hacerlo de un expediente a otro en virtud de la facultad de 

investigación 

 

En lo que se relaciona con las causales de nulidad de las liquidaciones oficiales y de las resoluciones 
que resuelven los recursos, el artículo 730 del Estatuto Tributario las consagra taxativamente: 1. 
Cuando se practiquen por funcionario incompetente. 2. Cuando se omita el requerimiento especial 
previo a la liquidación de revisión o se pretermita el término señalado para la respuesta, conforme a 
lo previsto en la ley, en tributos que se determinan con base en declaraciones periódicas. 3. Cuando 
no se notifiquen dentro del término legal. 4. Cuando se omitan las bases gravables, el monto de los 
tributos o la explicación de las modificaciones efectuadas respecto de la declaración, o de los 
fundamentos del aforo. 5. Cuando correspondan a procedimientos legalmente concluidos. 6. Cuando 
adolezcan de otros vicios procedimentales, expresamente señalados por la ley como causal de 
nulidad. El artículo 711 del Estatuto Tributario establece que la liquidación de revisión deberá 
contraerse exclusivamente a la declaración del contribuyente y a los hechos que hubieren sido 
contemplados en el requerimiento especial o en su ampliación si la hubiere, con el fin de garantizar 
el derecho de defensa del contribuyente. Según el Tribunal, la Administración Tributaria está 
facultada para trasladar a un expediente pruebas obtenidas al verificar un impuesto distinto al que se 
investiga, siempre que el contribuyente conozca de ellas; como en el caso concreto la investigación 
se inició por el programa integral de renta, ventas y retención en la fuente, estimó válido su traslado.  
Por lo tanto, no puede hablarse de traslado de pruebas sin el lleno de los requisitos para el efecto, 
porque, en todo caso, se trata de información recaudada en ejercicio de las facultades de 
investigación de que está investida la administración, en relación, también, con obligaciones 
tributarias de la actora y en desarrollo de la investigación por un programa integral, que cobijaba los 
diferentes gravámenes.   
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 730 / ESTATUTO TRIBUTARIO – 
ARTICULO 711 
 
PRUEBA TESTIMONIAL – Medio de prueba. Forma de practicarla / TESTIMONIO EN MATERIA 
TRIBUTARIA – Los son los escritos relacionados con obligaciones tributarias y las 
declaraciones tributarias / PRUEBA DE PASIVOS – Quien no esté obligado a llevar 
contabilidad serán los documentos de fecha cierta. Prueba documental. Prueba supletoria. 
Desconocimiento cuando la prueba documental no existe o es insuficiente / SISTEMA DE 
COMPARACION PATRIMONIAL – procede para determinar el impuesto ante la carencia de 
prueba de los pasivos  
 
Nuestro ordenamiento jurídico establece como medio de prueba el testimonio, definiéndolo como una 

declaración que hace un tercero ante un juez con fines procesales sobre lo que sabe respecto de un hecho. 

Como todo medio de prueba, el testimonio debe ser valorado, pero antes de ello, la autoridad debe verificar 

que el mismo cumpla con los requisitos de validez como la capacidad del testigo, la inexistencia de 
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inhabilidades, las formalidades propias de su recepción, etc. El artículo 684 del Estatuto Tributario faculta a la 

Administración Tributaria para citar o requerir al contribuyente o a terceros para que rindan informes o 

contesten interrogatorios.  A su vez, el artículo 750 dispone que los hechos consignados en las declaraciones 

tributarias de terceros, en informaciones rendidas bajo juramento ante las oficinas de impuestos, en escritos 

dirigidos a éstas, o en respuestas a estos requerimientos administrativos, relacionados con obligaciones 

tributarias del contribuyente, se tendrán como testimonio, sujeto a los principios de publicidad y contradicción 

de la prueba. En cuanto a la prueba de los pasivos, establece el artículo 770 del Estatuto Tributario que los 

contribuyentes que no estén obligados a llevar libros de contabilidad, sólo podrán solicitar pasivos que estén 

debidamente respaldados por documentos de fecha cierta y, en los demás casos, los pasivos deben estar 

respaldados por documentos idóneos y con el lleno de las formalidades exigidas en materia contable. A su 

turno, el artículo 771 del mismo Estatuto establece que el incumplimiento a la norma anterior, acarreará el 

desconocimiento del pasivo. Para la acreditación de los pasivos, el legislador estableció una prueba específica 

como es la documental, de tal suerte que si ésta no existe o es insuficiente, no puede ser apreciada y, por 

tanto, la deuda se tendrá como no demostrada. Lo anterior, sin perjuicio de que se pruebe de manera 

supletoria que las cantidades respectivas y sus rendimientos fueron oportunamente declarados por el 

beneficiario, de conformidad con el artículo 771 del Estatuto Tributario, situación que en el plenario no está 

demostrada.   

 

FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 684 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 

750 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 770 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 711  

 
SANCION POR INEXACTITUD – Procede cuando se incluyen pasivos inexistentes. Falta de 
prueba de los pasivos  
 
El artículo 647 del Estatuto Tributario dispone que habrá lugar a la sanción por inexactitud cuando 
exista omisión de ingresos, de impuestos generados por operaciones gravadas, de bienes o 
actuaciones susceptibles de gravamen, inclusión de costos, deducciones, descuentos, exenciones, 
pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos inexistentes y en general, la uti lización en 
las declaraciones de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales 
se derive un menor impuesto o saldo a pagar o un mayor saldo a favor para el contribuyente o 
responsable. No concuerda el argumento de la actora con las causales que para exonerar de la 
sanción por inexactitud consagra el artículo citado, ya que en forma textual indica como una de las 
conductas sancionables: “la inclusión de pasivos…inexistentes...”   
 
FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 647 

 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
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SECCION CUARTA 

 

Consejera Ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 

 

Bogotá D. C., veinticinco (25) de junio de dos mil doce (2012) 

 

Radicación numero: 25000-23-27-000-2008-00166-01(17844) 

 

Actor: MARÍA DEL CARMEN PIÑEROS PERILLA 

 

Demandado: DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 

 

 

FALLO 

 

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por las partes contra la sentencia del 

8 de mayo de 2009 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección 

“B”101, proferida dentro del proceso de acción de nulidad y restablecimiento del derecho, prevista en 

el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, que dispuso:  

  

“PRIMERO. Declárase no probada la excepción de inepta demanda propuesta la DIAN.   
 
SEGUNDO. Declárase la nulidad parcial de los siguientes actos administrativos 
emanados de la DIAN: 
 

• Liquidación Oficial de Revisión N° 080642007000004 de 23 de abril de 2007.  

• Resolución N° 900.002 de 27 de febrero de 2008, mediante la cual se resolvió el recurso 
de reconsideración interpuesto en contra de la anterior decisión, modificándola.  
 
Levántase la sanción por inexactitud impuesta; en consecuencia, y como 
restablecimiento del derecho, declárase que la señora María del Carmen Piñeros Perilla 

 
101 Folios 888 a 922 del cuaderno 4 
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no está obligada a cancelar algún valor por concepto de sanción por inexactitud respecto 
del Impuesto Sobre la Renta de la vigencia fiscal 2003.  
 
 (…)”  

 
  

ANTECEDENTES 

 

Se exponen en la demanda los siguientes:  

 

La contribuyente María del Carmen Piñeros Perilla presentó, el 27 de 

abril de 2004, la declaración del impuesto sobre la renta y 

complementarios correspondiente al año gravable 2003, en la que 

liquidó un saldo a pagar de $2.814.000102.    

 

El 31 de diciembre de 2004, la División de Fiscalización Tributaria de la 

Administración de Impuestos Nacionales de Girardot profirió el Auto 

de Apertura N° 080632004002199 por el Programa Integral renta, 

ventas y retención103 y el Auto de Inspección Tributaria 

080632004000073104, notificado el 6 de enero de 2005.    

 

El 22 de febrero de 2005, la actora envió a la Administración Tributaria 

la información solicitada en la inspección mencionada y con el fin de 

continuar con la diligencia el 15 de abril del mismo año, se presentó 

 
102 Folio 19 del cuaderno 1 
103 Folio 23 del cuaderno 1   
104 Folio 37 del cuaderno 1 
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en las oficinas de impuestos, como consta en el acta de visita visible 

en el folio 459 del cuaderno 4.  

 

El 18 de abril de 2005, ante la presencia de indicios de inexactitud en 

la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2003105, la 

administración profirió el Emplazamiento para Corregir N° 

080632005000004, que fue notificado el día 19 del mismo mes y año. 

 

Con fundamento en la información recaudada en la inspección 

tributaria adelantada, la Administración profirió el Requerimiento 

Especial N° 080632006000007 del 26 de julio de 2006, notificado por 

correo certificado el 28 de julio de ese año, en el que propuso la 

modificación de la declaración en lo relacionado con la determinación 

del patrimonio bruto y de los  pasivos, lo que generó una diferencia 

patrimonial que dio lugar a la comparación de patrimonios; así mismo, 

propuso la imposición de sanción por inexactitud106.  

 

La contribuyente, dentro del término legal dio respuesta al 

requerimiento citado en la que aceptó, parcialmente, las glosas 

propuestas y, en tal virtud, corrigió la declaración tributaria.  

 

 
105 Folios 461 a 469 del cuadernillo 4 
106 Folios 628 a 662 del cuaderno 4 
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La División de Liquidación, con el ánimo de esclarecer los hechos 

objeto de investigación, en especial, lo concerniente a los pasivos, 

recibió el testimonio de terceros relacionados con la demandante; 

además, solicitó información a la CIFIN107, la Cámara de Comercio, 

Covinoc y el Ministerio de Transporte. 

 

El 23 de abril de 2007, la misma dependencia practicó la Liquidación 

Oficial de Revisión N° 080642007000004108, notificada por aviso el 2 de 

mayo del mismo año109, y que, recurrida el 1° de junio110, fue 

modificada mediante la Resolución N° 900.002 del 27 de febrero de 

2008111; este último acto fue notificado el 6 de marzo de 2008. 

 

 

LA  DEMANDA 

 

En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, consagrada en el artículo 85 del Código 

Contencioso Administrativo, la contribuyente, por intermedio de apoderado, formuló las siguientes 

pretensiones112:  

 

 
107 CIFIN es una central de información administrada por  la Asociación Bancaria, creada en 1981, dedicada a la recolección, obtención, 

compilación, modificación, administración, procesamiento, intercambio, envío, divulgación y transferencia a cualquier título, de datos personales, 

financieros, crediticios, de servicios y, en general, cualquiera relacionado con el cumplimiento de obligaciones, así como los provenientes de 

terceros países y cualquier otro que no sea contrario a la Constitución y la Ley.  

 

108 Folios 15 a 42 del cuaderno 4  
109 Folios 753 a 754 del cuaderno 5 
110 Folios 762 a 770 del cuaderno 4 
111 Folios 44 a 55 del cuaderno 4 
112 Folio 2 del cuaderno 4  



 

127 
 

“Se declare la Nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión N° 080642007000004 del 23 de abril 

de 2007 correspondiente a Impuesto de Renta y Complementarios año gravable 2003 a cargo 

de la Señora María del Carmen Piñeros Perilla identificada con c.c. 20.567.874 con NIT 

20.567.874-7.  

 

Se declare la Nulidad de la Resolución N° 900002 del 27 de febrero de 2008, que resuelve el 

Recurso de Reconsideración interpuesto por la Señora María del Carmen Piñeros Perilla 

identificada con c.c. 20.567.874 con NIT 20.567.874-7 contra la Resolución citada en el numeral 

anterior.  

 

Como consecuencia de lo anterior se restablezca el derecho de mi representada consistente en 

que se declare en firme la declaración privada del Impuesto sobre la Renta y Complementarios 

año Gravable 2.003, presentada el 27 de abril de 2004 por la Señora María del Carmen Piñeros 

Perilla identificada con c.c. 20.567.874 con NIT 20.567.874-7, se declare sin efecto jurídico la 

corrección presentada por renta año gravable 2003 el 24 de octubre de 2006 con el N° 

50119701000234 y se ordene la devolución del valor pagado en exceso de catorce Millones 

Ochocientos Sesenta y Tres Mil Pesos Moneda Corriente ($14.863.000).  

 

Que se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandada”.  

Invocó como normas violadas las siguientes:  

 

- Artículo 29 de la Constitución Política. 

- Artículos 28, 29, 69, 73, 74, 85 y 135 a 139 del Código Contencioso Administrativo.  

- Artículos 236, 283, 647, 683, 708, 714, 742, 750 y 779 del Estatuto Tributario.  

- Artículos 91 y 116 del Decreto 187 de 1975.  

 

Para desarrollar el concepto de violación manifestó: 

Irregularidades en el requerimiento especial que genera la nulidad de la liquidación oficial de revisión.   

 

La Administración Tributaria violó el debido proceso y el derecho de defensa porque no levantó acta de la 

inspección tributaria adelantada pues, aunque obra acta de la visita al domicilio de la actora en el mes de 

febrero y otras dos, de abril y junio del mismo año 2005, no se conoció la fecha de cierre de la investigación, 
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como lo exige el artículo 779 del Estatuto Tributario; por lo tanto, no existe documento que contenga todos los 

hechos, pruebas y fundamentos en que se sustentó la investigación.  

 

El cierre de la inspección no ocurrió dentro de los tres meses de suspensión del término legal, pues el auto 

que la ordenó se notificó el 6 de enero de 2005 y se continuó requiriendo información a la contribuyente 

durante los meses de abril y junio del mismo año.   

 

Adujo que, en consecuencia, no se realizó inspección tributaria que suspendiera el término de firmeza de la 

declaración y, por lo tanto, el requerimiento especial y la liquidación oficial de revisión son extemporáneos, lo 

que entraña su nulidad.   

 

Así las cosas, la declaración de corrección presentada con ocasión de la respuesta al requerimiento especial 

no produce efectos legales porque fue presentada cuando la declaración inicial se encontraba en firme, por lo 

que el valor pagado al presentarla constituye un pago en exceso que debe ser devuelto por la entidad 

demandada.  

 

Nulidad de la liquidación oficial de revisión por violación al debido proceso al allegar irregularmente 

pruebas obrantes en otros procesos.  

 

Señaló que, en el requerimiento especial se menciona que al expediente correspondiente a la investigación 

adelantada por el impuesto de renta del año 2003 se allegaron fotocopias de los informes de auditoría 

rendidos en los procesos de devolución por concepto del impuesto sobre las ventas de los bimestres segundo, 

tercero, cuarto, quinto y sexto de 2003.  

Consideró que como ni el Estatuto Tributario ni el Código Contencioso Administrativo expresan la forma de 

allegar pruebas que obren en otros procesos, por remisión expresa del código mencionado se debe aplicar lo 

dispuesto en el artículo 185 del Código de Procedimiento Civil que estipula que las pruebas practicadas 

válidamente en un proceso podrán trasladarse a otro, y serán apreciadas sin más formalidades, siempre que 

sea en copia auténtica, lo que en el presente caso se omitió.  
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Se refirió a las sentencias 6636 de 2003 y 6949 de 2002 de la Corte Suprema de Justicia en las que se habría 

dicho que el traslado de los informes mencionados ha debido ser ordenado mediante un auto de trámite 

debidamente notificado para cumplir los requisitos de publicidad y contradicción.  

 

Nulidad de la liquidación oficial de revisión por falta de correspondencia con el requerimiento 

especial.   

 

Señaló que la División de Liquidación, previo a proferir la liquidación oficial, recibió testimonios sin ordenarlos 

previamente en la forma antes anotada y sin notificar a la contribuyente para que asistiera a la práctica de la 

prueba.  

 

Indicó, que como el requerimiento especial se notificó el 28 de julio de 2006 y los testimonios fueron recibidos 

el 27 de marzo de 2007, a esa fecha ya habían transcurrido mas de tres meses después del vencimiento del 

plazo para responderlo, por lo que ya no podía ordenarse su ampliación.  

 

Advirtió que, además, según el artículo 750 del Estatuto Tributario,  los testimonios deben ser rendidos en las 

oficinas de la Administración Tributaria.  

 

Señaló que de esos testimonios, la demandada concluyó, en la liquidación oficial de revisión, en relación con 

los pasivos, que uno de ellos es inexistente, que los soportes solo se presentaron con ocasión de la respuesta 

al requerimiento especial y que los acreedores no tienen capacidad económica que les permita hacer 

préstamos, mientras que en el requerimiento especial, los pasivos fueron rechazados por no estar 

respaldados en documentos de fecha cierta, lo cual demuestra la falta de correspondencia entre los dos actos 

administrativos, lo que genera la nulidad de la liquidación oficial de revisión por violación del debido proceso y 

del derecho de defensa.  
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Los pasivos existen y están probados.  

 

La DIAN no desvirtuó la contabilidad de la demandante y consideró que como no estaba obligada a llevarla, 

no era suficiente para probar la realidad económica de la empresa, sin tener en cuenta que los libros fueron 

registrados en la Cámara de Comercio.  

 

La situación patrimonial de una persona no se prueba con testimonios, es necesario investigar sobre sus 

ingresos y bienes; existiendo un título valor, pagaré, que por expresa disposición del artículo 793 del Código 

de Comercio no requiere reconocimiento de firma para su cobro, la ley lo presume auténtico; luego, no es 

admisible el argumento de que dicho título no es cierto, porque lo suscriben parientes o porque la acreedora 

carece de recursos económicos.  

 

Es ilegal establecer renta por comparación patrimonial por el hecho de que los documentos carecen 

de fecha cierta.  

 

Conforme con el artículo 116 del Decreto 187 de 1975, la Administración Tributaria no puede determinar la 

renta por el sistema de comparación de patrimonios cuando el pasivo solicitado en la declaración de renta no 

reúna los requisitos exigidos por el artículo 124 del Decreto 2053 de 1974, siempre y cuando el contribuyente 

demuestre la existencia del mismo.  

 

Por tanto, la demandada no puede desconocer el pasivo por $248.637.000 con el argumento de que los 

documentos soporte no cumplen con lo establecido en los artículos 767 y 770 del Estatuto Tributario, que se 

refieren a la presentación o registro, ante notario o autoridad competente, de los documentos soporte de los 

pasivos para los contribuyentes no obligados a llevar contabilidad.  

 

Sanción por inexactitud. 
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Advirtió que, en el caso concreto, no se presentan las conductas señaladas en el artículo 647 del Estatuto 

Tributario para la procedencia de la sanción y que la DIAN no desvirtuó la existencia de los pasivos; como 

fundamento de su afirmación transcribe apartes de las sentencias del Consejo de Estado, 15164 del 22 de 

febrero de 2007 y 14535 del 7 de junio de 2006.  

 

 

CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

En la oportunidad legal, la apoderada de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN, en escrito de 

contestación a la demanda, se opuso a las pretensiones de la demanda113.  

 

Propuso como excepción de fondo el indebido agotamiento de la vía gubernativa pues consideró que en la 

demanda se refieren hechos nuevos que la Administración Tributaria no tuvo la oportunidad de controvertir.  

 

Indicó que el numeral 6° del artículo 730 del Estatuto Tributario señala las causales de nulidad de los actos de 

liquidación y resolución de recursos, de las que no hacen parte las alegadas por la demandante.  

 

Se refirió a la sentencia del Consejo de Estado 5404 del 17 de febrero de 1995, en la que se concluye que las 

causales de nulidad consagradas en el Código de Procedimiento Civil no son aplicables a las actuaciones 

administrativas de liquidación de impuestos; que por lo tanto, es inepta la demanda por el indebido 

agotamiento de la vía gubernativa, pues la administración no tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre las 

objeciones realizadas a su actuación, lo que impide que la jurisdicción contencioso administrativa pueda entrar 

a revisar la legalidad de los actos administrativos demandados y solicitó un fallo inhibitorio.  

 

En cuanto al fondo del asunto hizo un recuento de la investigación tributaria y de los cargos planteados por la 

demandante, relacionados con la inspección tributaria, para manifestar que el término de firmeza de la 

 
113 Folios 796 a 834 del cuaderno 4 
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declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2003, presentada el 27 de abril de 2004 era el 27 de 

abril de 2006; que dicho término se suspendió al decretarse, mediante el auto del 31 de diciembre de 2004, 

inspección tributaria a la demandante.  

 

Advirtió que no existe impedimento legal para que la Administración Tributaria utilice las facultades de 

fiscalización previstas en el artículo 684 del Estatuto Tributario dentro del término para responder el 

emplazamiento para corregir, pues se trata de una labor de recaudo de pruebas, previa al requerimiento 

especial, que no afecta el debido proceso ni el derecho de defensa que le asiste a la contribuyente. 

Que conforme con el artículo 685 del Estatuto Tributario, cuando la Administración de Impuestos tenga 

indicios sobre la inexactitud de la declaración del contribuyente  podrá enviar un emplazamiento para corregir; 

que la contribuyente  dio respuesta al emplazamiento el 27 de mayo de 2005 y aportó documentos que 

sirvieron de fundamento para proponer la modificación de la declaración mediante requerimiento especial.  

 

En consecuencia, para la notificación del requerimiento especial se suman los términos de suspensión por la 

práctica de la inspección tributaria y el envío del emplazamiento para corregir, es decir, para el caso en 

estudio la suspensión operó por cuatro meses.  

 

Estima desacertada la interpretación según la cual, la suspensión del plazo para notificar el requerimiento 

especial se inicia con la práctica de la inspección tributaria ya que la norma es clara al decir que el término se 

suspende a partir de la fecha de la notificación del auto que la decreta.    

 

Explicó que, en los términos de la Ley 223 de 1995,  la Administración Tributaria sí practicó la inspección 

tributaria, por lo que el término se suspendió desde el 6 de enero de 2005, fecha de notificación del auto que 

la ordenó y, en consecuencia, el requerimiento especial se notificó dentro del término legal, el 28 de julio de 

2006.  

 

Advirtió que la División de Liquidación no amplió el requerimiento especial porque su finalidad es incluir 

hechos y conceptos no contemplados en éste para proponer una nueva determinación oficial de los 

impuestos, anticipos, retenciones y sanciones y lo que aquí se pretendía era esclarecer los hechos objeto de 
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investigación, relacionados con los pasivos, para lo cual estimó suficiente escuchar el testimonio de los 

supuestos prestamistas de la demandante, quienes resultaron ser sus parientes y, además, manifestaron: i) 

no haber realizado los préstamos; ii)  no tener  buenas relaciones con ella; y iii)  no contar con recursos 

económicos.  

 

Afirmó que los pasivos por $224.061.000 fueron desvirtuados por la DIAN mediante los medios probatorios 

utilizados, documentos y testimonios; que la contribuyente no aportó los documentos de fecha cierta que los 

respaldaran y que, además, en la contabilidad  no se registró el ingreso de tales dineros ni los abonos a 

capital, el pago de los intereses generados, ni la garantía del crédito, lo que llevó a la certeza de su 

inexistencia.   

 

Explicó que los libros de contabilidad son prueba suficiente para que se reconozcan los pasivos, sólo a partir 

de su registro en la Cámara de Comercio y únicamente en relación con las operaciones posteriores al mismo; 

que, además, la actividad económica de la contribuyente se limita exclusivamente a la cría de aves de corral y 

no está en la obligación de llevar contabilidad, por lo que sus deberes y obligaciones no se rigen por el Código 

de Comercio.  

 

Manifestó que el inciso final del artículo 647 del Estatuto Tributario, antes de la Ley 49 de 1990, disponía que 

la determinación de la renta líquida gravable por el sistema de comparación patrimonial daba lugar a la 

sanción  por inexactitud en cuanto al mayor impuesto de patrimonio que se generara por la omisión de activos 

o inclusión de pasivos inexistentes, como en el caso que nos ocupa.  

 

Precisó que la demandante, en la declaración de corrección presentada con ocasión de la respuesta al 

requerimiento especial, aceptó parcialmente los hechos y modificaciones propuestas por la Administración 

Tributaria, es decir, que según el artículo 709 del Estatuto Tributario, se trata de una corrección provocada,  

por lo que no es posible declarar su nulidad y menos ordenar la devolución de las sumas pagadas.  

 

En lo que atañe al traslado de pruebas, manifestó que no era necesario surtir el trámite indicado por la 

demandante, pues fue seleccionada para ser investigada fiscalmente por el año gravable 2003 en desarrollo 
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del programa integral que incluye los impuestos de renta, ventas y la retención en la fuente, lo que autorizaba 

a tener en cuenta, en cada caso, todos los documentos recaudados que incidieran en su determinación.  

 

De lo anterior infiere que no se vulneró derecho alguno y el actuar de la Administración Tributaria se ajustó a 

los preceptos constitucionales y legales y la contribuyente pudo ejercer los derechos de defensa y de 

contradicción.  

 

Solicitó condenar en costas a la demandante.  

 

 

LA SENTENCIA APELADA 

 

Mediante sentencia del 8 de mayo 2009114, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Cuarta, Subsección “B” declaró no probada la excepción de inepta demanda y la nulidad parcial de la 

Liquidación Oficial de Revisión N°  080642007000004 del 23 de abril de 2007, y de la Resolución N° 

900.002 del 27 de febrero de 2008 que falló el recurso de reconsideración contra la anterior, 

proferidas por la Administración de Impuestos Nacionales de Girardot; a título de restablecimiento del 

derecho, declaró que la señora María del Carmen Piñeros Perilla no está obligada a pagar valor 

alguno por concepto de sanción por inexactitud respecto del impuesto sobre la renta del año 

gravable 2003.  

 

Las razones aducidas en la decisión son las siguientes:  

  

Sobre la excepción planteada por la apoderada de la demandada, manifestó el a-quo que existe identidad en 

la pretensión de la accionante, toda vez que tanto en el recurso de reconsideración como en la demanda 

contenciosa se cuestiona la validez de la liquidación oficial de revisión, solo que ante la jurisdicción adujo 

nuevos argumentos encaminados a obtener la misma pretensión.  

 
114 Folios 888 a 922 del cuaderno 4 
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Respecto del fondo del asunto manifestó:  

Irregularidades en la expedición del requerimiento especial y firmeza de la declaración privada.  

 

Señaló que, de acuerdo con los artículos 705 y 706 del Estatuto Tributario, el término para notificar el 

requerimiento especial se suspende cuando se practique inspección tributaria de oficio, por tres meses 

contados a partir de la notificación del auto que la decreta y durante el mes siguiente a la notificación del 

emplazamiento para corregir.  

 

Que como la actora presentó la declaración el 7 de mayo de 2004, el término para notificar el requerimiento 

especial comenzó a correr el 8 de mayo del mismo año pero se suspendió a partir del 6 de enero de 2005, con 

la notificación del auto que decretó la inspección tributaria, hasta el 6 de abril de 2005  y por un mes más por 

la notificación del emplazamiento para corregir, lo que significa que el plazo final vencía realmente en 

septiembre de 2006 y al haberlo notificado el 28 de julio de 2006, fue oportuno y no se configuró la firmeza de 

la declaración tributaria.  

 

Falta de coherencia entre el requerimiento especial y la liquidación oficial, pruebas allegadas de forma 

irregular al expediente.   

 

Precisó que, de acuerdo con los artículos 684, 703, 704 y 711 del Estatuto Tributario, la División de 

Fiscalización tiene amplias facultades de investigación, en ejercicio de las cuales puede, citar o requerir al 

contribuyente o a terceros para que rindan informes o contesten interrogatorios; exigir la presentación de 

documentos en los que registren sus operaciones cuando estén obligados a llevar libros de contabilidad; 

ordenar la exhibición y examen parcial de los libros, comprobantes y documentos y, en general, realizar todas 

las actuaciones necesarias para la correcta determinación de los impuestos.  

 

Agregó que debe existir correspondencia entre la declaración privada, el requerimiento especial y la 

liquidación oficial de revisión, con el fin de preservar el debido proceso y el derecho de defensa del 

contribuyente; después de comparar las modificaciones propuestas en el requerimiento especial y las 
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determinadas en la liquidación oficial de revisión, afirmó que existe la debida correspondencia a que se alude 

pues ambos actos refieren al rechazo de pasivos por la falta de idoneidad de la contabilidad de la actora y la 

ausencia de los soportes correspondientes, atendiendo la calidad de persona no obligada a llevar 

contabilidad.  

 

En cuanto al traslado de pruebas, transcribió apartes de la sentencia del Consejo de Estado 13860 del 9 de 

septiembre de 2004, para sostener que la Administración está autorizada a trasladar a un expediente pruebas 

obtenidas al verificar un impuesto distinto al que examina, siempre que el contribuyente las conozca; que, por 

lo tanto, en la investigación adelantada a la demandante por el programa integral renta, ventas y retención, 

era válido trasladar las pruebas que se consideraban pertinentes y necesarias, las cuales fueron conocidas 

por la actora.  

 

Frente a los testimonios de terceros, relacionados con los pasivos, anotó que si bien el literal c) del artículo 

684 del Estatuto Tributario faculta a la administración para citar o requerir al contribuyente o a terceros para 

que rindan informes o contesten interrogatorios y cuando se hace bajo la gravedad del juramento constituyen 

prueba testimonial, no es menos cierto que dichos testimonios están sujetos al principio de publicidad y 

contradicción; que como en el caso en estudio los testimonios no fueron decretados mediante un acto que 

acatara dichos principios, la prueba no puede ser tenida en cuenta para efectos de controvertir la legalidad de 

los pasivos declarados por la actora.  

 

Los pasivos rechazados por la Administración se encuentran debidamente acreditados y deben ser 

aceptados.  

 

En relación con el rechazo de los pasivos por la suma de $224.061.000, precisó el a-quo que, sin estar 

obligada, la demandante determinó voluntariamente registrar sus operaciones en libros de contabilidad, con lo 

cual se acogió al régimen previsto para quienes están obligados a llevarla; advirtió que según consta en los 

antecedentes y como lo manifestó la administración en el requerimiento especial, los libros Mayor y de 

Balances fueron inscritos por la actora el 4 de junio de 2003 y en ellos se registraron operaciones ocurridas 

desde el 1° de enero de 2003, lo que evidencia que la inscripción fue posterior al inicio de los registros, 
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apartándose de lo dispuesto en los artículos 126 numeral 4 del Decreto 2649 de 1993 y 29 del Código de 

Comercio, lo que le quita valor como plena prueba.    

 

Adicionalmente, al examinar los soportes de la contabilidad, concluyó que los movimientos contables no se 

reflejan en el libro auxiliar ni hay correspondencia entre los registros y sus soportes, circunstancia que no 

justificó la accionante; en consecuencia, al no encontrarse debidamente probados los pasivos, mantuvo el 

rechazo.  

 

Renta por comparación patrimonial.  

 

Señaló que el rechazo de los pasivos ocasiona la modificación del renglón 57 “Deudas”, lo que a su vez afecta 

el total del patrimonio líquido, por lo que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 236 del Estatuto Tributario, 

es procedente determinar el impuesto sobre la renta por el sistema de comparación patrimonial.  

 

Sanción por inexactitud.  

 

Señaló que el rechazo de los pasivos por falta de soporte, no da lugar a imponer sanción por inexactitud.  

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Las partes, inconformes con la decisión de primera instancia, interpusieron recurso de apelación, en los 

siguientes términos:  
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La demandante solicitó modificar la sentencia impugnada y declarar la nulidad de los actos administrativos 

demandados; reiteró los argumentos expuestos en la demanda115.   

 

La demandada solicitó modificar la sentencia impugnada y, en su lugar, negar las súplicas de la demanda; 

reiteró las razones expuestas en la contestación y agregó:   

 

La sanción por inexactitud es procedente por cuanto las pruebas indican que los pasivos son inexistentes y 

que provienen de operaciones simuladas.  

 

Destacó, después de analizar la naturaleza jurídica de la prueba, que la declaración del impuesto sobre la 

renta debe estar sustentada en documentos que el contribuyente debe tener disponibles para ser presentados 

en el momento en que la DIAN los solicite; que, por lo tanto, no es excusa el argumento de que a la 

demandante se le otorgó poco tiempo para presentar los soportes de los pasivos; “y la primera visita se realizó 

el 17 de febrero de 2005 para culminar en junio de 2006”, tiempo suficiente para tener los documentos 

disponibles. Que, de otra parte, los acreedores son familiares de la demandante por lo que no existía dificultad 

para conseguir los documentos soportes de los pasivos al momento de la visita y solo se presentaron con la 

respuesta al requerimiento especial. 

 

Que mediante los medios probatorios utilizados por la Administración Tributaria, el testimonial y el 

documental, se pudo comprobar que los prestamistas no tenían capacidad económica y alguno de ellos 

confesó que nunca habían realizado préstamos a la demandante.   

 

Como soporte de sus afirmaciones, transcribió apartes de las sentencias del 14 de julio de 1975 y  del 11 de 

enero de 2005, de la Corte Suprema de Justicia, en las que se concluyó que en la simulación, para probar la 

capacidad económica de una persona, no se exige una prueba específica, por lo que la prueba testimonial es 

eficaz e idónea como contraindicio de la simulación.  

 

 
115 Folios 949 a 959 del cuaderno 4 
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Que, en ese contexto, está demostrado que la sanción por inexactitud se fundó en la inexistencia, falsedad o 

simulación de pasivos por lo que no es correcta la decisión del a-quo de levantarla.  

 

 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

 

La demandante insistió en las razones que expuso en la demanda y en el recurso de apelación.   

 

La demandada insistió en las razones que expuso en el escrito de contestación de la demanda y en 

el recurso de apelación.  

 

El Ministerio Público no intervino en esta etapa procesal.  

 

 

 

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 

Se discute la legalidad de los actos administrativos mediante los cuales la Administración de Impuestos 

Nacionales de Girardot modificó la declaración del impuesto sobre la renta y complementarios, presentada por 

la demandante por el año gravable 2003.  

 

En los términos del recurso de apelación, corresponde a la Sala decidir si se configura la excepción de inepta 

demanda, por falta de agotamiento de la vía gubernativa planteada por la demandada, y, en caso de no ser 

así, si operó la firmeza de la declaración por haberse proferido el requerimiento especial de manera irregular, 

como lo considera la parte actora; así mismo, si la liquidación oficial es nula porque se sustentó en pruebas 

allegadas al expediente en forma ilegal y si hay coherencia de ese acto con el requerimiento especial; se debe 

establecer también si los pasivos fueron debidamente probados y si es válido determinar el impuesto por el 

sistema de comparación patrimonial; por último, si hay lugar a la imposición de la sanción por inexactitud.  
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Excepción de falta de agotamiento de la vía gubernativa 

 

La vía gubernativa constituye un requisito de procedibilidad para el ejercicio de la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho contra actos administrativos de carácter particular.  

 

De acuerdo con los artículos 62 y 63 del Código Contencioso Administrativo, la vía gubernativa se agota 

cuando contra el acto administrativo no procede ningún recurso; cuando los recursos interpuestos se han 

decidido, y cuando el acto administrativo quede en firme por no haber sido interpuestos los recursos de 

reposición o de queja que contra él procedían. 

 

Señala, a su vez, el artículo 720 del Estatuto Tributario, que sin perjuicio de lo dispuesto en normas especiales 

del mismo, contra las liquidaciones oficiales, resoluciones que impongan sanciones u ordenen el reintegro de 

sumas devueltas y demás actos producidos, en relación con los impuestos administrados por la DIAN, 

procede el recurso de reconsideración, el cual deberá interponerse ante la oficina competente dentro de los 

dos meses siguientes a su notificación.  

 

En el caso de las liquidaciones oficiales de revisión, cuando se hubiere atendido en debida forma el 

requerimiento especial, el contribuyente podrá prescindir del recurso de reconsideración y acudir directamente 

ante la jurisdicción contencioso administrativa, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a la notificación de 

aquéllas.  

 

 

En el caso concreto la demandada manifiesta que no obstante haberse agotado la vía gubernativa, ello ocurrió 

respecto de hechos diferentes a los que hoy se demandan.  

 

Observa la Sala:  
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La División de Liquidación de la Administración de Impuestos Nacionales de Girardot notificó la 

Liquidación Oficial de Revisión N° 080642007000004, por aviso publicado en el Diario El Tiempo el 2 

de mayo de 2007; el 1° de junio de 2007 la demandante interpuso recurso de reconsideración116, 

expresando que se había violado el debido proceso al adelantar la actuación administrativa e indicó 

que según el artículo 720 del Estatuto Tributario, la contabilidad sirve de medio de prueba de 

pasivos, siempre que se lleve con todas las formalidades, como en su caso; agregó que la DIAN 

nunca cuestionó los pagarés y las letras de cambio y que, además, los documentos tienen fecha 

cierta; que no existe norma que prohíba el préstamo entre esposos y familiares.  

 

Con ocasión de la demanda, la actora solicitó la nulidad de la liquidación oficial de revisión por violación al 

debido proceso al allegar irregularmente pruebas obrantes en otros procesos, la falta de correspondencia con 

el requerimiento especial y el rechazo de los pasivos al no aceptar como prueba los documentos de fecha 

cierta presentados.  

 

Encuentra la Sala que tanto en el recurso de reconsideración como en la demanda, el asunto de fondo lo 

constituye el rechazo de los pasivos por falta de la prueba pertinente ya que la DIAN consideró que los 

documentos allegados no tenían fecha cierta y que la contabilidad, llevada sin estar obligada, no contenía los 

registros exigidos para demostrar las deudas, los intereses y la forma de pago pactada. Lo anterior es 

suficiente para concluir que si bien, con ocasión de la demanda, la actora mejoró los argumentos, el punto 

central de discusión es el mismo, el rechazo de los pasivos.  

 

Así lo ha considerado el Consejo de Estado entre otras, en la sentencia 17708 del 5 de mayo de 2011117 en la 

que advirtió:  

 

“(…) El artículo 135 del Código Contencioso Administrativo dispone como uno de los requisitos 

para acudir ante la Jurisdicción, a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho 

contra actos administrativos definitivos de carácter particular y concreto, que se agote 

 
116 Folios 762 a 762 del cuaderno 4 
117 C. P.  Martha Teresa Briceño de Valencia 
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previamente la vía gubernativa. Esto acontece cuando contra los actos administrativos no 

procede ningún recurso, cuando los recursos interpuestos se han decidido y cuando el acto 

administrativo quede en firme por no haber sido interpuestos los recursos de reposición o de 

queja (artículos 62 y 63 ibídem).  

 

De acuerdo con lo anterior, la Jurisdicción no puede conocer hechos nuevos planteados en la 

demanda, que no lo hayan sido ante la Administración; pero si, como en este caso, en el recurso 

de reconsideración la contribuyente solicitó que se revocara en todas y cada una de las partes la 

Liquidación Oficial Renta Sociedades No. 300642006000018 del 13 de marzo de 2006, para que 

en su lugar se absolviera de las cargas tributarias señaladas en la misma, con base en argumentos 

tales como firmeza de la declaración, ausencia de inexactitud y presunción de buena fe y de la 

veracidad de la declaración tributaria, los cargos aducidos sobre procedencia de las deducciones o 

improcedencia de la adición de ingresos y de la sanción por  irregularidades contables, no son 

nuevos elementos fácticos, sino mejores razones jurídicas en que se sustenta la nulidad de los 

actos acusados, como quiera que desde la etapa administrativa objetó la validez de toda la 

actuación.  

 

Es decir, que con idéntica pretensión de nulidad de la liquidación oficial, se amplió el debate con 

nuevos argumentos encaminados a demostrar la ilegalidad. En consecuencia, la excepción no 

está llamada prosperar por cuanto sí hubo agotamiento de la vía gubernativa en relación con la 

pretensión de nulidad de todas y cada una de las partes de la modificación oficial del impuesto 

de renta de la actora por el año gravable 2002. 

 

(…)” 

 

 

En cuanto al fondo del asunto la Sala estudiará, en su orden, lo siguiente:  

 

Firmeza de la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2003 por irregularidades en la 

expedición del requerimiento especial.  
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Mencionó la actora que al no conocerse la fecha de cierre de la inspección tributaria, en los términos que 

exige el artículo 779 del Estatuto Tributario118, no existe documento en el expediente que contenga los 

hechos, pruebas y fundamentos en que ella se sustenta, pues la DIAN no levantó el acta de la misma.  

 

Que al presentarse dicha situación, la inspección tributaria no logró suspender el término para notificar el 

requerimiento especial y al hacerlo el 26 de julio de 2006, se excedió el término de los dos años que vencían 

el 7 de junio del mismo año, viciando de nulidad la liquidación oficial de revisión.  

 

Precisa la Sala:  

 

El Estatuto Tributario establece, en el Capítulo II del Título IV, el procedimiento de determinación oficial de 

impuestos y los distintos actos que en su desarrollo puede producir la administración, así como las 

actuaciones del contribuyente frente a cada uno de tales actos.  

 

Este procedimiento inicia con la notificación del requerimiento especial, acto en el que la administración 

propone las modificaciones que considera pertinentes, después de efectuar un análisis a la declaración y de 

verificar la exactitud de los valores en ella consignados; si considera que la respuesta del contribuyente no 

desvirtúa lo propuesto, debe proceder a practicar una liquidación oficial de revisión en la que determine el 

 
118 ARTICULO 779. INSPECCIÓN TRIBUTARIA. La Administración podrá ordenar la práctica de inspección tributaria, para verificar la exactitud de 

las declaraciones, para establecer la existencia de hechos gravables declarados o no, y para verificar el cumplimiento de las obligaciones formales.  

Se entiende por inspección tributaria, un medio de prueba en virtud del cual se realiza la constatación directa de los hechos que interesan a un 

proceso adelantado por la Administración Tributaria, para verificar su existencia, características y demás circunstancias de tiempo, modo y lugar, en 

la cual pueden decretarse todos los medios de prueba autorizados por la legislación tributaria y otros ordenamientos legales, previa la observancia 

de las ritualidades que les sean propias.  

La inspección tributaria se decretará mediante auto que se notificará por correo o personalmente, debiéndose en él indicar los hechos materia de la 

prueba y los funcionarios comisionados para practicarla.  

La inspección tributaria se iniciará una vez notificado el auto que la ordene. De ella se levantará un acta que contenga todos los hechos, pruebas y 

fundamentos en que se sustenta y la fecha de cierre de investigación debiendo ser suscrita por los funcionarios que la adelantaron.  

Cuando de la práctica de la inspección tributaria se derive una actuación administrativa, el acta respectiva constituirá parte de la misma.  
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impuesto, ya sea acogiendo parcialmente las explicaciones dadas por el contribuyente al contestar el 

requerimiento o confirmando en su totalidad las modificaciones en él sugeridas.    

 

Una vez, agotado el procedimiento descrito, en un plazo que no puede exceder de seis meses contados a 

partir del vencimiento del término para dar respuesta al requerimiento especial, la Administración debe proferir 

y notificar la liquidación oficial de revisión. 

 

En el caso concreto y considerando la fecha en que la señora María del Carmen Piñeros Perilla presentó la 

declaración del impuesto sobre la renta por el ejercicio fiscal 2003, esto es, el 27 de abril de 2004119, la 

declaración tributaria quedaría en firme, inicialmente, el 27 de abril de 2006; sin embargo, como el 6 de enero 

de 2005 la demandada notificó el Auto de Inspección Tributaria N° 080632004000073, en virtud del cual 

realizó la mencionada diligencia, al tenor del artículo 706 del Estatuto Tributario, operó, por tres meses, la 

suspensión del término anotado.  

 

Así mismo, teniendo en cuenta que la administración hizo uso de la opción consagrada en el artículo 685 del 

Estatuto Tributario al enviar a la actora un emplazamiento para corregir, notificado el 18 de abril de 2005120, 

también operó la suspensión por un mes más, plazo concedido para que el contribuyente lo responda.  

 

Así las cosas, el vencimiento que inicialmente era el 27 de abril de 2006, en razón de la suspensión por 

efectos de haberse decretado y practicado inspección tributaria y proferido emplazamiento para corregir, se 

amplió hasta el 28 de agosto de 2006.  

 

Por lo tanto, al notificar la demandada el requerimiento especial el 28 de julio de 2006121, lo hizo dentro de la 

oportunidad legal y, en consecuencia, la declaración del impuesto sobre la renta del año gravable 2003 no 

adquirió firmeza.   

 

 
119 Folio 641 del cuaderno 5 
120 Folios 461 a 469 del cuadernillo 4 
121 Folio 629 del cuaderno 4 
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Se evidencia que los funcionarios comisionados efectivamente realizaron la diligencia de inspección tributaria, 

como se desprende de las actas de la División de Fiscalización Tributaria suscritas por la demandante y el 

funcionario comisionado para tal efecto, de fecha 15 de abril de 2005122, 24 de abril de 2005123 y 13 de junio 

de 2006124, diligencia que fue cerrada en ésta última fecha; se observa también que la demandante respondió 

el emplazamiento para corregir, lo que demuestra que no se vulneró su derecho de defensa.  

 

En consecuencia, no prospera el cargo de apelación.  

 

Nulidad por falta de congruencia entre el requerimiento especial y la liquidación oficial de revisión y 

porque las pruebas fueron allegadas de forma irregular al expediente.  

 

El apoderado de la actora fundamentó la nulidad incoada en varias irregularidades que, según dijo, se 

presentaron en el procedimiento seguido por la Administración de Impuestos, que en su concepto conllevan a 

la nulidad de la operación administrativa demandada; ellas son: falta de correspondencia entre lo propuesto 

en el requerimiento especial y lo determinado oficialmente; traslado de pruebas de un expediente a otro sin 

auto que lo decrete, así como la falta de autenticación de las copias y la recepción de la prueba testimonial de 

forma irregular, vulnerando el debido proceso.   

 

En lo que se relaciona con las causales de nulidad de las liquidaciones oficiales y de las resoluciones que 

resuelven los recursos, el artículo 730 del Estatuto Tributario las consagra taxativamente: 

 

1. Cuando se practiquen por funcionario incompetente. 

2. Cuando se omita el requerimiento especial previo a la liquidación de revisión o se pretermita el 

término señalado para la respuesta, conforme a lo previsto en la ley, en tributos que se determinan 

con base en declaraciones periódicas. 

3. Cuando no se notifiquen dentro del término legal. 

 
122 Folio 459 del cuadernillo 4 
123 Folio 482 del cuadernillo 4 
124 Folio 520 del cuadernillo 4 
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4. Cuando se omitan las bases gravables, el monto de los tributos o la explicación de las 

modificaciones efectuadas respecto de la declaración, o de los fundamentos del aforo. 

5. Cuando correspondan a procedimientos legalmente concluidos. 

6. Cuando adolezcan de otros vicios procedimentales, expresamente señalados por la ley como 

causal de nulidad. 

 

Conforme con la anterior disposición la Sala analizará cada una de las irregularidades señaladas por la actora, 

con el fin de establecer si se enmarcan dentro de las consagradas en la legislación tributaria.  

 

- Falta de correspondencia entre lo propuesto en el requerimiento especial y lo determinado 

oficialmente.  

 

El artículo 711 del Estatuto Tributario establece que la liquidación de revisión deberá contraerse 

exclusivamente a la declaración del contribuyente y a los hechos que hubieren sido contemplados en 

el requerimiento especial o en su ampliación si la hubiere, con el fin de garantizar el derecho de 

defensa del contribuyente. 

 

En el caso bajo examen, en el  Requerimiento Especial N° 080632006000007 del 26 de julio de 2006 se 

propuso el rechazo de los pasivos por cuanto su procedencia está sujeta a que estén soportados en 

documentos de fecha cierta, ya que la actividad desarrollada por la demandante, cría especializada de aves 

de corral, está catalogada como no mercantil y, por lo tanto, no está obligada a llevar libros de contabilidad.  

 

Agregó la entidad demandada que los pagarés que respaldan las deudas se debieron presentar ante notario o 

autoridad competente y que, además, en la etapa de investigación la contribuyente no aportó los documentos 

idóneos;  por lo expuesto, propuso su rechazo; la determinación de la renta por el sistema de comparación 

patrimonial; la adición de ingresos conforme con el artículo 236 del mismo Estatuto y  la imposición de la 

sanción por inexactitud.   
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Por su parte, en la Liquidación Oficial de Revisión N°080642007000004 del 23 de abril de 2007, la 

Administración Tributaria señaló que los pasivos deben estar soportados en documentos idóneos tales como 

la factura, el pagaré, la letra de cambio, el cheque, etc. y no con un simple comprobante de ingresos o 

egresos o con una nota contable;  que no están soportados en documentos de fecha cierta; que los 

documentos fueron aportados con posterioridad a la inspección tributaria porque no hacían parte de la 

contabilidad; que no son auténticos y que la contribuyente lleva una contabilidad sin el cumplimiento de los 

requisitos exigidos en el artículo 774 del Estatuto Tributario.  

 

De lo anterior se concluye que existe la debida correspondencia entre el requerimiento especial y la 

liquidación oficial de revisión, pues la glosa propuesta en el primero, y la determinada oficialmente es la 

misma: el rechazo de los pasivos por falta del soporte correspondiente.    

 

En consecuencia, no advierte la Sala que en el caso se haya incurrido en causal de nulidad por la razón 

esgrimida.  

 

- Traslado de pruebas de un expediente a otro, sin auto que lo decrete, así como falta de 

autenticación de las copias.  

 

Según el Tribunal, la Administración Tributaria está facultada para trasladar a un expediente pruebas 

obtenidas al verificar un impuesto distinto al que se investiga, siempre que el contribuyente conozca de ellas; 

como en el caso concreto la investigación se inició por el programa integral de renta, ventas y retención en la 

fuente, estimó válido su traslado.   

 

Según la demandante, para el traslado de pruebas debe darse aplicación a lo dispuesto en el artículo 185 del 

Código de Procedimiento Civil, que exige que las pruebas practicadas en un proceso pueden trasladarse a 

otro en copia auténtica para ser apreciadas siempre que en el proceso primitivo se hubieren practicado a 

petición de la parte contra quien se aduce o con audiencia de ella; que en el caso en estudio el funcionario no 

ordenó el traslado mediante auto de trámite debidamente notificado, con el fin de cumplir con los requisitos de 

publicidad y contradicción.  
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Por su parte, la demandada precisa que lo que se trasladó al expediente no fueron pruebas sino los informes 

de la auditoria realizada por los funcionarios de la administración en las investigaciones correspondientes a 

las declaraciones del impuesto sobre las ventas y de retención en la fuente del año gravable 2003, en 

desarrollo del programa “integral renta, ventas y retención en la fuente” ordenado mediante el  Auto de 

Apertura N° 080632004002199 del 31 de diciembre de 2004.  

 

Observa la Sala que en los folios 56 a 60, 63 a 67, 68 a 69, 72 a 75, 76 a 78, del cuaderno 1, obran los 

informes de auditoría elaborados por funcionarios de la DIAN en la investigación realizada sobre las 

declaraciones del impuesto sobre las ventas de los bimestres 2°, 3°, 4°, 5° y 6° de 2003 con ocasión de las 

solicitudes de devolución de los saldos a favor resultantes. En ellos se hace referencia a los impuestos 

descontables, a las facturas de compraventa de los insumos  necesarios para el desarrollo de la actividad 

exenta; se concluye que la contribuyente cumple con los requisitos establecidos en el artículo 13 del Decreto 

522 de 2003 y se cita al Comité de Devoluciones de la Administración para que decida sobre la procedencia 

de la solicitud de devolución.  

 

 

 

Por lo tanto, no puede hablarse de traslado de pruebas sin el lleno de los requisitos para el efecto, 

porque, en todo caso, se trata de información recaudada en ejercicio de las facultades de 

investigación de que está investida la administración, en relación, también, con obligaciones 

tributarias de la actora y en desarrollo de la investigación por un programa integral, que cobijaba los 

diferentes gravámenes.   

 

En consecuencia, no observa la Sala que en el caso se haya incurrido en causal de nulidad, por la razón 

alegada.  

 

- Recepción de la prueba testimonial de forma irregular 
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Nuestro ordenamiento jurídico establece como medio de prueba el testimonio, definiéndolo como una 

declaración que hace un tercero ante un juez con fines procesales sobre lo que sabe respecto de un hecho125. 

 

Como todo medio de prueba, el testimonio debe ser valorado, pero antes de ello, la autoridad debe verificar 

que el mismo cumpla con los requisitos de validez como la capacidad del testigo, la inexistencia de 

inhabilidades, las formalidades propias de su recepción, etc.  

 

El artículo 684 del Estatuto Tributario faculta a la Administración Tributaria para citar o requerir al 

contribuyente o a terceros para que rindan informes o contesten interrogatorios.  A su vez, el artículo 750 

dispone que los hechos consignados en las declaraciones tributarias de terceros, en informaciones rendidas 

bajo juramento ante las oficinas de impuestos, en escritos dirigidos a éstas, o en respuestas a estos 

requerimientos administrativos, relacionados con obligaciones tributarias del contribuyente, se tendrán como 

testimonio, sujeto a los principios de publicidad y contradicción de la prueba. 

 

Evidencia la Sala que los testimonios rendidos en el año 2007 por los señores Nelson Armando Gutiérrez 

Ojeda, Martha Cecilia Piñeros y Luis Eduardo Prieto Acosta126, no estuvieron precedidos por auto que los 

ordenara ni se obtuvieron en la diligencia de la inspección tributaria.  

 

Lo anterior genera que dichos testimonios no sean tenidos en cuenta para efecto de controvertir la legalidad 

de los pasivos declarados en el año 2003. Sin embargo, los actos administrativos, por esta circunstancia, no 

están viciados de nulidad por lo que la Sala procede a estudiar los demás cargos de apelación.  

Prueba de pasivos.  

 

En el caso concreto, la Administración Tributaria rechazó pasivos por la suma de $224.061.000.  

 

 
125 Artículo 213 del Código de Procedimiento Civil 
126 Folios 686 a 688 del cuaderno 5  
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En cuanto a la prueba de los pasivos, establece el artículo 770 del Estatuto Tributario que los contribuyentes 

que no estén obligados a llevar libros de contabilidad, sólo podrán solicitar pasivos que estén debidamente 

respaldados por documentos de fecha cierta y, en los demás casos, los pasivos deben estar respaldados por 

documentos idóneos y con el lleno de las formalidades exigidas en materia contable.  

 

A su turno, el artículo 771 del mismo Estatuto establece que el incumplimiento a la norma anterior, acarreará 

el desconocimiento del pasivo.  

 

Según lo previsto en el artículo 23 del Código de Comercio, la actora no se encontraba obligada a llevar libros 

de contabilidad, pues no ejerce alguna actividad mercantil ya que su actividad es la cría especializada de aves 

de corral; por lo tanto, la prueba de sus pasivos la constituyen los documentos auténticos y de fecha cierta en 

que conste esas deudas; advierte la Sala que los documentos con los que la actora pretende probar los 

pasivos no fueron aportados durante la inspección tributaria sino con ocasión de la respuesta al requerimiento 

especial; se evidencia que los mismos no tienen fecha cierta y que las fotocopias de los pagarés por valor de 

$50.000.000 (16 de diciembre de 2003), $40.341.000 (30 de septiembre de 2003),  $15.000.000 (18 de 

diciembre de 2003), $50.000.000 (1° de junio de 2001) y $56.000.000 (1° de junio de 2001); la letra de cambio 

por $6.720.000 (2003) y por $6.000.000 (2003)127 no fueron autenticadas y algunas corresponden a vigencias 

fiscales anteriores.     

 

Para la acreditación de los pasivos, el legislador estableció una prueba específica como es la documental, de 

tal suerte que si ésta no existe o es insuficiente, no puede ser apreciada y, por tanto, la deuda se tendrá como 

no demostrada. Lo anterior, sin perjuicio de que se pruebe de manera supletoria que las cantidades 

respectivas y sus rendimientos fueron oportunamente declarados por el beneficiario, de conformidad con el 

artículo 771 del Estatuto Tributario, situación que en el plenario no está demostrada.   

 

Manifiesta la actora que aun no estando obligada a llevar contabilidad, registró como comerciante sus libros 

contables ante la Cámara de Comercio, lo que evidencia que se llevaba  con las formalidades exigidas en 

materia contable y podía servir como prueba; sin embargo, advierte la Sala que la contabilidad de la actora no 

cumple las formalidades requeridas, pues los libros Mayor y Balances fueron registrados el 4 de junio de 2003 

 
127 Folios 644 a 650 del cuaderno 5 
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y en ellos se asentaron operaciones con fecha 1° de enero de 2003; es decir, la inscripción fue posterior al 

inicio de su diligenciamiento, vulnerando lo dispuesto en los artículos 126 del Decreto 2649 de 1993 y 24 

numeral 4 del Código de Comercio.  

 

Así las cosas, la Sala no tendrá como prueba la contabilidad de la actora pues aunque no estaba obligada a 

llevarla, su existencia y validez está condicionada a que se ajuste a los lineamientos legales previstos sobre el 

particular.  

 

Respecto de la prueba de pasivos, precisó la Sala, en el fallo del 17 de junio de 2010, con ponencia de la 

Consejera Doctora Carmen Teresa Ortiz de Rodríguez. Expediente 16604, que:  

 

“(…) 

De otra parte, procedía el rechazo de pasivos declarados en el renglón OI “otros pasivos” dado 

que estos carecen de respaldo probatorio, pues, los documentos que el actor allegó en virtud 

del requerimiento ordinario de información de 23 de noviembre de 2001128, no son pruebas 

idóneas para tal efecto, de acuerdo con el artículo 770 del Estatuto Tributario, según el cual, los 

contribuyentes que no están obligados a llevar libros de contabilidad, sólo pueden solicitar 

pasivos debidamente respaldados por documentos de fecha cierta. Y, en los demás casos, los 

pasivos deben estar respaldados por documentos idóneos y con el lleno de todas las 

formalidades exigidas para la contabilidad.  

 (…)”. 

 

Resulta claro para la Sala que ante la falta de prueba de los pasivos por parte de la demandante, 

conforme con lo dispuesto en el artículo 236 del Estatuto Tributario, era procedente determinar el 

impuesto sobre la renta por el sistema de comparación patrimonial  

 

 
 
128 Entre ellos, relación de anexos referentes al patrimonio y declaraciones de renta 1999 y 2000, facturas y movimientos de pasivos de enero a 
mayo, julio a agosto y octubre de 1999, al igual que los recaudados y exhibidos dentro de la inspección tributaria (libros de contabilidad mayor y 
balances y auxiliares, y el análisis de los movimientos de pasivos durante los meses señalados).  
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En cuanto a la afirmación de la demandante en el sentido de que la Administración Tributaria no puede 

determinar la renta por el sistema de comparación de patrimonios cuando el pasivo solicitado en la 

declaración de renta no reúna los requisitos exigidos por el artículo 124 del Decreto 2053 de 1974, la Sala 

precisa que para su aplicación es necesario que el contribuyente demuestre la existencia del pasivo, situación 

que en este caso no se acreditó.  

 

Por las consideraciones aquí consignadas se desestima el cargo propuesto 

  

Sanción por inexactitud.  

 

Asegura la demandante que en el presente caso no se presentan las conductas señaladas en el artículo 647 

del Estatuto Tributario y que la DIAN no desvirtuó la existencia de los pasivos. 

 

El artículo 647 del Estatuto Tributario dispone que habrá lugar a la sanción por inexactitud cuando 

exista omisión de ingresos, de impuestos generados por operaciones gravadas, de bienes o 

actuaciones susceptibles de gravamen, inclusión de costos, deducciones, descuentos, exenciones, 

pasivos, impuestos descontables, retenciones o anticipos inexistentes y en general, la utilización en 

las declaraciones de datos o factores falsos, equivocados, incompletos o desfigurados, de los cuales 

se derive un menor impuesto o saldo a pagar o un mayor saldo a favor para el contribuyente o 

responsable. 

 

No concuerda el argumento de la actora con las causales que para exonerar de la sanción por inexactitud 

consagra el artículo citado, ya que en forma textual indica como una de las conductas sancionables: “la 

inclusión de pasivos…inexistentes...”   

 

Es claro que en la declaración tributaria presentada por el año gravable 2003, la señora María del Carmen 

Piñeros Perilla incurrió en una de las conductas tipificadas taxativamente como causal de sanción, lo que 

condujo a la determinación de un menor impuesto a cargo, como se confirmó en el análisis antes efectuado.  
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Por tanto, la sanción por inexactitud se debe mantener pues ni en sede administrativa ni en la judicial la 

demandante logró demostrar la existencia de los pasivos.  

 

Advierte la Sala que la demandada, en el escrito de contestación de la demanda, solicitó la condena 

en costas a la demandante, petición que no fue atendida por el  Tribunal ni apelada en esta 

instancia.  

 

En consecuencia, la Sala dará prosperidad al recurso de apelación interpuesto por la demandada y 

revocará la decisión del a-quo;  en su lugar, negará las súplicas de la demanda.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sección Cuarta, Sala de lo Contencioso, administrando 

justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

F A L L A 

  

REVÓCASE la sentencia del 8 de mayo de 2009 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 

Cuarta, Subsección “B” proferida dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho instaurada por 

la señora María del Carmen Piñeros Perilla  contra la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN.  

 

En su lugar se dispone:  

 

Primero: DENIÉGANSE las súplicas de la demanda.  

 

Segundo: Reconócese personería a la abogada María Cristina Arias Hernández, como apoderada de la 

DIAN, en los términos del poder que aparece en el folio 28 del cuaderno principal.     
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Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. Cúmplase. 

 

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha. 

 

 

 

 

HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 

Presidente 

 

 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA 

 

 

 

 

 

WILLIAM GIRALDO GIRALDO 

 

 

 

 

 

CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRÍGUEZ 
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ANALISIS JURÌDICO ESTRUCTURAL 

Expediente No.  (18473) Fecha: 13 de Septiembre  

de 2012 

Concepto No. 

(Si se trata de 

doctrina) 

 Concejo de Estado SALA DE 

CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVO 

Tribunal SECCION CUARTA 

Otro  

  De:  

Ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

 

PROBLEMA JURÌDICO 

¿Los Declarantes están obligados a actualizar e informar las direcciones de notificación 

en el RUT? 

TESÌS 

Si, Ya que esta por solicitud debe estar actualizada para las respectivas notificaciones 

de lo contrario conlleva a multas . 

Ubicación 

Pàg(s): 

8            

TIPO DE PROBLEMA JURÌDICO 

Interpretativo Juridico 

ASPECTO JURÌDICO 

 

FUENTE FORMAL 

Ley 1111del 

2006, Art. 45 

Decreto 229 de 

1995(art.6 inc. 1) 

Decreto 1766 

de 2004 

Art. 48 código 

contencioso 

Art. 60, 565,566, 

568 y 656 del E.T 

Art. 158.3 

del E.T 

Art. 653 del 

Código 

contencioso 

Art. 6 del 

decreto 229 

de 1995 

Art. 710 inc.1, 

714 inc 3 y 730 

Nº 3 de E.T 

Art.68 de la ley 863 

de 2003,1,2,3,del 

decreto reg 1766 

de 2004 

EXTRACTO 

Ubicación 

Pàg(s): 

1 2 4 8 9        

 

Analista: YADY MIREYA VILLARREAL MENDEZ 
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SENTENCIA N.º 8 EXPEDIENTE  Nº 18473                                                                      

NOTIFICACION – Finalidad / LIQUIDACION OFICIAL DE REVISION – Se notifican de manera electrónica 

o personalmente o por correo / NOTIFICACION POR AVISO EN PAGINA WEB DE LA DIAN – Se permite 

de forma subsidiaria / NOTIFICACION POR CORREO – Finalidad. No está como requisito que se 

entregue en la mano al contribuyente. La entrega en la dirección informada por el contribuyente 

permite inferir que se tiene relación con el lugar / ACTIVOS FIJOS REALES - No opera para activos 

movibles / ADQUISICION - Dominio 

 

La notificación de los actos administrativos, como medio a través del cual el administrado conoce las 

decisiones que lo afectan y puede contradecirlas, es un elemento esencial del derecho fundamental al debido 

proceso. Así, mientras los actos no se notifiquen, no producen efecto ni son oponibles a sus destinatarios 

(artículo 48 del Código Contencioso Administrativo). Conforme con el inciso primero del artículo 565 del 

Estatuto Tributario vigente para cuando se profirió la liquidación oficial de revisión demandada (con la 

modificación introducida por el artículo 45 de la Ley 1111 del 2006), “Los requerimientos, autos que ordenen 

inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, citaciones, resoluciones en que se impongan 

sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones administrativas, deben notificarse de manera 

electrónica, personalmente o a través de la red oficial de correos o de cualquier servicio de mensajería 

especializada debidamente autorizada por la autoridad competente.” De esta manera, las notificaciones 

electrónicas, personales y por correo fueron los mecanismos jurídicos que el legislador adoptó con carácter 

alternativo  para cumplir con el principio de publicidad de las liquidaciones oficiales en general, entre ellas las 

de revisión. Con el mismo carácter subsidiario, el Estatuto autoriza la notificación por aviso en el portal web de 

la DIAN que incluya mecanismos de búsqueda por número identificación personal y, en todo caso, en un lugar 

de acceso al público de la misma entidad, para cuando el correo sea devuelto. Sin embargo, la circunstancia 

anterior no corresponde a ninguno de los dos presupuestos que el artículo 565 del E. T. previó para practicar 

la notificación por correo, expresamente distinguidos en párrafos anteriores. En efecto, la entrega del correo 

que exige la norma es un elemento que semánticamente se encuentra exclusivamente asociado a la puesta 

de algo o de alguien en manos o en poder de otro, sin que el legislador hubiere ligado la identidad de éste a la 

de la persona misma del contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante. Cosa distinta es que la 

finalidad de la diligencia de notificación vista de cara a la efectividad del derecho de contradicción y del 

principio de publicidad, conduzca a procurar que aquél en cuyas manos se pone el correo sea su destinatario, 

lo que no implica invalidar la entrega cuando quiera que éste no sea el directo receptor del envío, pues el 

hecho de que se encuentre en la dirección informada por el contribuyente, permite presumir que tiene algún 

tipo de vínculo con quienes regularmente habitan en ese lugar.  A la luz del artículo 158-3 del E. T., es 

perfectamente claro que la deducción especial rechazada por los actos demandados opera exclusivamente 

para la efectiva inversión en activos fijos reales productivos adquiridos por los contribuyentes de impuestos 

sobre la renta y complementarios, durante los años 2004 a 2007, con la finalidad de formar parte del 

patrimonio del contribuyente e incorporarse a la actividad productora de renta. Tal condicionamiento visto en 

contraste con la definición fiscal de activos fijos del artículo 60 del E. T., permite entender que la deducción no 

opera para la adquisición de activos movibles; que los “bienes” cobijados por el beneficio son únicamente los 

corporales (art. 653 del C. C.) por ser de suyo la forma tangible, y que tengan una relación directa y 

permanente con lo producido, de modo que resulten indispensables para obtenerlo. Ese último requisito, como 

también lo ha precisado la Sala, excluye los activos fijos que participan de manera indirecta en el proceso 

productivo, como los muebles y equipos destinados a la parte administrativa y gerencial. 
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FUENTE FORMAL: CODIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTICULO 48 / LEY 1111 DEL 2006 - 

ARTÍCULO 45 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 565 / ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 158.3 

 
DEDUCCION ESPECIAL POR ACTIVOS FIJOS REALES PRODUCTIVOS ADQUIRIDOS – 
Generalidades. Debe solicitarse en la declaración del impuesto sobre la renta del año en que 
se realiza la inversión. Requisitos. Solo procede para activos fijos reales productivos. 
Contrato de leasing / ACTIVO FIJO REAL PRODUCTIVO – Definición. Antecedentes 
jurisprudenciales / ALABES – Son activos fijos reales 
 
la deducción in examine debe solicitarse en la declaración del Impuesto sobre la Renta y Complementarios 

correspondiente al año gravable en que se realiza la inversión, con base en el costo de adquisición del bien, 

según las siguientes reglas: Si se realizan obras de infraestructura para el montaje o puesta en 

funcionamiento de los activos fijos reales productivos y ellas deben activarse para ser depreciadas o 

amortizadas de acuerdo con la técnica contable, su costo hace parte de la base para calcular la deducción; y 

si la confección o construcción de tales obras tardan más de un período gravable para su confección o 

construcción, la deducción se aplica sobre la base de la inversión efectuada en cada año gravable. Si los 

activos fijos reales productivos son construidos o fabricados por el contribuyente, la deducción se calcula con 

base en las erogaciones incurridas por la adquisición de bienes y servicios que constituyan el costo del activo 

fijo real productivo. Si el activo fijo real productivo se deja de utilizar en la actividad productora de renta o se 

enajena antes de vencer el término de depreciación o amortización del bien, el contribuyente debe incorporar 

el valor proporcional de la deducción solicitada como renta líquida gravable en la declaración del Impuesto 

sobre la Renta y Complementarios del periodo fiscal en que ello ocurra, teniendo en cuenta la vida útil 

pendiente de depreciar o amortizar según la naturaleza del bien. Esta vista judicial permite considerar que los 

“álabes” importados son, ciertamente, bienes tangibles y utilizables en la actividad productora de renta 

relacionada con la generación y comercialización de energía, y connotables como elementos tipo repuestos 

con los que muy seguramente se busca prolongar la vida útil del activo real existente. Así mismo y dentro del 

marco del contrato de leasing celebrado, se entiende que, independientemente de la modalidad de 

importación temporal utilizada y de que en la descripción de la mercancía de las declaraciones aportadas se 

identifique una reimportación de bienes reexportados, mientras la arrendataria no ejerza la opción de compra 

las partes de la unidad funcional reimportadas son de la arrendadora, en tanto que los repuestos sí se 

consideran adquiridos por la demandante y excluidos del contrato de leasing, pues, según las declaraciones 

de importación, ella reintegró las divisas por  pago anticipado. Todo lo anterior permite a la Sala concluir que 

el rechazo de la deducción dispuesto por los actos demandados se basa en una interpretación sesgada del 

artículo 158-3 del E. T., que le atribuyó un alcance ajeno a su espíritu y restringió a motu proprio sus efectos. 

Es así, porque dicha deducción se previó con carácter general para todo tipo de bienes que cumplan la 

condición de ser activos fijos reales productivos y que, en esa medida, sean aptos para la actividad productora 

de renta del contribuyente y la generación de sus ingresos gravables, sin excluir los equipos o bienes tipo de 

repuestos indiscutiblemente requeridos para el correcto funcionamiento del activo fijo real principal con el que 

se desarrolla dicha actividad. 

 

FUENTE FORMAL: ESTATUTO TRIBUTARIO – ARTICULO 158.3 

 
CONSEJO DE ESTADO 
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SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

 

SECCION CUARTA 

 

Consejero ponente: CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ 

 

Bogotá D. C., trece (13) de septiembre del dos mil doce (2012) 

 

Radicación número: 25000-23-27-000-2008-00172-01(18473) 

 

Actor: TERMOFLORES S. A. E. S. P. 

 

Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES 

 

 

FALLO 

 

Se decide la apelación interpuesta por el demandante contra la 

sentencia del 17 de junio del 2010, por la cual el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca decidió la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho instaurada contra los actos 

administrativos que modificaron el impuesto sobre la renta a su cargo 

para el año gravable 2004. 

 

Dicho fallo dispuso:  
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“PRIMERO: NIÉGANSE las  pretensiones de la demanda, de 
conformidad con  
                    lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”    

 

ANTECEDENTES 

 

El 4 de abril del 2005, TERMOFLORES S. A.  E. S. P. presentó 

declaración de impuesto sobre la renta correspondiente al año 

gravable 2004, en la que registró una deducción por inversión en 

activos fijos reales productivos de $15.553.097.000, un total a pagar de 

$0 y un saldo a favor de $1.068.000.   

Previa apertura de investigación en la que se realizaron diferentes 

verificaciones y/o cruces documentales, se ordenaron visitas a las 

instalaciones de la contribuyente y se practicó inspección tributaria, la 

Administración Especial de Impuestos de las Personas Jurídicas de 

Bogotá libró el Requerimiento Especial No. 300632007000136 del 25 de 

junio del 2007, por el cual determinó la improcedencia de la suma de $ 

$3.141.249.000 de la deducción, de acuerdo con el artículo 158-3 del E. 

T., el Decreto 1766 del 2004, y los Conceptos 35197 del 10 de junio del 

2005 y 21236 del 15 de abril del 2006. En tal sentido, el requerimiento 

propuso modificar la declaración privada.  

 

Mediante Liquidación Oficial de Revisión No. 300642008000030 del 13 

de marzo del 2008, la administración acogió la propuesta de 

modificación y, de acuerdo con ella, disminuyó el valor de la 

deducción a $12.411.818.000, aumentó el impuesto a cargo a 
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$1.209.393.000 e impuso sanción por inexactitud de $1.935.029.000, 

para un total a pagar de $3.143.354.000.  

 

Contra esta decisión no se interpuso recurso alguno.  

 

LA  DEMANDA 

 

TERMOFLORES S. A. E. S. P. solicitó la nulidad del requerimiento especial y de la Liquidación Oficial de 

Revisión y, a título de restablecimiento del derecho, pidió que se le practicara nueva liquidación oficial o que 

se declarara en firme la declaración de renta que presentó el 4 de abril del 2005.  

 Tres grupos de normas se estimaron violadas, y respecto de cada uno de ellos se presentaron los cargos que 

estructuran el concepto de violación, así:   

 

➢ Violación de los artículos 6° del Decreto 229 de 1995, 710 (inc. 1°), 714 (inc. 3°), y 730 (N° 3) del 

Estatuto Tributario, por falta de aplicación, dado que la liquidación oficial demandada se notificó 

extemporáneamente.  

 

➢ Violación de los artículos 158-3 ibídem, adicionado por el artículo 68 de la Ley 863 del 2003, 1°, 2° y 3° 

del Decreto Reglamentario 1766 del 2004, por errónea interpretación, en cuanto la referida liquidación 

oficial rechazó la deducción especial del 30% de la inversión en activos fijos reales productivos por 

$3.141.279.000. 

 

➢ Violación de los artículos 647 (inc. 6°), 703, 712 (lit, g) y 730 (N° 4) del E. T., por falta de aplicación, 

pues la demandada impuso sanción por inexactitud.     

Los fundamentos de estas glosas, de la oposición a las mismas y del análisis que sobre ellas hizo la sentencia 

apelada así como el Ministerio Público, se abordarán integralmente en la parte considerativa de esta 

providencia 
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LA SENTENCIA APELADA 

 

El Tribunal negó las pretensiones de la demanda. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

  

La demandante apeló la sentencia, oponiéndose a los argumentos centrales que la motivaron a 

través de tres apartes que reiteran los cargos de nulidad.   

 

CONSIDERACIONES  

 

Se provee sobre la legalidad de los actos administrativos que determinaron el impuesto de renta a cargo de la 

demandante por el año 2004.   

 

Las glosas que propone analizar la alzada se individualizan en el siguiente orden:  

 

1) FALTA DE MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ACUSADOS  

 

Antecedentes contextuales de este cargo de apelación  

 

Argumentos de la demanda:  

 

La liquidación oficial demandada no se notificó por el servicio de mensajería especializada, sino que se envió 

por la empresa Servientrega S. A., sin que ésta entregara personalmente dicho acto administrativo al 

representante legal de la demandante, independientemente de que la dirección informada en la planilla y en la 
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guía de crédito (Cl 73 7 TO A OF 402 de Bogotá) coincidiera con la informada en el registro único tributario 

inscrito ante la DIAN. 

 

El acuse de recibo que aparece en la guía crédito, no es válido para demostrar la entrega a TERMOFLORES 

S. A., porque aparece firmado por un tercero ajeno a ella. En el caso de las sociedades dicha entrega supone 

la puesta de la correspondencia respectiva en manos del representante legal de aquélla. 

 

En atención a previa solicitud que le hiciere la demandante a Servientrega S. A. para que le informara el 

número de factura o guía cambiaria de transporte (Oficio TF-482 del 19 de mayo del 2008, entregado el 27 de 

mayo siguiente), dicha empresa señaló que no había logrado ubicar la trazabilidad de la guía 196319949.  

 

Ello condujo a que el 26 de junio del 2008 (Oficio 4108) se pidiera información a la DIAN sobre la forma como 

se había pretendido notificar la liquidación de revisión, la compañía utilizada, la planilla y la guía referida.  

 

El 10 de julio del 2008, la DIAN se refirió a lo solicitado y manifestó que la liquidación de revisión se entregó a 

Servientrega con planilla interna N° 1107, que el número de guía de crédito que allí se le asignó fue 

196319949, que el de la orden de servicio es 616369, según el “listado y asignación de guías DIAN” de 

Servientrega, y que el 19 de marzo la Administración de Impuestos recibió prueba de la entrega de la guía 

crédito al señor Nelson Soto, dos días antes.        

 

Con base en esos datos, la actora solicitó información a SERVIENTREGA sobre todo lo relacionado con la 

notificación de la liquidación oficial de revisión; no obstante, dicha empresa volvió a indicar que no podía 

ubicar la trazabilidad de la guía 196319949 y que necesitaba la guía remitente, la cual se le suministró el 6 de 

agosto del 2008. 

 

Por Oficio 9209 de octubre del mismo año, SERVIENTREGA pidió a la demandante la “guía original remitente 

franja azul”, la factura comercial o cotización del envío y la copia del RUT. Frente a ello se le señaló que 

dichas factura y cotización eran documentos originados en la relación entre la empresa de mensajería y la 

autoridad de impuestos. 
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Termoflores recibió el acto demandado por solicitud propia, el 7 de mayo del 2008.  

La liquidación de revisión debe notificarse dentro de los seis meses siguientes al vencimiento del plazo para 

responder el requerimiento especial y si no se notifica en ese lapso, la declaración privada queda en firme. 

Dicho término se cumplió el 25 de marzo del 2008, es decir, casi mes y medio antes de que se realizara la 

diligencia respectiva.   

 

 

Argumentos de la contestación a la demanda y a su escrito de adición:  

 

La Administración de Impuestos adelantó oportunamente y en debida forma  todas las diligencias necesarias 

para notificar la liquidación oficial de revisión demandada, enviándola a la última dirección informada por la 

contribuyente que, además de coincidir con la registrada en el RUT, corresponde a donde se le enviaron los 

requerimientos ordinarios y el requerimiento especial, oportunamente respondidos.  

 

Dicho envío se realizó el 13 de marzo del 2008, mediante correo contentivo de una copia del acto 

administrativo mencionado, y fue recibido el 17 de marzo del 2008 por quien para ese momento se encontraba 

en el lugar de remisión.   

 

Así, la notificación en comento se practicó dentro del término establecido en el artículo 710 del E. T., pues el 

plazo para responder el requerimiento especial venció el 25 de junio del 2007, de modo que los seis meses 

para proferirla precluian el 25 de marzo del 2008. 

 

En la relación tripartita que se establece entre la DIAN y la empresa encargada de realizar la entrega a través 

de la prestación del servicio especializado de correspondencia, el papel de la Administración se contrae a dar 

plena credibilidad a lo que dicha empresa le manifiesta en relación con la entrega de las comunicaciones 

remitidas por su conducto.   
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La información suministrada por Servientrega es veraz para demostrar que el envío del correo de notificación 

se recibió en la fecha y en el lugar que señala la guía.  

   

Argumentos de la sentencia apelada:  

 

Previa alusión al texto de los artículos 565, 566 y 568 del E. T., antes de la modificación introducida por la Ley 

1111 del 2006, el Tribunal anota que la remisión de correos a direcciones distintas de las informadas por los 

contribuyentes, puede corregirse con el envío de los actos a las direcciones correctas; y que cuando los 

correos se devuelven por cualquier otra razón, los actos pueden notificarse por aviso publicado en un diario de 

amplia circulación nacional.  

 

Las normas sobre notificación de actuaciones administrativas fiscales deben armonizarse con las del RUT con 

cuya adopción el declarante tiene la obligación formal de informar la dirección de notificación y cualquier 

cambio de la misma, y la Administración, por su parte, debe manejar adecuadamente el registro y consultarlo 

para determinar la dirección de notificación por correo. 

 

El RUT de la demandante reporta como dirección la Calle 73 7 31 TO A OF 402, a la cual se envió el correo 

para notificarle la liquidación oficial de revisión acusada, recibido a conformidad por el señor Nelson Soto, sin 

nota de devolución alguna. 

 

El desconocimiento de la persona que recibió el correo es una circunstancia ajena al trámite legal de 

notificación, y si dicha afirmación se probara, la norma que establece al RUT como mecanismo de ubicación 

de los contribuyentes quedaría inoperante.   

En consecuencia, la notificación de la liquidación demandada se ajustó a la normatividad prevista para tal 

efecto y se entiende surtida el 17 de marzo del 2008, cuando el correo fue recibido, es decir, dentro de la 

oportunidad legal que prevé el artículo 710 del E. T.  

 

Argumentos del recurso de apelación y alegatos de conclusión de la demandada frente al mismo:  
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Comienza la apelante por señalar que las modificaciones hechas por la Ley 1111 del 2006 a los artículos 565, 

566 y 568 del E. T., rigen la notificación de la liquidación oficial de revisión demandada, porque se 

encontraban vigentes para cuando ésta se expidió; en tanto que el tribunal transcribió el texto original de esas 

normas.  

 

De acuerdo con el primero de dichos artículos, la Administración envió el correo para notificar a través de una 

oficina de mensajería especializada, cuyo servicio se encuentra regulado por el Decreto 229 de 1995 (arts. 6°, 

inc 1°), es independiente de la red postal nacional e internacional, y lo prestan compañías autorizadas por el 

Ministerio de Comunicaciones.    

 

Esas compañías no están autorizadas para realizar notificaciones por correo, porque esa actuación se reserva 

a las redes postales oficiales. El envío de objetos postales por el servicio de mensajería especializada 

conlleva necesariamente la entrega personalizada de los mismos, que en el caso de la liquidación oficial 

acusada no se cumplió; en ese sentido, se reiteran los argumentos de la demanda.  

 

Si en gracia de discusión se acepta que la forma de notificación utilizada fue la de notificación por correo, la 

sentencia se limitó a un análisis formal sin analizar a fondo el hecho de que la demandante no conozca a la 

persona que recibió el correo.  

 

Entregar los correos en las recepciones de los edificios en que habitan un sinnúmero de propietarios (calle 73 

N° 7-31), y no directamente en las oficinas que funcionan en ellos (Torre A, oficina 402), hace que la diligencia 

de notificación no se tenga por realizada conforme a la Ley. De hecho, el impuesto predial y las contribuciones 

de valorización se cobran respecto de la dirección concreta de cada unidad que conforma la copropiedad. 

 

Los procedimientos y mecanismos para notificar los actos administrativos deben cumplirse rigurosamente 

para dar certeza y seguridad jurídica a la notificación, que sólo es viable en la medida en que el afectado 

pueda conocer aquéllos.        
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En los alegatos de conclusión presentados en la segunda instancia, la demandada señaló que la falta de 

notificación de los actos administrativos no produce la nulidad de los mismos sino su inoponibilidad, de 

manera que el argumento de indebida notificación no es pertinente para la acción ejercida.   

Afirmó también que, según el criterio de la Sección Quinta de esta Corporación129, la citación realizada por 

mensajería especializada puede aceptarse como notificación válida e idónea en cuanto cumple los requisitos 

del artículo 656 del E. T. 

Tanto la mensajería especializada como el correo certificado son formas de notificación validas a la luz del 

Estatuto Tributario y la Administración cumplió los procedimientos previstos para las mismas, enviando el acto 

administrativo a la dirección que el contribuyente informó en el RUT.  Sobre el particular, el demandado 

retoma los argumentos expuestos en su escrito de contestación a la demanda.  

 

Concepto del Ministerio Público en la segunda instancia:  

 

El Ministerio Público rindió concepto desfavorable a este punto de la apelación, destacando que si bien el 

Tribunal transcribió normas que habían perdido vigencia, al analizar los hechos probados aplicó las regentes 

para la fecha en que se expidió la liquidación oficial.   

 

Para el procurador delegado, la Administración no puede asumir las irregularidades internas en la recepción y 

entrega de correspondencia dentro de las edificaciones donde el contribuyente tiene su domicilio.  

De acuerdo con ello, la notificación debe entenderse oportunamente hecha el 17 de marzo del 2008, cuando 

se recibió en la dirección informada por la contribuyente accionante, pues el término para realizarla vencía el 

25 de mayo siguiente.   

Por lo anterior, el Ministerio Público solicita desestimar este cargo de la apelación.  

Análisis de la Sala:  

Corresponde establecer si la Liquidación Oficial de Revisión 300642008000030 del 13 de marzo del 2008 fue 

indebidamente notificada, considerando que el correo enviado para tal efecto a través de SERVIENTREGA S. 

 
129 Sentencia del 24 de noviembre del 2003, exp. 2003-02444-1 
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A., no se entregó personalmente al representante legal de la demandante sino a un tercero ajeno a ella.  Para 

ello se observa:  

 

La notificación de los actos administrativos, como medio a través del cual el administrado conoce las 

decisiones que lo afectan y puede contradecirlas, es un elemento esencial del derecho fundamental al debido 

proceso. Así, mientras los actos no se notifiquen, no producen efecto ni son oponibles a sus destinatarios 

(artículo 48 del Código Contencioso Administrativo). 

Conforme con el inciso primero del artículo 565 del Estatuto Tributario vigente para cuando se profirió la 

liquidación oficial de revisión demandada (con la modificación introducida por el artículo 45 de la Ley 1111 del 

2006),   “Los requerimientos, autos que ordenen inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, 

citaciones, resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones 

administrativas, deben notificarse de manera electrónica, personalmente o a través de la red oficial de 

correos o de cualquier servicio de mensajería especializada debidamente autorizada por la autoridad 

competente.”  

De esta manera, las notificaciones electrónicas, personales y por correo fueron los mecanismos jurídicos que 

el legislador adoptó con carácter alternativo  para cumplir con el principio de publicidad de las liquidaciones 

oficiales en general, entre ellas las de revisión.    

En el caso concreto, la Administración utilizó la tercera de dichas formas de notificación (por correo), según 

dan cuenta las documentales obrantes en los folios 170 a 175 de este cuaderno.  

Sobre la manera de practicar la diligencia aludida, el artículo que se comenta dispuso:  

 

“PARÁGRAFO 1o. La notificación por correo de las actuaciones de la administración, en materia 

tributaria, aduanera o cambiaria se practicará mediante entrega de una copia del acto 

correspondiente en la última dirección informada por el contribuyente, responsable, agente 

retenedor o declarante en el Registro Único Tributario - RUT. En estos eventos también 

procederá la notificación electrónica.  

 

Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no hubiere informado una 

dirección a la administración tributaria, la actuación administrativa correspondiente se podrá 

notificar a la que establezca la administración mediante verificación directa o mediante la 

utilización de guías telefónicas, directorios y en general de información oficial, comercial o 

bancaria. Cuando no haya sido posible establecer la dirección del contribuyente, responsable, 
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agente retenedor o declarante, por ninguno de los medios señalados, los actos de la 

administración le serán notificados por medio de publicación en un periódico de circulación 

nacional. 

 

Cuando la notificación se efectúe a una dirección distinta a la informada en el Registro Único 

Tributario, RUT, habrá lugar a corregir el error dentro del término previsto para la notificación del 

acto. 

 

PARÁGRAFO 2o. Cuando durante los procesos que se adelanten ante la administración 

tributaria, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, actúe a través de 

apoderado, la notificación se surtirá a la última dirección que dicho apoderado tenga 

registrada en el Registro Único Tributario, RUT.” 

En los términos de los parágrafos pretranscritos, la práctica de la notificación por correo supone 

exclusivamente dos condiciones, una subjetiva relacionada con el destinatario del correo, y otra objetiva, 

referida al lugar de destino del mismo:  

 

➢ La efectiva entrega del acto a notificar (para el caso, de la liquidación oficial de revisión). 

 

➢ La realización de dicha entrega en la última dirección informada por el contribuyente, responsable, 

agente retenedor o declarante en el Registro Único Tributario – RUT, o a la registrada en el de su 

apoderado, si es que actúa a través de éste.  

 

Si dicha información no se suministró, la notificación puede practicarse en la dirección que la Administración 

establezca a través de la verificación de cualquier tipo de información oficial, comercial o bancaria. En defecto 

de ella la norma faculta la publicación en un periódico de circulación nacional, como mecanismo supletorio de 

notificación. 

 

Con el mismo carácter subsidiario, el Estatuto autoriza la notificación por aviso en el portal web de la DIAN 

que incluya mecanismos de búsqueda por número identificación personal y, en todo caso, en un lugar de 

acceso al público de la misma entidad, para cuando el correo sea devuelto.  
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En el asunto in examine no se discute ningún aspecto relacionado con la dirección de envío del correo ni con 

su devolución. De hecho, las partes coinciden en que aquél se remitió a la dirección legalmente establecida, 

esto es, a la informada por la contribuyente en su Registro Único Tributario: calle 73 No. 7-31, Torre A Oficina 

402; y ello se encuentra corroborado por la Planilla para consignación de correspondencia No. 1107 impresa 

el 14 de marzo del 2008 y por la Guía Crédito No. 196319949 que reporta el envío en la misma fecha.  

 

Según dicha guía, el correo fue recibido por el señor Nelson Soto, identificado con la Cédula de Ciudadanía  

93.343.288, a las 5:40 PM del día 17 de marzo del mismo año. 

 

La alzada discute la entrega del correo enviado, en cuanto fue recibido por alguien que, en decir de la 

apelante, no conoce.  

Sin embargo, la circunstancia anterior no corresponde a ninguno de los dos presupuestos que el artículo 565 

del E. T. previó para practicar la notificación por correo, expresamente distinguidos en párrafos anteriores.  

 

En efecto, la entrega del correo que exige la norma es un elemento que semánticamente se encuentra 

exclusivamente asociado a la puesta de algo o de alguien en manos o en poder de otro, sin que el legislador 

hubiere ligado la identidad de éste a la de la persona misma del contribuyente, responsable, agente retenedor 

o declarante.   

 

Cosa distinta es que la finalidad de la diligencia de notificación vista de cara a la efectividad del derecho de 

contradicción y del principio de publicidad, conduzca a procurar que aquél en cuyas manos se pone el correo 

sea su destinatario, lo que no implica invalidar la entrega cuando quiera que éste no sea el directo receptor del 

envío, pues el hecho de que se encuentre en la dirección informada por el contribuyente, permite presumir 

que tiene algún tipo de vínculo con quienes regularmente habitan en ese lugar.   

 

Esa presunción cobra aún más fuerza tratándose de sociedades debidamente inscritas y dotadas de toda una 

estructura organizacional conformada por empleadores y empleados, en las que los representantes legales no 

son siempre las persona encargadas de atender al público en general y/o recibir la correspondencia que le 

envían, salvo prueba en contrario.  
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Con lo anterior quiere significarse que son válidas las entregas a personas distintas de los representantes 

legales de las sociedades contribuyentes, sin perjuicio de que éstas puedan demostrar la inexistencia de 

relación alguna con el receptor del correo y, por esa vía, desvirtuar la presunción de la que se viene hablando. 

 

Tal demostración sólo puede partir de una prolija actividad probatoria a través de medios pertinentes, 

conducentes y fehacientes que en el caso concreto se echan de menos, pues el desconocimiento de la 

persona receptora del correo enviado, sólo corresponde a un decir de la parte actora, desprovisto de pruebas 

suficientes para afianzarlo y revestirlo de credibilidad irrefutable.  

A contrario sensu y como indicio en contra, se aprecia que a la misma dirección a la que se envió la 

liquidación oficial de revisión se remitieron otro tipo de actos de trámite (requerimientos ordinarios y de 

información) que fueron oportunamente atendidos por la demandante.    

Por lo demás, SERVIENTREGA S. A. es una oficina de mensajería especializada, cuyos servicios bien 

pudieron ser adquiridos por la autoridad de impuestos para efecto de realizar las notificaciones por correo que 

establece el ordenamiento tributario, sin que se haya aportado prueba contundente para tan siquiera dudar de 

esa actuación oficial. 

 

En este orden de ideas, la Sala considera válida la práctica de la notificación realizada y, en tal sentido, 

desestima este cargo de la alzada.  

 

Finalmente, se advierte la impertinencia del argumento relacionado con la ineptitud de la notificación 

realizada, bajo el entendido de que las oficinas de mensajería especializada carecen de facultad para realizar 

notificaciones por correo dado que tal servicio se restringe al servicio postal oficial, pues tal glosa sólo fue 

planteada en los alegatos de conclusión ante esta instancia y, por tanto, resulta extemporánea para ser 

analizada en la presente sentencia.   

 

2) RECHAZO DE LA DEDUCCIÓN ESPECIAL DEL 30% DE LA INVERSIÓN EN ACTIVOS FIJOS REALES 

PRODUCTIVOS POR $3.141.279.000  
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Antecedentes contextuales de este cargo de apelación  

 

Argumentos de la demanda:  

 

La deducción del 30% de la inversión en activos fijos reales productivos cumple los requisitos para ser 

aceptada a la demandante como persona jurídica que es, sobre los álabes fijos y móviles que compró para 

formar parte de su patrimonio, en cuanto participan directa y permanentemente en su actividad productora de 

renta, y se deprecian o amortizan fiscalmente.    

 

La Administración no cuestiona la compra de tales bienes tangibles a Fig Equipment Llc, a través del 

Fideicomiso Fidugan Termoeléctrica Las Flores – Termoflores – Flores 1, para reemplazar los álabes móviles 

y fijos dañados de esa planta perteneciente al tercero BBVA Panamá (antes Fiduciaria Ganadera S. A.), que 

fueron reexportados previamente a su adquisición e importación temporal a largo plazo por leasing en 1994.    

    

 

La termoeléctrica mencionada es objeto de un contrato de leasing vigente para todo el año 2004, cuyo 

arrendatario es el Fideicomiso Fidugan del cual la actora fue fideicomitente y beneficiaria en el año 2004.  

 

Los álabes fijos y móviles comprados por la actora y por el fideicomiso no reemplazaron ningún tipo de activo 

poseído por la contribuyente ni por el Fideicomiso, no obstante sí constituir un reemplazo desde el punto de 

vista de la planta de generación Termoeléctrica.  

 

Entre los activos fijos de la demandante no consta ninguno depreciable o intangible amortizable que 

corresponda a dicha planta, la cual, por lo mismo, no fue amortizada ni depreciada, sin que conste algún 

pasivo a favor del arrendador financiero BBVA Panamá; el 100% de los cánones se llevaron a gastos del 

estado de resultados y a deducciones en el impuesto sobre la renta.  
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Precisamente, para efecto del impuesto sobre la renta, la demandante incluyó dentro de sus activos el 100% 

del patrimonio del fideicomiso y dentro de sus rentas el 100% de los resultados de aquél en el año 2004, 

dando aplicación al principio de transparencia. 

 

Los álabes en comentario se registraron dentro del activo porque fueron comprados y pagados a su 

proveedor, y estaban vinculados con la actividad productora de renta de la contribuyente; así mismo, se 

registraron en su patrimonio bruto y en el del Fideicomiso Fidugan, aplicándoles depreciación y amortización, 

sin que la Administración lo refutara.   

 

De la adquisición de activos fijos reales productivos da cuenta el certificado de contador público anexo a la 

demanda, el de la Junta Central de Contadores, que dejó constancia de la vigencia de la matrícula del 

profesional signatario de tal certificado, y el de la Cámara de Comercio de Bogotá, que constató el registro de 

libros contables.   

 

El primero de dichos certificados goza de presunción de veracidad, de acuerdo con los artículos 9° de la Ley 

145 de 1960 y 777 del E. T., y la jurisprudencia del Consejo de Estado que les reconoce pleno valor 

probatorio. 

 

Los repuestos, equipos y elementos que constituyen reparación-mantenimiento mayor de un activo fijo real 

productivo son objeto de la deducción especial del 30% de la inversión, porque aquéllos se utilizan 

directamente en el desarrollo de la actividad productora de renta que, en general y como un todo, incluye los 

repuestos, equipos y elementos adquiridos para realizar mejoras o reparaciones mayores sobre activos fijos 

reales productivos existentes, para obtener mayor productividad, reducción de costos y mayor vida de los 

existentes.  

 

Lo anterior conduce a que las reparaciones mayores deban registrarse como activos para su depreciación-

amortización, pues se relacionan con la generación de ingresos de más de un periodo gravable. La simple 

reparación de un activo fijo de un activo fijo real productivo debe llevarse a gastos y deducciones.  
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El artículo 158-3 no distinguió si los activos adquiridos objeto de la deducción que allí se contempla debían ser 

los destinados a la reparación o mantenimiento que constituyan inversiones mayores, o los activos que en sí 

mismos constituyen un bien o adicionan los que ya posee el contribuyente.  

 

El Decreto Reglamentario de la disposición anterior (1766 del 2004) tampoco diferencia la procedencia de la 

deducción especial respecto de repuestos, equipos y elementos adquiridos para reparaciones y 

mantenimiento mayores frente a otro tipo de activos fijos reales productivos.   

 

El Consejo de Estado ha señalado que el descuento del impuesto sobre la renta pagado en la adquisición de 

bienes de capital como los activos fijos, no excluye los repuestos, muebles y enseres que establece la norma 

reglamentaria130.  

 

 

 

Los álabes fijos y móviles adquiridos se incorporaron como nuevos activos al activos patrimonio-bruto del 

Fideicomiso Fidugan, según se desprende de la declaración de renta del 2004, los comprobantes que 

registran la contabilización de los mismos y el certificado del revisor fiscal.  

 

Si esos bienes se hubieran destinado a una simple reparación o mejora, se hubieran llevado directamente a 

gastos contables y deducciones fiscales, no como nuevos activos del activo patrimonio-bruto del fideicomiso y 

de la actora, según las normas contables y tributarias aplicables a ese tipo de erogaciones.  

 

Dichos bienes están integrados directa y permanentemente a la Planta Termoeléctrica las Flores I, con la cual 

la demandante genera energía en desarrollo de su actividad productora de renta. Esa relación no fue 

cuestionada en la actuación administrativa.    

 
130 Consejo de Estado, Sentencia del 19 de agosto de 1994, exp. 4568  
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La deducción fue solicitada únicamente en el año en que se adquirieron los bienes (2004), y se calculó sobre 

el costo de adquisición en pesos colombianos equivalente al valor en dólares, aspectos que tampoco fueron 

objeto de debate.   

 

 

Argumentos de la contestación a la demanda  

 

El debate sobre la procedencia de un beneficio tributario sólo admite interpretaciones restrictivas, 

entendiéndose que aquél comprende exclusivamente a los destinatarios señalados en las normas que los 

establecen y siempre que cumplan todos los requisitos establecidos en ellas.  

 

Los antecedentes administrativos demuestran que la demandante no adquirió activos nuevos en los términos 

exigidos por el artículo 158-3 del E. T., sino partes de un activo que ya existía para reemplazar otras que se 

encontraban averiadas; y que para ello consultó ante la Administración Local de Impuestos de Barranquilla 

sobre el procedimiento para importar repuestos y para la consiguiente reexportación de las piezas sustituidas. 

De acuerdo con la respuesta obtenida, la contribuyente importó álabes fijos y móviles y, una vez instalados, 

reexportó las piezas dañadas y se benefició en el pago de los impuestos aduaneros amparados bajo el 

convencimiento de estar reparando una máquina que se encontraba en proceso de importación temporal a 

largo plazo.  

 

El beneficio consagrado en el artículo 158-3 del E. T. no procede frente a la reparación de maquinaria, porque 

aquél sólo se previó para la adquisición de activos fijos reales productivos. El término “activo fijo” no se 

equipara a mejoras, reparaciones y repuestos.  
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Argumentos de la sentencia apelada:  

 

El Tribunal desestimó este cargo de la demanda, porque la deducción especial del artículo 158-3 sólo procede 

respecto de la efectiva adquisición de un activo fijo real productivo, como incorporación de un nuevo bien en el 

patrimonio del contribuyente y no de su simple reparación o mejora. 

 

No obstante, lo realizado por la accionante es un mantenimiento mayor propio del activo fijo que posee para la 

generación eléctrica en la planta Termoeléctrica Las Flores I, consistente en el reemplazo de los álabes 

deteriorados por unos nuevos con la única finalidad de obtener el mejor rendimiento de la maquinaria 

existente, y no la adquisición de una nueva.  

 

La deducción debía rechazarse porque recaía sobre los repuestos utilizados para la reparación de un activo 

fijo real productivo y no sobre la adquisición de uno nuevo generador de renta.   

 

 

Argumentos del recurso de apelación y alegatos de conclusión de la demandante frente a los mismos:  

En criterio de la apelante, la sentencia sólo tuvo en cuenta los argumentos de los actos demandados.  

  

Así mismo, ninguna de las normas invocadas en la demanda define las inversiones en activos fijos reales 

productivos adquiridos, cuya deducción sólo se motivó en el estímulo de la inversión constituida por la 

adquisición de dichos activos.  

 

En tal sentido, retoma los argumentos expuestos en la demanda sobre el cargo in examine, según los cuales, 

los activos fijos tomados como base de liquidación de la deducción constituyen una reparación/mantenimiento 

mayor, porque le aportaron a la planta de generación una mayor productividad y vida útil, disminuyendo los 

costos de producción.  
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Las pruebas aportadas demuestran que los bienes adquiridos base de la deducción, constituyen una 

reparación mayor susceptible de la deducción especial que se discute, en cuanto encajan dentro del alcance 

de los tipos de activos fijos que dan derecho a la misma.   

 

Frente a ello, los alegatos de conclusión de la demandada aducen que la Ley 1111 del 2006 mantuvo 

incólume la finalidad primordial del artículo 158-3 del E. T., cual era la reactivación de la economía a  través 

de la adquisición de activos fijos reales productivos, siempre que pasaran a formar parte del patrimonio del 

contribuyente solicitante de la deducción especial por inversión que aquél contempla.  

 

Dichos activos son bienes tangibles que se adquieren para formar parte del patrimonio, participando directa e 

inmediatamente en la actividad productora de renta y depreciándose o amortizándose fiscalmente.  

 

Tanto la Ley 1111 como el Decreto 1766 del 2004 condicionaron la procedencia de la deducción del 

mencionado artículo 158-3, a la adquisición o incorporación de nuevos activos en el patrimonio de la empresa, 

no al mejoramiento, reparación, reemplazo, mejora o acondicionamiento de los mismos, para mejorar su 

producción o mejorar su vida útil.  

Las erogaciones por los últimos conceptos mencionados no tienen el carácter de inversión para efecto de la 

deducción especial. Por tanto, una vez el activo esté funcionando, los valores adicionales por remodelación, 

reparación o adecuación no pueden incluirse dentro de la base para calcular dicha deducción.     

Concepto del Ministerio Público en la segunda instancia:  

 

El Ministerio Público rindió concepto desfavorable al cargo en comentario, dado que la deducción sólo recae 

sobre activos fijos como bienes tangibles utilizados normalmente para desarrollar las actividades productivas, 

y cuya vida es útil superior a un año o a un ciclo productivo si es que su duración supera una vigencia fiscal, 

caso en el cual los beneficios deben extenderse a más de un ciclo productivo. Esos bienes, además, deben 

destinarse a la actividad productiva de la empresa y no adquirirse para revenderlos.  
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Contablemente los activos fijos deben clasificarse como propiedad, planta y equipo, ser depreciables o 

amortizables fiscalmente, utilizarse directa y permanentemente en la actividad productora de renta y adquirirse 

dentro del lapso establecido en la ley.  

 

Para efecto de la deducción especial, el activo no se puede adquirir mediante leasing operativo, porque la 

norma sólo la permite para caso del leasing financiero con opción irrevocable de compra. El beneficio tampoco 

opera respecto de mejoras, adiciones, reformas o reparaciones de activos que ya se tenían, porque ello no 

corresponde a una adquisición de activos fijos productivos. 

 

La maquinaria adquirida por TERMOFLORES en el año 2004 mediante importación, fue reparada en el 

exterior y para ello se exportó y reimportó, una vez realizada la reparación.  

 

Con la reimportación la demandante no adquirió un bien constitutivo de activo fijo real productivo, tan es así 

que el valor de la reimportación no se da por el valor del bien considerado activo fijo, sino por una parte 

relacionada con el valor de los repuestos necesarios para la reparación y actualización de la planta. 

 

Como los repuestos reparados conforman un bien productivo en sí, no puede asimilarse a un activo fijo 

productivo, y, en consecuencia, el Ministerio Público solicita que se confirme la sentencia apelada en cuanto a 

este aspecto atañe.   

 

 

Análisis de la Sala:  

Generalidades sobre la deducción especial prevista en el artículo 158-3 

 

Corresponde a la Sala establecer la procedencia de la deducción especial por inversión en activos fijos reales 

productivos, consagrada en el inciso tercero del artículo 158 del E. T., adicionado por el artículo 68 de la Ley 

863 del 2003, a cuyo tenor se lee:  
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“ARTÍCULO 158-3. Las personas naturales y jurídicas contribuyentes del impuesto sobre la 
renta, podrán deducir el treinta por ciento (30%) del valor de las inversiones efectivas 
realizadas solo en activos fijos reales productivos adquiridos, aun bajo la modalidad de 
leasing financiero con opción irrevocable de compra, a partir del 1º de enero de 2004. Esta 
deducción solo podrá utilizarse por los años gravables 2004 a 2007 inclusive. Los contribuyentes 
que hagan uso de esta deducción no podrán acogerse al beneficio previsto en el artículo 689-1. La 
DIAN deberá informar semestralmente al Congreso sobre los resultados de este artículo. 

 

El Gobierno Nacional reglamentará la deducción contemplada en este artículo.” 

   

De la reglamentación que ordena la norma, se ocupó el artículo 1° del Decreto 1766 del 2004 que señala:  

“Artículo 1. Deducción especial. Las personas naturales y jurídicas contribuyentes del Impuesto 

sobre la Renta, podrán deducir en la determinación del Impuesto sobre la renta de los años 

gravables de 2004 a 2007, inclusive, por una sola vez en el período fiscal en el cual se 

adquiera, el treinta por ciento (30%) del valor de las inversiones efectivamente realizadas en 

la adquisición de activos fijos reales productivos que se efectúen entre el 1° de enero de 

2004 y el 31 de diciembre del año 2007. Esta deducción igualmente procederá, cuando los 

activos fijos reales productivos se adquieran bajo el sistema leasing con opción irrevocable de 

compra.” 

 

Para los efectos anteriores, el reglamento definió el activo fijo real productivo como los bienes tangibles que 

se adquieren para formar parte del patrimonio y participar de manera directa y permanente en la actividad 

productora de renta del contribuyente, y que se deprecian o amortizan fiscalmente (art. 2°). 

Esta sección, mediante sentencia del 26 de abril del 2007, exp. 15153, negó la nulidad de la expresión “y se deprecian o 

amortizan fiscalmente” que integran el concepto anterior, por no exceder la facultad reglamentaria. Allí precisó:  

 

“La norma transcrita consagra una deducción especial del 30% para los contribuyentes del impuesto de renta que adquieran 

efectivamente activos fijos reales productivos, en busca de estimular la inversión y el aumento de la capacidad productiva del 

país, con el consecuente incremento de la rentabilidad del contribuyente. 

Ahora bien, el legislador determinó en forma concreta que la inversión que otorga la prerrogativa fiscal debía 

realizarse “sólo en activos fijos reales productivos”, de lo cual se deduce que excluyó aquellos bienes que por 

definición no tienen la naturaleza de reales131, como sucede con los que ostentan el carácter de intangibles132. 

 
131 Los bienes “reales” se predican de los “corporales”, definidos en el artículo 653 del Código Civil, como las cosas “...que tienen un ser real y pueden 
ser percibidas por los sentidos,...” 
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Así mismo, la norma legal condicionó la procedencia de la deducción a que los activos fijos reales fueran 

“productivos”, frente a lo cual la Sala en Sentencia reciente133 que examinó la legalidad de la expresión “participan 

de manera directa” y permanente en la actividad productora de renta del contribuyente, contenida en la misma 

norma que aquí se impugna, señaló: 

 

“De otra parte, la condición sobre la cualidad de “productivos”, prevista en la ley para que proceda la deducción, 
implica que entre lo producido y los bienes empleados para ello, debe existir una relación directa y 
permanente, de suerte que sean indispensables para su ejecución. Ello necesariamente excluye los activos 
fijos que participan de manera indirecta en el proceso productivo, como son los muebles y equipos destinados a la 
parte administrativa y gerencial, a que alude la accionante. 

 

De lo expuesto se colige que la definición contenida en el reglamento acusado, en cuanto precisa  que son activos 

fijos reales productivos, los bienes tangibles que “participan de manera directa” y permanente en la actividad 

productora de renta, no contradice lo preceptuado en la norma superior reglamentada, pues está claro que fue 

voluntad del legislador limitar la deducción del 30%  “sólo” para aquellos activos fijos que se incorporan de 

manera directa al proceso productivo.” (Negrilla de la Sala) 

 

Por tanto, debe existir una estrecha relación o vinculación directa entre los activos fijos y la actividad productiva del 

contribuyente, de tal suerte, que su incorporación incida en forma inmediata en las actividades productoras de 

renta y por ende en el caudal de ingresos sometidos al tributo. 

 

De esta manera el legislador concibió una deducción que estimulara la inversión en la adquisición de activos fijos 

reales productivos, para buscar  aumentar el ingreso público, es así como en la exposición de motivos del 

proyecto inicial, aún cuando en principio se refirió a una tarifa diferencial en renta para la reinversión de utilidades 

 

(…) 

 

Se colige que el propósito del legislador al establecer la deducción en comento, fue la adquisición de bienes 

tangibles que participen de manera directa y permanente en la actividad productora de renta del contribuyente, es 

decir, que el elemento determinante de la prerrogativa fiscal, es que el activo fijo real se involucre directamente en 

el proceso productivo para generar ingresos y ejercer efectos positivos en la producción y el empleo y así en tal 

definición deben ser tenidos en cuenta, por ser elementos sustanciales a la productividad, los fenómenos de la 

depreciación y/o la amortización.  

 

 
132 Los activos fijos se definen fiscalmente como aquellos “bienes corporales muebles o inmuebles y los incorporales que no se enajenan dentro del giro 
ordinario de los negocios del contribuyente” (Art. 60 del E.T.). 
 
133 Sentencia del 3 de marzo de 2006, expediente 15086, Consejera Ponente: Dra. Ligia López Díaz. 
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En efecto, la expresión legal “activos fijos reales productivos adquiridos”, indica que son aquéllos en los que 

invierte el contribuyente para producir renta y para el caso de los terrenos que participan de manera directa y 

permanente en la actividad productora o generadora del ingreso, existe otro tipo de disposiciones fisca les que 

impiden su depreciación o amortización. (arts. 135 y 142 E.T.) 

 

Todo ello sin perjuicio de que la naturaleza propia de los demás activos fijos reales obligue a observar los 

preceptos legales tributarios que establecen la depreciación y amortización e incluso la renta líquida por 

recuperación de deducciones (arts 137, 142, 196 y 198 del E.T.), aspecto por demás contemplado en el Decreto 

reglamentario (Art. 3°), cuando se deja de utilizar el bien en la actividad productora de renta o por su enajenación, 

antes del vencimiento del término para depreciarlo o amortizarlo.” 

Por su parte, en fallo del 24 de mayo del 2007, exp. 14898, se negó la nulidad de la expresión “bienes tangibles”, porque 

el hecho de que asociara los activos fijos reales productivos a dichos bienes no excedía la facultad reglamentaria 

otorgada por el artículo 158-3 del E. T., en cuanto éste precisó que la deducción recaía sobre activos reales excluyendo 

todo tipo de bienes que no tuvieren esa particularidad. Así lo indicó:      

“En efecto, aunque, los bienes incorporales o intangibles, tales como ciertos derechos, propiedades intelectuales o 

informáticas o sistemas técnicos, forman parte del patrimonio, tienen la calidad de ser activos fijos y de igual 

manera, participar en la realización del proceso productivo de la empresa, lo cierto, es que el legislador fue claro al 

especificar concretamente el tipo de activos sobre los cuales recae la deducción, al señalar que se trataba de 

activos reales. 

Por ello, en cuanto a la condición de ser bienes tangibles, el reglamento no contradice ni limita el precepto legal. 

Por el contrario, se encuentra conforme con la particularidad que de activos fijos efectuó el legislador y, aunque no 

se haga una distinción expresa en el texto legal, tal singularidad excluye aquellos conceptos que no participen de 

la misma. 

 

(…) 

 

Así las cosas, el reglamento que definió como activo fijo real, los bienes tangibles, para efectos de la deducción 

especial del 30% en su adquisición, no viola el citado artículo 26, pues si el contribuyente acredita el cumplimiento 

de los presupuestos contenidos en la norma legal que la autoriza, no hay lugar a desconocer su procedencia. 

 

Por todo lo anterior, el Gobierno Nacional no excedió la potestad reglamentaria prevista en el artículo 189 [11] de 

la Constitución Política, por lo tanto, no se accederá a declarar la nulidad del aparte demandado.” 
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A su turno, la sentencia del 5 de julio del 2007, exp. 15400, negó la nulidad de las expresiones “para 

formar parte del patrimonio” y “se deprecian o amortizan fiscalmente”134 contenidas en el mismo 

artículo 2° del Decreto 1766 del 2004, porque tampoco excedían lo dispuesto en el artículo 158-3 del 

Estatuto Tributario ni agregó requisitos no previstos en él, sino que se limitaron a aclarar unas 

características esenciales de los activos fijos reales productivos cuales son: formar parte del 

patrimonio del contribuyente y depreciarse o amortizarse fiscalmente. Entre sus consideraciones, 

anotó:  

 

“el legislador consagró una deducción especial para los contribuyentes del impuesto de renta que decidan invertir 

en activos fijos reales productivos, en busca de estimular la inversión y el aumento de la capacidad productiva del 

país, con el consecuente incremento de la rentabilidad del contribuyente. 

 

Esta medida constituye un incentivo importante para la reactivación del proceso productivo, pues permite que en el 

año de adquisición del activo se pueda deducir el 30% del valor de la inversión, mientras que en otras 

circunstancias, su amortización se realiza según el tiempo de vida útil, lo que conlleva que las deducciones 

anuales sean inferiores, reflejándose en una mayor utilidad gravable. 

 

De otra parte, el legislador al referirse de manera específica a las inversiones realizadas “sólo en activos fijos 

reales productivos”, excluyó de tal tratamiento, aquellos bienes que por definición no tienen esa naturaleza. 

 

Reitera la Sala135 que los “activos fijos”, cuya adquisición da lugar a la deducción especial, son aquellos bienes 

“que no se enajenan dentro del giro ordinario de los negocios del contribuyente” (art. 60 E.T.).  La disposición legal 

excluyó del beneficio la inversión en bienes que por definición no tienen la naturaleza de “reales”,136 como sucede 

con los que ostentan el carácter de intangibles.  Los activos también deben ser “productivos”, esto es, que entre lo 

producido y los bienes empleados para ello, debe existir una relación directa y permanente, de suerte que sean 

indispensables para su ejecución. 

 

Para que un gasto sea deducible se requiere que tenga relación de causalidad con la actividad productora de 

renta.  Una de las características de los activos fijos reales productivos es que las erogaciones realizadas para su 

adquisición no son de fácil asociación con los ingresos, toda vez que regularmente prestan un servicio no sólo 

durante el periodo en el cual se adquirieron, sino también durante periodos posteriores.  Es por ello que resulta 

 
134 Si bien la Sentencia del 26 de abril de 2007, exp. 15153, había negado la nulidad de esta expresión, la Sala examinó las pretensiones puestas a su 

consideración por considerar que no se presenta cosa juzgada. 

 
135 Ibídem. 
 
136 Los bienes “reales” son los “corporales”, definidos en el artículo 653 del Código Civil, como las cosas “que tienen un ser real y pueden ser percibidas 
por los sentidos.” 
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necesario asignarles un valor proporcional durante el tiempo de vida útil o de duración del negocio.  A medida que 

el activo participa en la actividad productora de renta en el periodo gravable, una parte proporcional del valor de la 

inversión es deducible de la renta, como depreciación o amortización. 

 

Por ello, es propio de los activos fijos reales productivos que sean depreciables o amortizables fiscalmente y así, 

cuando el artículo 2° del Decreto 1766 de 2004 incluyó esta característica dentro de su definición, no restringió el 

beneficio otorgado en la ley, ni extendió su contenido, pues se limitó a aclarar un rasgo que en todo caso es 

esencial de estos bienes.137 

 

Esos criterios fueron retomados en la sentencia del 7 de febrero del 2008, exp. 15394, que negó la nulidad de los 

Conceptos DIAN 055704, 077779 y 085085 todos del 7 de febrero del 2004, analizando si el artículo 158-3 del 

E. T. descartaba el leasing operativo para efecto de la deducción especial que allí se contempla, conforme al 

tratamiento contable y fiscal previsto en el artículo 127-1 ibídem para los activos fijos reales productivos 

contabilizados en el haber patrimonial del contribuyente.   

 

En tal sentido, recordó que, a la luz de los antecedentes legislativos138 del artículo 158-3 del E. T., la 

deducción especial que en él se prevé busca reactivar el proceso productivo, con una incidencia directa en el 

empleo y en la rentabilidad del contribuyente. 

Y la sentencia del 2 de abril del 2009, exp. 16088, que anuló los Conceptos DIAN 002461 de 19 de enero de 

2005 y 023560 de 25 de abril del mismo año, insistió:  

 

“La intención del legislador con esta disposición (se refiere al artículo 158-3 del E. T.) fue estimular la inversión y 
concretamente en la adquisición de “activos fijos reales productivos”139. 

 
137 Consejo de Estado, Sección Cuarta, Sentencia del 26 de abril de 2007, exp. 15153, M.P. María Inés Ortiz Barbosa. 
 
138 “Es así como se dijo en exposición de motivos del proyecto inicial, “ ...Bajo la convicción de que la mejor forma de aumentar los  ingresos públicos es 
estimular la inversión por sus efectos positivos sobre la producción y el empleo,  este proyecto propone una tarifa diferencial del impuesto sobre la renta 
para las utilidades reinvertidas.  Así, se propone  que los contribuyentes que reinviertan por lo menos el 60% de las utilidades fiscales en activos 
productivos,  tendrán una tarifa del impuesto del 15%”  (Gaceta del Congreso 572 de 2003).   
 
Sobre la propuesta de establecer una tarifa diferencial del impuesto sobre la renta para la reinversión de utilidades presentada con el proyecto inicial, 

las Comisiones Conjuntas no la aceptaron y en su lugar se aprobó una proposición que permite a las personas jurídicas deducir del impuesto sobre la 

renta el treinta por ciento (30%) del valor de las inversiones efectivas realizadas en activos fijos reales productivos que se adquieran a partir del 1º de 

enero de 2004. Esta deducción sólo será aplicable por los años gravables 2004 a 2007(Gaceta del Senado  691 segundo debate)”. 

  
 
139 Si bien, en la exposición de motivos del proyecto inicial de la reforma tributaria de 2003, se proponía una tarifa diferencial del impuesto sobre la renta 
del 15% para los contribuyentes que reinvirtieran por lo menos el 60% de las utilidades en activos productivos (Gaceta del Congreso 572 de 2003), las 
Comisiones Conjuntas no la aceptaron y en su lugar se aprobó una proposición que permite a las personas jurídicas deducir del impuesto sobre la renta 
el 30% del valor de las inversiones efectivas realizadas en activos fijos reales productivos que se adquieran a partir del 1º de enero de 2004, aplicable 
sólo por los años gravables 2004 a 2007(Gaceta del Senado  691 segundo debate). 
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(…) 
 
Sobre el alcance de esta deducción, la Sala mediante sentencia de 23 de marzo de 2006, decidió sobre la 
legalidad de la  expresión “participan de manera directa” en la actividad productora de renta, del artículo 2 
del Decreto en mención (se refiere al Decreto 1766 del 2004) y resaltó que tal deducción se trataba de un 
incentivo importante que perseguía la reactivación del proceso productivo y como consecuencia lógica, al 
incremento en la rentabilidad del contribuyente140. 

(…)”  
 

Ahora bien, la deducción in examine debe solicitarse en la declaración del Impuesto sobre la Renta y 

Complementarios correspondiente al año gravable en que se realiza la inversión, con base en el costo de 

adquisición del bien, según las siguientes reglas:  

 

➢ Si se realizan obras de infraestructura para el montaje o puesta en funcionamiento de los activos fijos 

reales productivos y ellas deben activarse para ser depreciadas o amortizadas de acuerdo con la 

técnica contable, su costo hace parte de la base para calcular la deducción; y si la confección o 

construcción de tales obras tardan más de un período gravable para su confección o construcción, la 

deducción se aplica sobre la base de la inversión efectuada en cada año gravable. 

 

➢ Si los activos fijos reales productivos son construidos o fabricados por el contribuyente, la deducción se 

calcula con base en las erogaciones incurridas por la adquisición de bienes y servicios que constituyan 

el costo del activo fijo real productivo. 

➢ Si el activo fijo real productivo se deja de utilizar en la actividad productora de renta o se enajena antes 

de vencer el término de depreciación o amortización del bien, el contribuyente debe incorporar el valor 

proporcional de la deducción solicitada como renta líquida gravable en la declaración del Impuesto 

sobre la Renta y Complementarios del periodo fiscal en que ello ocurra, teniendo en cuenta la vida útil 

pendiente de depreciar o amortizar según la naturaleza del bien. 

 

A la luz del artículo 158-3 del E. T., es perfectamente claro que la deducción especial rechazada por los actos 

demandados opera exclusivamente para la efectiva inversión en activos fijos reales productivos adquiridos por 

los contribuyentes de impuestos sobre la renta y complementarios, durante los años 2004 a 2007, con la 

finalidad de formar parte del patrimonio del contribuyente e incorporarse a la actividad productora de renta.  

 
 
140 Expediente 15086, C.P. Doctora Ligia López Díaz. 
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Tal condicionamiento visto en contraste con la definición fiscal de activos fijos del artículo 60 del E. T.141, 

permite entender que la deducción no opera para la adquisición de activos movibles; que los “bienes” 

cobijados por el beneficio son únicamente los corporales (art. 653 del C. C.) por ser de suyo la forma tangible, 

y que tengan una relación directa y permanente con lo producido, de modo que resulten indispensables para 

obtenerlo.  

 

Ese último requisito, como también lo ha precisado la Sala, excluye los activos fijos que participan de manera 

indirecta en el proceso productivo, como los muebles y equipos destinados a la parte administrativa y 

gerencial142.  

 

Puntual se presenta la voluntad legislativa al precisar que los bienes objeto de la inversión deducible no son 

otros distintos a los “adquiridos” en el interregno de tiempo que establece la norma, entendiéndose que la 

adquisición, como tal, refiere a la compra, adquisición o apropiamiento por operación de traslación de dominio, 

de los bienes tangibles incorporados al patrimonio del contribuyente e incorporados a la actividad productora 

de renta.    

Análisis de la deducción especial de acuerdo con el tipo de bienes importados – Valoración 

Probatoria  

 

TERMOFLORES S. A. ESP es una compañía resultante de la fusión de las sociedades Flores II S. A., Flores 

III S. A. y CIA SCA ESP, Flores II SA & CIA SCA ESP, Flores III S. A. y Flores Holding Ltda, cuyo objeto social 

lo constituyen las actividades de generación y comercialización de energía eléctrica, de conformidad con las 

Leyes 142 y 143 de 1994, y las que las modifiquen (Escritura Pública No. 0015943 del 27 de diciembre del 

2002, inscrita el día 30 del mismo mes, fls. 69-71).  

 

En desarrollo de ese objeto, la demandante puede “desarrollar actividades de adquisición, enajenación, 

operación de derivados, opciones, futuros, permutas, promesas, derechos de preferencia, instrumentos de 

cobertura de riesgo y precios, comercialización a cualquier título y, en general, cualquier actividad comercial 

 
141 “Bienes corporales muebles o inmuebles y los incorporales que no se enajenan dentro del giro ordinario de los negocios del contribuyente" 

 
142 Sentencia del 26 de marzo del 2006, exp. 15086  
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relacionada con energía eléctrica, gas natural y cualquier otro combustible, así como el de la capacidad de 

transporte de éstos”.    

 

El 8 de septiembre de 1993 el Banco Ganadero Panamá S. A. y la Fiduciaria Ganadera S. A., quien obró con 

cargo al Fideicomiso FIDUGAN Termoeléctrica las Flores, constituido por Escritura Pública N° 1501 del 14 de 

abril de 1993 y resultante del contrato de fiducia mercantil irrevocable celebrado entre las mismas partes, con 

alcances de administración, garantía y pago, suscribieron contrato de leasing internacional como esquema de 

financiación para desarrollar un proyecto de generación de energía contratado por CORELCA (fls. 91-113, 

anexo 6).  

 

De acuerdo con ese convenio de leasing, la fiduciaria adquirió la calidad de arrendataria y el Banco la de 

propietario de la Termoeléctrica que, como tal,  correspondía a una unidad funcional constitutiva de un grupo 

electrógeno con turbina a gas, marca Westinghouse, modelo D5 ECONOPAC, tipo heavy duty, de 100.000 

MW, con capacidad para operar consumiendo gas natural y/o ACPM de corriente alterna.  

 

Dicha unidad comprendía los siguientes sistemas y elementos: turbina de combustión de gas completo; 

sistema eléctrico de potencia; caldera de recuperación de calor; turbina de vapor y equipo auxiliar, generador 

de las turbinas de vapor; sistema de controles de ciclo combinado; subestación eléctrica (barraje aislado de 

fase, transformadores de potencia y equipo de interconexión); sistema de enfriamiento de agua; sistema de 

acondicionamiento y desmineralización de agua para la producción de vapor y refrigeración de las turbinas; 

sistema de compresión de gas; generador de la turbina de combustión a gas; equipos y materiales 

misceláneos de interconexión y funcionamiento del sistema (tuberías, válvulas, cables, instrumentos y sistema 

automático de protección contra fuego), y equipos auxiliares de la turbina de combustión (paquete de 

arranque de la turbina de gas, paquete de control eléctrico, paquete mecánico de lubricación, combustible, 

aire a presión y protección contra incendios, sistema de admisión del aire, sistema de escape del aire, 

carcazas, sistema de gas combustible, paquete de tuberías de interconexión de las diferentes máquinas, 

sistema de aire comprimido, paquete de tuberías, intercambiador de aire, enfriados de aceite lubricante, 

sistema de protección contra incendio incorporado a los turbogeneradores)143.  

 
143 En los antecedentes administrativos reposa copia del contrato de leasing internacional celebrado el 21 de diciembre de 1995, entre el Fideicomiso 
FIDUGAN TERMOELÉCTRICA LAS FLORES III, constituido por documento privado del 15 de diciembre de 1995, en calidad de arrendataria, y el 
Banco Ganadero S. A. de Panamá, en calidad de arrendador (fls. 465-486, c. 4), modificado el 13 de junio de 1996, fls. 36-39, c. a. 4).   
 
Según el clausulado del contrato, el arrendador adquirió fuera de Colombia la propiedad de la turbina o unidad funcional marca Westhinghouse modelo 
ECONOPAC 501 F, que incluye: diseño e ingeniería de la planta, turbina de combustión, paquete eléctrico, mecánico, accesorios, equipo de la 
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El arrendatario, por su parte, recibió la mera tenencia del bien anteriormente descrito, previéndose que la 

importación la realizaría el arrendatario con la constitución de las garantías exigidas por la ley, quien además 

seleccionaría los proveedores y fabricantes de los componentes del equipo arrendado, sin que el Banco 

tuviera que responder por el saneamiento de los vicios ocultos que presentara el bien, como daños, defectos, 

diferencia con las especificaciones o errores del fabricante, proveedor o comerciante en el ensamble o 

correcta instalación del equipo.  

 

El plazo del contrato se pactó en 91 meses a partir de la entrega del bien, y los cánones en forma trimestral 

(29), sujetos a la tasa de interés igualmente establecida, sin perjuicio de ejercer la opción de compra a la 

fecha de pago de la última cuota, dentro de los 91 meses siguientes a la suscripción de la última acta de 

entrega.    

El contrato se modificó en varias ocasiones144, entre ellas, con el “otro sí” del 1° de marzo del 2001, por el cual 

se estableció que el contrato se perfeccionaba y las partes asumían sus obligaciones desde la fecha de su 

suscripción, y que el Banco confería la tenencia del bien objeto del contrato al arrendatario hasta la fecha 

prevista para el ejercicio de la opción de adquisición, la cual sólo se podría ejercer el 28 de junio de 2013.  

 

Así pues, en el año 2004, cuando se solicitó la deducción especial del artículo 158-3 del E. T., la actora fungía 

como fideicomitente y beneficiaria del contrato de fiducia mercantil celebrado el 14 de abril de 1993 con el 

BBVA Fiduciaria S. A. y modificado por Escritura Pública 6011 del 10 de agosto del 2001, denominado 

“Patrimonio Autónomo Fideicomiso Fidugan Termoeléctrica Las Flores I”.  

 

 
subestación, paneles de control, material de intercomunicación, transporte de materiales y equipos al sitio, trabajos civiles montaje electromecánico, 
asistencia técnica, arranque y puesta en operación.  
 
También se precisó que el arrendatario recibía la mera tenencia de dicho bien a título de leasing, por un plazo de 240 meses desde la entrega del bien, 
a cambio de cánones semestrales, que posteriormente se modificaron por trimestrales, entre el 10 de noviembre de 1997 y el 10 de noviembre del 
2011. Dicho leasing se extendía a cualquier mecanismo o pieza usada accesoriamente en el equipo arrendado o que en el futuro se le agregara o 
adicionara.  
 
La turbina descrita se encuentra integrada por los siguientes bienes y elementos: generador, exitatris, equipos auxiliares (paquete de arranque, sistema 
de entrada de aire incluidos los filtros, sistema de escape de gases, paquete de control eléctrico, paquete mecánico, sistema de admisión del aire, 
enfriador, paquete de tuberías), auxiliares eléctricos (transformador eléctrico auxiliar, barraje aislado de fase, transformadores de potencia, subestación 
eléctrica), sistema de protección contra incendios, subestación, montaje, líneas de transmisión y otros equipos auxiliares, comprensores y módulos de 
entrada y salida encapsulados que permitan la interconexión de acuerdo con las normas eléctricas.    
 

 
144 Entre otras, el 8 de septiembre de 1993, 23 de diciembre de 1993, 26 de abril de 1994, 7 de junio de 1994, 13 de junio de 1996 que amplió a 
semestrales los periodos del pago de los cánones causados, y el “otro sí” del 28 de noviembre de 1997, que por los cambios en los mercados 
financieros revisaron y cambiaron tanto la tasa de interés incluida en los cánones de arrendamiento, como el valor de éstos mismos y sus periodos. 
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A través de dicho Fideicomiso Termoflores negoció con la firma FIG EQUIPMENT LLC la importación de 

bienes tangibles consistentes en “-1° álabes fijos – “vane segments” (compuesto por vane seg R2 50105 P/N 

2297 JEOG02, VANE SEG R3 W501D5 P/N 229J774G01, VN SEGMENT R2 50105 STD 2297 J34G02, 

VANE SEG TURB R-4 501 D5 P/N 2296J63G01, RW1 D5 SNGL VN SEG COATED P/N 795J824611 Y RW1 

D5 P/N 2296J63G01, RW1 D5 SNGL VN SEG COATED P/N 795J824G11 Y RW1 D5 SNGL VN SEG E 

SCOP C P/N 795J824G12), y -2° álabes móviles - - turbine blades (compuestos por TURBINE BLADE ROW # 

1 P/N 7898D70005, TURBINE BLADE ROW # 2 P/N 7910D32008, TURBINE BLADE ROW # 2 P/N 

1773D82006 Y TURBINE BLADE ROW #1 P/N 1773D81010), por un valor de US$5.561.568.41 equivalente a 

COL $14.872.190.272.37 para reemplazar en un 100% los álabes fijos y los álabes móviles dañados de la 

planta de generación Termoeléctrica las Flores I”145, planta que fue objeto de importación temporal a largo 

plazo mediante leasing con vencimiento en el año 2013.  

 

Esos álabes correspondían a “equipos dañados que eran y son de propiedad de la arrendadora de la planta y 

que fueron objeto de reexportación” y, desde el punto de vista integral de la planta, tal reemplazo consistió en 

“un mantenimiento mayor para conservar la productividad, disminuir los costos de producción y aumentar la 

vida útil de la turbina de combustión que forma parte de tal planta”.  

La significación semántica desde el punto de vista mecánico del término “álabes”, los refiere como paletas 

curvas de la turbina que reciben el impulso del fluido, o cada uno de los dientes de la rueda, que 

sucesivamente levantan y luego abandonan a su propio peso los mazos de un batán u otro mecanismo 

análogo146.  

 

Tales bienes se integran a los demás elementos estructurales de la planta de generación Termoeléctrica Las 

Flores I de propiedad de BBVA Panamá S. A., conformando la misma.     

La operación comercial referida se formalizó mediante las siguientes declaraciones de importación y 

exportación de equipos, partes piezas y elementos de turbina de la planta Flores I:  

N° DE DECLARACIÓN DE 

IMPORTACIÓN Y 

EXPORTACIÓN 

ESPECIFICIDADES DE LA 

DECLARACIÓN 

DESCRIPCIÓN DE LA 

MERCANCÍA 

0747726003603-7 del 26 Exportador o proveedor en Reimportación de 

 
 
145 Certificado de revisor fiscal del 16 de julio del 2008,  fls. 76-78, c. 1 
 
146 www.raes.es 
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de mayo del 2004 (fl. 46)  el exterior: FIG. 

EQUIPMENT, LLC 

 

N° de factura: 0224 del 20 

de abril del 2004 

 

Modalidad: S 130 (temporal)  

mercancía reexportada con 

dex. 0214031032069 del 21 

de febrero del 2004, para 

reparación o reemplazo, de 

unidad funcional en 

régimen de importación 

temporal a largo plazo, 

conforme al artículo 149 del 

Decreto 2685/99.  

0792526001089-8 del 28 

de junio del 2004 (fl. 48)  

Exportador o proveedor en 

el exterior: FIG. 

EQUIPMENT, LLC 

 

N° de factura: 0224 del 20 

de abril del 2004 

 

Modalidad: S 130 (temporal) 

Reimportación de 

mercancía reexportada con 

dex. 0214031032069 del 21 

de febrero del 2004, para 

reparación o reemplazo, de 

unidad funcional en 

régimen de importación 

temporal a largo plazo, 

conforme al artículo 149 del 

Decreto 2685/99. 

0214031032069 del 21 de 

febrero del 2004 (fls. 169-

170) 

Importador o consignatario: 

FIG. EQUIPMENT, LLC C/O 

SIEMENS WESTINGOUSE  

 

Modalidad: S 130 (temporal) 

Row vane (cuarta rueda 

alabe móvil) ref: 501d5-da 

vane seg turb r-

4/n.2296j63g01 gty.14 

partes de turbina de 

combustión mod. W501d5 

marcas Westinghouse de 

100 mw importada con 

declaración e importación 

N° 1309001002322-1 de 

mayo 17 de 1994 enviadas 

a reparación o reemplazo 

en el exterior de acuerdo a 

lo establecido en el artículo 

149 del Decreto 2685/99 

DO992257. 

 

El proceso de importación se realizó en el marco de las siguientes actuaciones:   

 

• El apoderado especial de TERMOFLORES S. A., con documento sin fecha exacta (fls. 4 a 9, c. 4), 

solicitó al Administrador de Aduanas de Barranquilla que le autorizara expresamente la reexportación 

de las partes y piezas de bienes de capital importados temporalmente a largo plazo (leasing), y que 
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requirieran sustitución, en momento posterior a la importación de las partes que las sustituyan, 

conforme lo prevé el artículo 141 del Decreto 2685 de 1999, de manera que las piezas y partes que 

sustituyeran las defectuosas o averiadas pudieran importarse previamente a la reexportación de éstas 

últimas.  

 

• Con tal finalidad, señaló que el artículo 149 ibídem no reguló los eventos en que se requiere importar 

previamente la parte sustitutiva de las piezas averiadas o desperfectas; que lo realmente eficiente 

desde el punto de vista de la facilitación y el dinamismo del comercio exterior, era permitir que se 

importara la pieza que va a sustituir a la averiada, sin necesidad de que ésta última fuera previamente 

reexportada; y que la constitución de una garantía que garantizara la exportación de la pieza averiada 

era una excelente alternativa para los intereses del Estado y del usuario.  

 

➢ Frente a esa solicitud, el Administrador de Aduanas Local de Barranquilla informó el procedimiento a 

seguir para la operación indagada, mediante misiva del 16 de julio del 2004, así (fls. 182-183, c. 2):   

 

“1.- Se debe presentar una declaración de importación temporal de corto plazo para reexportar en el mismo 

estado …. clasificando el bien de capital y describiendo las partes que se importaron para este, con su 

descripción específica, modelo, marcas, seriales y otros elementos que permiten su individual ización e 

identificación.  

 

2.- Luego de instaladas las piezas en el bien capital (turbina) se deben reexportar las piezas averiadas indicando 

en la autorización de embarque la descripción de las mismas y expresando en la descripción que esta mercancía 

se reexporta para ser reemplazada al amparo del artículo 149 del Decreto 2685 de 1999 …. 

 

3.- Presentar modificación de la modalidad de Importación de Corto Plazo de la Declaración de Importación 

mencionada en el numeral 1º a Importación Temporal de Largo Plazo al amparo del artículo 150 del Decreto 

2685 de 1999, siguiendo el procedimiento contemplado en esta norma, con excepción del pago de los tributos 

aduaneros ya que estos fueron cancelados con la importación de las piezas averiadas. Se debe mencionar en l a 

Declaración de Importación que estas piezas reemplazan las que fueron reexportadas con la Declaración de 

Exportación mencionada en el numeral 2° y en la casilla correspondiente colocar el número de dicha Declaración 

de Exportación” 

  

➢ El 16 de marzo del 2007 se levantó Acta de Verificación de la constatación directa realizada por uno de 

los funcionarios de la División de Fiscalización Tributaria de la Administración de Impuestos de 



 

190 
 

Barranquilla, según Auto Comisorio No. 900020 del 15 de marzo del 2007 (fls. 391.393, c. a. 3). El acta 

describe y concluye:  

 

“TERMOFLORES S. A., es una planta generadora de energía eléctrica con turbinas alimentadas por gas natural, 

conformada por tres (3) unidades que generan entre todas 400 MW.  

 

Con el fin de lograr mayor eficiencia en la generación de energía y controlar las emisiones de gases 

contaminantes a la atmósfera tales como el NOX y el CO2, se requería la utilización de grandes cantidades de 

agua desmineralizada así como la instalación de una nueva planta de purificación compuesta por una batería de 

filtros especiales.  

 

Con el fin de cumplir con los objetivos anteriores se proyectó el SISTEMA INTEGRADO DE OPTIMIZACIÓN 

AMBIENTAL “SIOA”, que consiste en inyectar agua desmineralizada a alta presión en la succión del compresor 

axial del turbo grupo y así mantener constantes las condiciones del aire de entrada a las turbinas de combustión.  

 

La ejecución del proyecto SIOA requirió la importación de gran cantidad de equipos en el año 2004, que se 

concretaron en las seis (6) plantas de tratamiento de agua y en la adquisición de infinidad de partes y piezas que 

hacen parte de los equipos de compresión y de tratamiento del agua.  

 

En la visita ocular practicada a las instalaciones en compañía del ingeniero jefe, el funcionario pudo constatar la 

gran cantidad de partes y piezas que hacen parte de los equipos instalados en los compresores alimentadores de 

aire a alta presión y en las instalaciones que procesan y transportan el agua tratada hasta las tres plantas 

generadoras de energía. 

 

…no fue posible para el funcionario identificar de forma individual los elementos que hacen parte de las 

instalaciones antes descritas con los detallados en las facturas de compras, por la gran cantidad y variedad de 

elementos que los componen, y por no estar a la vista muchos de ellos en las facturas, ya que en su totalidad las 

descripciones están descritas en inglés técnico comprensible únicamente para lso profesionales especialistas en 

el tema de generación de energía. 

 

(….)  

 

CONCLUSIONES 
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… los activos fijos adquiridos durante el año 2004 denominados como Plantas de Tratamiento o Compresor Wet 

no son una simple máquina identificable de manera individual, ya que se trata prácticamente de un acueducto 

especializado que absorbe el agua del río Magdalena, le hace un tratamiento de filtrado y desmineralizado, la 

inyecta en las unidades de generación de energía en forma de neblina, recupera el agua sobrante en el proceso y 

le da un tratamiento de descontaminación para su vertimiento posterior en el río.  

 

Este procedimiento involucra la utilización de gran cantidad de elementos tales como compresores, filtros, 

boquillas, tuberías, medidores, sellos, etc, que son los que aparecen descritos en las facturas de compras según 

la explicación dada por el ingeniero Bermejo.  

 

Por lo anterior estos activos se consideran parte integral del proceso de generación de energía que el agua 

desmineralizada y el aire en altos volúmenes producido por ellos son el combustible de las plantas generadoras 

además del gas natural inyectado en las turbinas.  

 

Para que tengan una idea de estos procedimientos se le envía literatura al respecto, ya que como se indicó 

anteriormente no es posible la identificación individual de cada activo por la gran cantidad y diversidad de 

elementos que los constituyen, y para el caso pongo el ejemplo de un contribuyente que declare como activo fijo 

un vehículo automotor, pero en las facturas de compras se describan en inglés la infinidad de partes y piezas 

internas y externas que componen el vehículo.”   

 

➢ En dicha visita no se aportó copia de la declaración de importación sobre la modificación de la 

modalidad de importación de corto a largo plazo, al amparo del artículo 150 del Decreto 2586; pero se 

exhibieron las siguientes facturas (fls. 396 y sgts): 

 

FACTURA VALOR 

WJFTB001A del 4 de febrero del 2004 US$3.550.000 

000-000221 del 27 de febrero del 2004 US$7.822.118.48 

000-000224 del 20 de abril del 2004 US$5.561.568.41 

90363413 del 25 de mayo del 2004 US$100.000 

90363414 del 25 de mayo del 2004 US$279.000.36 

90363415 del 25 de mayo del 2004 US$75.698.92 

90363532 del 25 de mayo del 2004 US$111.300.72 

90363413 del 25 de mayo del 2004 US$20.000 
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90369764 del 16 de junio del 2004 US$347.000 

 

Dichas facturas se encuentran en idioma inglés y no cuentan con la traducción oficial aportada al 

proceso.   

 

➢ En la misma fecha (16 de marzo del 2007) el revisor fiscal de la actora certificó que, según el anexo 

“Renta Deducción Especial Inversión Activos Fijos” de la declaración de renta del año 2004, la actora 

tomó como deducción especial el valor de $15.535.097.000 sobre una planta de agua, un wet 

compresor, otros activos Flores III y otros activos Flores I.  

 

➢ El 20 de marzo del 2007, por Auto No. 300632007000014, se ordenó practicar inspección tributaria a la 

demandante para verificar todos los aspectos relacionados con las declaraciones de importación Nos. 

0747726003603-7 y 0792526001089-8 del 28 de junio del 2004, por las cuales se reexportaron piezas 

para reparación o reemplazo, de unidad funcional de régimen de importación temporal a largo plazo, 

conforme al artículo 149 del Decreto 2685 de 1999; así como con la declaración de importación No. 

2380801203824-6 del 12 de julio del 2004, por la cual se realizó una importación temporal a corto 

plazo 6 meses, según los artículos 142, 143 lit. a), 144 y 147 del mismo decreto; y para verificar todos 

los demás elementos relacionados con la deducción por inversión en activos fijos, llevada por la actora 

en la declaración de renta del 2004.   

 

➢ El 24 de mayo del 2007, el Jefe de la División de Servicio al Comercio Exterior informó que el 24 de 

junio de 1993 y el 28 de enero de 1994 el Importador Fideicomiso Fidugan Termoeléctrica las Flores 

importó partes de una unidad funcional bajo la modalidad de importación temporal a largo plazo 

leasing (declaración inicial 1309001001847-1 del 28 de enero de 1994, corregida por declaración 

1309001002322-1 del 17 de mayo siguiente, y 13476010000-7 del 24 de junio de 1993, corregida por 

la declaración 1347601002119-4 del 14 de abril siguiente), las cuales fueron exportadas según 

Declaración 0214031032069 del 21 de febrero del 2004. 

 

También precisó que parte de las piezas amparadas por la última declaración mencionada se 

reexportaron el 21 de febrero del 2004 y fueron reemplazadas, para lo cual se presentaron nuevas 

declaraciones de importación temporal (07477260036037 del 26 de mayo del 2004 y 07925260010898 
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del 28 de junio del mismo año), sin pago de tributos porque éstos ya se habían cancelado (fls. 529-

535, c. a. 4).  

 

Por último, anotó que la modalidad de importación temporal de leasing correspondiente a las 

declaraciones indicadas, se encuentra vigente hasta el 30 de junio del 2013, cuando vence dicho 

contrato.  

 

➢ El 28 de mayo del 2007, la Jefe de la División de Normativa y Doctrina Aduanera respondió la consulta 

elevada por el Administrador Especial de Personas Jurídicas de Bogotá, sobre la procedencia de la 

deducción especial establecida en el artículo 158-3 del E. T.) para los bienes de capital importados 

temporalmente a largo plazo en el año 1994, objeto de reexportación para reparación o reemplazo en 

el año 2004 y reimportados en ese mismo año (fls. 537-541, c. a. 4). Dicha respuesta precisó que:  

 

Respecto de bienes de capital, piezas y accesorios para que funcionen, el plazo máximo para 

importación temporal con fines de reexportación en el mismo estado, podía ser de 5 años a partir del 

levante de la mercancía.   

 

 

En los contratos precedentes a ese tipo de importación, con duración superior a 5 años, la última cuota 

de ese periodo debía incluir el pago del saldo de tributos aduaneros no cancelados; así, el bien 

importado en 1994 ya tendría cancelados todos los tributos aduaneros en el 2004, cuando se 

reexportó para reparación o reemplazo.  

 

Si las mercancías importadas temporalmente a largo plazo son objeto de reexportación para 

reparación o reemplazo por averías, defectos o impropiedades respecto del fin por el cual se 

importaron, no hay lugar a pagar tributos aduaneros en su reimportación, ya que sobre ellos se 

entienden cancelados todos los tributos generados por la importación inicialmente efectuada.   
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Así, sobre las reimportaciones de mercancías reparadas respecto de las cuales ya se han pagado 

todos los tributos aduaneros, es improcedente cancelar tributos adicionales.   

 

El hecho de la declaración de importación temporal a largo plazo o del pago de los tributos aduaneros 

correspondientes, no determina la fecha de inversión efectiva en activos reales productivos para la 

procedencia de la deducción especial del artículo 158-3 del E. T., pues si la importación se efectúa 

dentro de un contrato de leasing financiero, la fecha de la inversión debe determinarse según las 

características propias de ese contrato.    

 

➢ El 21 de junio del 2007 se rindió el informe final de la visita de auditoría realizada a la demandante, en 

virtud del Auto de Verificación No. 300632007000538 del 22 de febrero del mismo año (fls. 551 a 555, 

c. a. 4). Las conclusiones de dicho informe apuntan que: 

 

“Tal como lo señalan las declaraciones de importación mencionadas147, lo que la sociedad TERMOFLORES S. A. 

ESP … realizó con esas importaciones, fue la sustitución de unas piezas averiadas, por lo que de acuerdo con lo 

estipulado en la ley, como la norma reglamentaria es esencial para acceder al beneficio de deducción especial 

por inversión en activos fijos, la adquisición, es decir, la incorporación de nuevos activos en el patrimonio de la 

empresa y no, simplemente, la reparación o mejora de los activos existentes, que sería el presente caso (sic). 

 

La sociedad TERMOFLORES S. A. ESP …, por lo tanto, al no estar adquiriendo un activo productivo, sino 

reemplazando unas piezas y equipos que ya poseía, no tendría derecho a llevar como deducción por inversión 

en activos fijos la factura No. 000-000224 de abril 20 de 2004 por valor de US 5.561.568.41, tal como lo 

establece el artículo 158-3 del Estatuto Tributario, en concordancia con el artículo 1° del Decreto 1766 de junio 

02 de 2004. 

 

Es importante precisar que del valor total de la factura No. 000-000224 de abril 20 de 2004, la sociedad 

TERMOFLORES  … en la declaración de Renta 2004, de acuerdo al cuadro de inversiones aportado por la 

sociedad, únicamente se hace uso del beneficio del 30% de la deducción por inversión en activos fijos sobre el 

valor de $10.470.928.387.86, que es el valor a desconocer como deducción por inversión en activos fijos ...(sic)  

 

 

 
 
147 Se refiere a la declaración de exportación No. 0214031032069 del 21 de febrero del 2004 que da cuenta del envío a reparación o reemplazo en el 
exterior de unas partes de turbina de combustión de acuerdo con lo establecido en el artículo 149 del Decreto 2685 de 1999, las cuales se habían 
ingresado al territorio nacional con las declaraciones de importación Nos. 1309001003043-4 del 23 de septiembre de 1994 y 1309001002322-1 del 17 
de mayo de 1994. Así mismo, alude a las Declaraciones de Importación Nos. 0747726003603-7 del 26 de mayo del 2004 y 0792526001089-8 del 23 de 
junio del mismo año que reemplazo unas piezas importadas en 1994.  
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(…)  

 

 

De los tres pasos a seguir para la sustitución de piezas averiadas, según lo descrito en el oficio No. 8002068-119 

de julio 16 de 2004, suscrito por el Administrador de Aduanas Local Barranquilla, la sociedad no llevó a cabo lo 

señalado en el paso 1°, por cuanto la importación inicial de los equipos y partes descritos en la declaración de 

exportación No. 0214031032069 del 21/02/04, se realizó en el año 1994, tal como lo señala la casilla 

denominada descripción de la mercancía de la señalada declaración.  

 

 

… la sociedad TERMOFLORES … mediante oficio radicado en esta administración con No. 29046 de abril 30 de 

2007, manifiesta que no efectuó la importación temporal a corto plazo, como se puede observar en las casillas 

51, 52 y 53 de las respectivas declaraciones de importación; obviando lo señalado en el numeral 1° del oficio No. 

8002068-119 del 16/07/04, suscrito por el Administrador de Aduanas Local Barranquilla.  

 

 

Es claro entonces el reiterar nuevamente que la sociedad TERMOFLORES …, con las declaraciones de 

importación Nos. 0747726003603-7 de mayo 26 de 2004 y 079252601089-8 de junio 28 de 2004, lo que realizó 

con estas importaciones fue la sustitución de una piezas averiadas, por lo que de acuerdo con lo estipulado por 

la Ley, no se podría tomar como una inversión en activos fijos efectuada en el año 2004. (sic)” 

 

    

➢ En la misma fecha, se suscribió el acta final de la inspección tributaria ordenada por el Auto No. 

300632007000014 del 20 de marzo del 2007, la cual da cuenta de la confrontación entre los libros 

oficiales de contabilidad y los auxiliares exhibidos por la actora. Dicha acta se constituyó en parte del 

requerimiento especial de acuerdo con el artículo 779 del E. T. (fls. 542, 556-557, c. a. 4).   

 

La anterior relación probatoria deja en claro que los bienes respecto de los cuales se solicitó el beneficio fiscal 

del artículo 158-3, son las paletas curvas de turbina, también llamados álabes fijos y móviles, que importó la 

sociedad TERMOFLORES S. A. ESP a través del Fideicomiso FIDUGAN, por el valor de US$5.561.568.41 

equivalentes a COL$14.872.190.272.37 (factura 000-000224 del 20 de abril del 2004), para reemplazar los 

álabes fijos y móviles dañados de la planta de Generación Termoeléctrica las Flores I. 

Tales operaciones se constatan en la descripción de mercancías que aparece en la declaración de 

exportación 0214031032069 del 21 de febrero de 2004, y en las declaraciones de importación 

0747726003603-7 del 26 de mayo siguiente y 0792526001089-8 del 28 de junio del mismo año.  
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También es claro que dichos bienes son partes de una turbina destinada a la generación de energía, 

importada en 1994 por modalidad de importación temporal a largo plazo y reemplazados en el año 2004 por 

razón de su previa exportación (Declaración No. 0214031032069 del 21 de febrero del 2004), conforme con 

los arts. 141 y 149 del Decreto 2685 de 1999, y declarados por la modalidad de importación temporal de 

mercancías en arrendamiento para exportación en el mismo estado (modalidad S130 declaración de 

importación).  

 

Esta vista judicial permite considerar que los “álabes” importados son, ciertamente, bienes tangibles y 

utilizables en la actividad productora de renta relacionada con la generación y comercialización de energía, y 

connotables como elementos tipo repuestos con los que muy seguramente se busca prolongar la vida útil del 

activo real existente.  

 

Así mismo y dentro del marco del contrato de leasing celebrado, se entiende que, independientemente de la 

modalidad de importación temporal utilizada y de que en la descripción de la mercancía de las declaraciones 

aportadas se identifique una reimportación de bienes reexportados, mientras la arrendataria no ejerza la 

opción de compra las partes de la unidad funcional reimportadas son de la arrendadora, en tanto que los 

repuestos sí se consideran adquiridos por la demandante y excluidos del contrato de leasing, pues, según las 

declaraciones de importación, ella reintegró las divisas por  pago anticipado. 

 

Todo lo anterior permite a la Sala concluir que el rechazo de la deducción dispuesto por los actos 

demandados se basa en una interpretación sesgada del artículo 158-3 del E. T., que le atribuyó un alcance 

ajeno a su espíritu y restringió a motu proprio sus efectos.  

 

Es así, porque dicha deducción se previó con carácter general para todo tipo de bienes que cumplan la 

condición de ser activos fijos reales productivos y que, en esa medida, sean aptos para la actividad productora 

de renta del contribuyente y la generación de sus ingresos gravables, sin excluir los equipos o bienes tipo de 

repuestos indiscutiblemente requeridos para el correcto funcionamiento del activo fijo real principal con el que 

se desarrolla dicha actividad.   
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Tal razonamiento, de paso sea anotar, deja desprovisto de fundamento jurídico a la sanción impuesta, pues la 

discrepancia frente al rechazo de la deducción declarada hace que automáticamente desaparezca el supuesto 

de hecho previsto en el artículo 647 del E. T. En consecuencia, se sustrae la Sala de examinar las razones de 

fondo expuestas por las partes para atacar y defender dicha imposición.  

 

En este orden de ideas, concurren motivos suficientes para desvirtuar la presunción de legalidad de los actos 

demandados, los cuales, por lo mismo se hacen pasibles de la declaratoria de nulidad pretendida con la 

consiguiente orden de restablecimiento del derecho, debiéndose, por tanto, revocar la sentencia apelada.    

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 

administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 

FALLA 

  

1. REVÓCASE la sentencia del 17 de junio del 2010, proferida por el Tribunal Administrativo 

de Cundinamarca dentro de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho de 

TERMOFLORES S. A. E. S. P., contra LA DIAN. En su lugar, se dispone:  

 

“ANÚLASE la Liquidación Oficial de Revisión No. 300642008000030 del 13 de marzo 
del 2008, proferida por  la División de Liquidación de la Administración Especial de 
Impuestos de Bogotá contra Termoflores S. A. E.S.P. 
 
En consecuencia y a título de restablecimiento del derecho, se declara en firme la 
declaración privada N°1340109057225 del 4 de abril del 2005, que dicho contribuyente 
presentó por concepto de impuesto sobre la renta del año gravable 2004.” 
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2. Reconócese personería jurídica para actuar como apoderada de la DIAN a la abogada 

Nohora Elizabeth Sánchez Garzón, conforme al poder visible en el folio 340.  

 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y devuélvase el expediente al Tribunal  de origen. 

Cúmplase. 

 

La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha. 

 

 

 

 

MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA    HUGO FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS 
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